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PRÓLOGO 


Este libro es esencialmente una recopilación de artículos acadé¬ 
micos escritos entre 1993 y 2005. Estaba trabajando en el pro¬ 
yecto en el momento en que mi vida cambió drásticamente, el 21 
de abril de 2005, cuando fui nombrado ministro de Economía y 
Finanzas de la República del Ecuador, iniciando así mi servicio 
público y poniendo fin a una feliz y tranquila vida académica. 
De haber continuado en la Academia, probablemente este libro 
hubiera visto la luz hace varios años. Lamentablemente, hasta el 
año 2006 el proyecto estuvo totalmente paralizado por las exi¬ 
gencias de una campaña presidencial que no nos permitía ni dor¬ 
mir. Como Presidente de la República del Ecuador, desde el 15 
de enero de 2007, he logrado terminar esta obra en las pocas no¬ 
ches de insomnio que he tenido —normalmente duermo poco, 
pero bien—, en los aún más escasos días libres, en los muchos y 
largos viajes realizados —al regreso, porque a la ida la cantidad 
de trabajo es inmensa: discursos, ayudas, memorias, etcétera— y, 
finalmente, en tres días providenciales de descanso obligatorio 
que tuve en Cuba, después de una operación de la rodilla. Es cla¬ 
ro que al escribir existe lo que los economistas llamamos “econo¬ 
mías de escala”, es decir, no es lo mismo sentarse a escribir ocho 
veces por el lapso de una hora cada vez, que una sola vez durante 
ocho horas. Con esto último se logra mucho mayor avance. Esos 
preciosos tres días de arduo y continuo trabajo en Cuba, alejado 
de las ocupaciones y preocupaciones de mi oficio tan especial, 
eran precisamente lo que necesitaba para terminar el libro. 
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Los datos estadísticos normalmente tienen corte a 2004, lo que 
permite, además, trabajar con datos macroeconómicos definiti¬ 
vos. Esto no disminuye en nada la actualidad de las ideas, concep¬ 
tos y conclusiones que surgen del análisis de los paradigmas de 
desarrollo y de la política económica de estas últimas décadas. 

Hemos trabajado en los artículos para quitarles la aridez aca¬ 
démica, hacerlos, en lo posible, de fácil lectura y ponerlos en 
una secuencia lógica. Ojalá haya logrado mi objetivo, puesto que 
pocas cosas me fastidian más que los autores que escriben para 
ellos mismos con el fin de quedar como eruditos aunque nadie 
entienda nada de lo que quisieron decir. 

Como dice el adagio popular, “no hay mal que por bien no 
venga”. La demora que ha tenido este libro por mi ingreso al 
servicio público ha servido para enriquecerlo enormemente con 
la experiencia acumulada desde los cargos privilegiados que la 
vida me ha permitido ocupar en los últimos años. 

He intentado que la lectura de este libro no requiera bases de 
Economía, tratando de explicar a veces complicados pero in¬ 
dispensables conceptos de la forma más sencilla, generalmente 
acompañándolos de ejemplos ilustrativos. Ofrezco disculpas de 
antemano si algunas veces mis esfuerzos fueron inútiles y no lo¬ 
gré mi objetivo. 

Como lo menciono en el libro, no existe la neutralidad cien¬ 
tífica, pero esto de ninguna manera excluye la necesidad de ser 
objetivos en nuestros análisis. La no-neutralidad y objetividad no 
son, de ninguna manera, conceptos excluyentes. 

Tengan la seguridad de que los artículos originales fueron es¬ 
critos con toda la objetividad posible, pero también con total 
parcialidad por mi país y por Latinoamérica. Al incorporarlos a 
este texto transformando su rigurosa estructura académica ini¬ 
cial, me he permitido proponer muchos más juicios de valor, es 
decir, poner más pasión por mi Patria y por nuestra América. 
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En lo personal, no puedo dejar de indignarme por el engaño y 
saqueo a la región. Cómo no encolerizarse ante atracos como el 
salvataje bancario, la Ley de Garantía de Depósitos, el robo de 
nuestra moneda, la renegociación de la deuda de 2000 y la inca¬ 
pacidad de construir algo propio y ser tan solo vulgares y tardíos 
imitadores de paradigmas extraños. Cómo no enfurecerse con la 
insoportable doble moral de nuestros dirigentes, con las políticas 
públicas decididas por burócratas apátridas, con la supremacía 
del capital sobre el ser humano. Si a través de este libro logro 
transmitir reflexivamente, sobre todo a los jóvenes, esa pasión y 
esa indignación, habrá valido la pena todo el esfuerzo realizado. 

A partir de esta revisión histórica se entenderán muchas de las 
cosas que hemos hecho y estamos haciendo desde el 15 de enero 
de 2007 con nuestra Revolución Ciudadana. Como verán, la gran 
mayoría de estas acciones no son imperativos ideológicos sino 
del sentido común. 

Agradezco a mi ex alumna, de las más brillantes que he tenido 
y hoy extraordinaria colaboradora, Sandra Naranjo. Es ella quien 
se encargó de pulir y revisar los datos, verificar fuentes, biblio¬ 
grafía, etcétera. Por supuesto, cualquier error que se haya desliza¬ 
do es de mi absoluta responsabilidad. También quiero agradecer 
a René Ramírez, Nathalie Cely y Pedro Elosegui por la revisión 
del texto y sus valiosos comentarios. A Ramiro Noriega y Galo 
Mora les doy las gracias por la búsqueda de la editorial. Final¬ 
mente, agradezco a la editorial Random House Mondadori por 
el entusiasmo con el que aceptó la publicación del libro, pese a la 
premura de tiempo. 

Quisiera hacer un reconocimiento también a los adversarios de 
la Revolución Ciudadana, quienes, con las honrosas excepciones 
de siempre, por su mediocridad y falta de sentido de Patria me 
animaron a sacarle tiempo al tiempo para escribir este libro y de¬ 
velar una vez más las visiones e intereses que defienden. Nuestro 
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Ecuador jamás fue social ni económicamente un paraíso, pero lo 
que se hizo en las últimas décadas realmente no tiene nombre. 
De ahí el título Ecuador: de Banana Republic a la No República. 

Bolívar decía: “No nos dominarán por la fuerza, sino por la 
ignorancia”. Temo que, nuevamente, el buen Simón fue premo¬ 
nitorio. Aspiro a que este libro ayude a la verdadera liberación de 
nuestros pueblos, por medio del conocimiento y la comprensión 
de las barbaridades que se han hecho con nuestros países, y que 
sea un aporte más para nunca volver al pasado. 


¡Hasta la victoria siempre! 



Rafael Correa Delgado 

Presidente Constitucional de la República del Ecuador 


1. TRATANDO DE MODERNIZARNOS 


La época primario-exportadora 

Durante la época colonial, los dominios españoles de lo que más 
tarde se denominaría I Latinoamérica lograron un incipiente desa¬ 
rrollo de su base productiva, aunque frecuentemente este desa¬ 
rrollo se alcanzó con altos grados de explotación de la población 
indígena, por medio de instituciones como las mitas, los obra¬ 
jes y las encomiendas. Sin embargo, con la independencia, las 
nuevas repúblicas se integraron al comercio internacional —en 
ese entonces dominado por el Imperio británico— básicamen¬ 
te como proveedoras de materias primas, lo cual generó la rui¬ 
na de la naciente manufactura local y lentamente determinó la 
condición primario-exportadora de las economías de los nuevos 
países. Ecuador no fue la excepción al patrón señalado, y desde 
finales del siglo XIX hasta la segunda década del siglo XX basó 
su economía en la exportación de cacao, que llegó a constituir el 
80% del total de exportaciones; las crisis políticas y las principales 
transformaciones socio-económicas de dicho período, entre ellas 
el surgimiento de una poderosa clase agroexportadora, estuvieron 
directamente relacionadas con las condiciones de la producción 
cacaotera y con el mercado internacional de dicho producto. 

Era tal la opulencia de los productores y exportadores cacaote¬ 
ros que sus familias, y ellos mismos, frecuentemente residían en 
Francia. A la ciudad de Vinces, centro de la producción cacao¬ 
tera, se la conocía como el “París chiquito”. Aún hoy, más de un 
siglo después del inicio del auge cacaotero, cuando en la región 
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de la costa ecuatoriana una persona se considera superior a los 
demás, se dice que se cree “el gran cacao”. 

Como consecuencia de plagas que minaron la producción na¬ 
cional desde los años veinte del siglo pasado, así como por la caída 
de precios en los mercados internacionales, para mediados de los 
años cuarenta el cacao ya había perdido gran parte de su predomi¬ 
nio en la economía nacional, representando apenas alrededor del 
20% de las exportaciones del país (BCE, 2006). Desde finales de 
los años cuarenta y principios de los cincuenta del siglo XX, y con 
el apoyo de compañías extranjeras y del Gobierno nacional, surgió 
un nuevo producto primario de exportación: el banano. 

En contraste con la producción cacaotera, realizada por culti¬ 
vadores independientes en haciendas, la nueva producción bana¬ 
nera tenía lugar en plantaciones medianas o pequeñas, utilizaba 
intensamente capital, empleaba trabajadores asalariados y tanto 
la producción como la comercialización eran financiadas por ca¬ 
pitales norteamericanos. Con el banano, la economía ecuatoriana 
se dinamizó y el agro costeño se transformó profundamente al 
introducirse el trabajo agrícola asalariado, hasta ese entonces ab¬ 
solutamente marginal en el país, y, con ello, cambiaron también 
las relaciones capitalistas modernas en el campo. Sin embargo, en 
la región interandina siguió dominando el “huasipungo” —del 
quichua, pungo (puerta) y huasi (casa)—, es decir, “puerta de la 
casa”, una relación de producción agrícola heredada de la época 
de la Colonia que consistía en intercambio de tierra por trabajo: 
los “huasipungueros” trabajaban en la hacienda durante parte de 
la semana a cambio de pequeños lotes de terreno (huasipungos) 
que el hacendado les otorgaba para su uso particular. 

Fue tan solo en 1964, con la primera reforma agraria, cuando 
finalmente se eliminaron definitivamente del agro ecuatoriano 
las formas precarias de trabajo y muy particularmente la institu¬ 
ción del huasipungo. 
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La industrialización sustitutiva de importaciones 

Simultáneamente a estas transformaciones económicas dentro 
del país c incentivado por los nuevos escenarios geo-políticos 
producidos por la Segunda Guerra Mundial, se generó un nuevo 
pensamiento económico que rechazaba los modelos primario- 
exportadores por su baja capacidad de generación de valor agre¬ 
gado, su tendencia a una alta concentración del ingreso en manos 
de los poseedores de los recursos naturales y su dependencia 
frente a los vaivenes de los mercados internacionales. 

En Latinoamérica, y siempre dentro de este nuevo pensamien¬ 
to desarrollista, se impuso la estrategia de desarrollo conocida 
como industrialización sustitutiva de importaciones (Modelo ISI), ins¬ 
pirada en la escuela de pensamiento económico denominada 
“estructuralista” e impulsada por la Comisión Económica para 
América latina de las Naciones Unidas (CEPAL). 

El modelo 1S1 fue básicamente una interpretación latinoame¬ 
ricana de la “Teoría Modernizadora” dominante en el mundo 
de la posguerra. En el enfoque de la Teoría Modernizadora, la 
condición necesaria y prácticamente suficiente para alcanzar el 
desarrollo era lograr un crecimiento económico sostenido, para 
lo cual la economía debía sustentarse en los sectores de alta pro¬ 
ductividad, básicamente el sector industrial, siguiendo, supuesta¬ 
mente, el ejemplo de los países en ese entonces desarrollados. De 
esta forma se identificó al desarrollo con la industrialización. 

El aporte de la Escuela Estructuralista consistía en que, siem¬ 
pre dentro de la lógica modernizadora, se consideraban las con¬ 
diciones estructurales de América Latina desde un enfoque 
centro-periferia, el cual sostenía que debido al intercambio desigual, 
los beneficios de los incrementos de productividad en los paí¬ 
ses periféricos se traspasarían al Primer Mundo, lo que a su vez 
produciría un fenómeno de insuficiencia dinámica, esto es, inca- 
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paridad de excedentes reinvertibles significativos para mantener 
el crecimiento. 

A su vez, ese intercambio o comercio desigual se expresaba en 
el deterioro de los términos de intercambio , esto es, la relación entre 
los precios de los bienes de los países periféricos con respecto a 
los precios de los bienes de los países centros. Los estudios de la 
CEPAL demostraban que históricamente esta relación tendía a 
disminuir en perjuicio de los países periféricos, y, en consecuen¬ 
cia, la estrategia de desarrollo debía impedir dicho intercambio 
desigual e injusta transferencia de recursos a través de la sustitu¬ 
ción de importaciones. 


El Modelo ISI en el Ecuador 

En el caso de Ecuador, la producción y exportación bananera 
generaron un excedente económico que permitió al país iniciar 
un incipiente proceso ISI, con base en las recomendaciones de 
la CEPAL. Ya en 1954 el director de la CEPAL, Raúl Prebisch, 
presentó a la Secretaría de las Naciones Unidas el informe deno¬ 
minado “El desarrollo económico del Ecuador”. Luego, el 29 de 
mayo del mismo año, en función del mencionado estudio y por 
medio de decreto de ley urgente, se creó la Junta Nacional de 
Planificación, JUNAPLA, la cual, en 1979, se transformaría en el 
Consejo Nacional de Desarrollo, CONADE. Cabe indicar que la 
Constitución de 1998, en la que se consagró el neoliberalismo en 
Ecuador, eliminó el CONADE y redujo la planificación a una ofi¬ 
cina adscrita a la Presidencia de la República, llamada desde febre¬ 
ro de 2004 Secretaría Nacional de Planificación, SENPLADES. 

Los estudios realizados por la CEPAL entre 1954 y 1963 ser¬ 
virían para la formulación del “Plan de Desarrollo Económico 
y Social para el período 1964-1973”, que luego se continuaría 
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con el “Plan Nacional de Transformación y de Desarrollo 1973- 
1977”. De acuerdo con estos planes de desarrollo, el Estado de¬ 
bía proveer una ley de fomento y desarrollo industrial, estable¬ 
cer políticas arancelarias y políticas impositivas, buscar recursos 
naturales, capacitar la fuerza laboral, apoyar financieramente al 
sector industrial y crear infraestructura industrial. 

Por otro lado, en la búsqueda de mayores mercados para el 
desarrollo industrial, Ecuador, Colombia, Bolivia, Perú y Chile 
firmaron en 1969 el Acuerdo de Cartagena, el intento más serio 
y profundo de integración económica y social emprendido por 
el país hasta entonces. Venezuela se integró al acuerdo en 1973, 
mientras que Chile, bajo el régimen de Pinochet, se separó en 
1976. El Acuerdo de Cartagena sería ampliado y sucesivamente 
modificado hasta culminar en 1997 con el establecimiento de la 
Comunidad Andina de Naciones, CAN. 

El proceso industrializador de Ecuador se intensificó desde 
1972 cuando se convirtió en productor y exportador de petró¬ 
leo, gracias al descubrimiento de importantes yacimientos en la 
región amazónica ecuatoriana. La bonanza petrolera, que ya se 
sentía desde finales de los años sesenta debido a las importantes 
inversiones extranjeras en el área de hidrocarburos, generó un 
crecimiento económico sin precedentes y con este los recursos 
necesarios para financiar agresivamente la industrialización del 
país. Gracias a las exportaciones petroleras la nación creció 14% 
en 1972 y 25% en 1973, y en el decenio 1971-1981 el crecimiento 
promedio fue superior al 8%, lo cual significó que el PIB se du¬ 
plicó con creces en esos diez años y el PIB por habitante aumen¬ 
tó un 72%, en lo que se conoce como el boom petrolero. El PIB 
industrial aumentó aún más rápido, creciendo a un ritmo anual 
de casi 10% para el mismo período (BCE, 1990a). 

Sin embargo, como consecuencia de los recursos acumulados 
en el sector industrial urbano, se provocaron fuertes movimien- 
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tos migratorios del sector rural y de los centros urbanos inter¬ 
medios hacia las ciudades más importantes, básicamente Quito 
y Guayaquil. Ecuador sufrió entonces una rápida urbanización 
de su población y de su fuerza laboral, prácticamente desaperci¬ 
bida en términos de indicadores económicos, pero con un gran 
impacto en el bienestar social. Mientras que en 1962 el 65% de 
la fuerza laboral era rural y solo un 35% urbana, en 1982 sola¬ 
mente 48% era rural y 52% ya era urbana, lo cual significó que 
esta última creció en esos veinte años en un impresionante 137% 
(Oficina de Censos Nacionales, 1965; INEC, 1985). Adicional¬ 
mente, el empleo manufacturero, que de acuerdo con el modelo 
era la principal fuente de absorción de la fuerza laboral urba¬ 
na, incluso disminuyó su participación en el empleo total. De 
hecho, en el período 1974-1982 el empleo manufacturero sólo 
creció un 45%, es decir, alrededor de la mitad del crecimiento 
del PIB industrial para el mismo período, y tan solo se crearon 
aproximadamente 34.000 puestos de trabajo en términos abso¬ 
lutos, lo cual refleja claramente la baja generación de empleo del 
proceso industrializador ecuatoriano (INEC, 1976 y 1985). Esta 
situación, unida al gran incremento de la fuerza laboral urbana 
mencionado anteriormente, generó desempleo y subempleo en 
las ciudades, nuevas formas de pobreza y un gran sector informal 
urbano , todo ello paradójicamente en la época de mayor riqueza y 
dinamismo de la economía ecuatoriana. 

Cabe indicar que, dado el paradigma de desarrollo dominante 
en esa época, esta impresionante desestructuración social sufrida 
por el país incluso fue considerada como “buena”, pues la Teo¬ 
ría Modernizadora, la cual inspiraba al proceso industrializador, 
presentaba a las sociedades desarrolladas necesariamente como 
sociedades urbanizadas. Lamentablemente, estos mal entendidos 
criterios de “modernización” persisten hasta nuestros días, y es 
frecuente escuchar a los alcaldes de las principales ciudades jac- 
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tarse del número de habitantes de sus respectivas urbes, píese al 
hacinamiento y la pKibreza en que viven gran parte de estos. Igual¬ 
mente, no es raro encontrar analistas económicos que justifican 
el descuido y decrecimiento que el sector agrícola ha sufrido en 
los últimos años en Ecuador, por ser supuestamente un síntoma 
de la nueva “economía del conocimiento” que caracteriza a los 
países desarrollados, sin considerar que normalmente dichos paí¬ 
ses primero consolidaron sus sectores agrícolas e industriales. 


La locura petrolera y la reproducción de importaciones 

Dada la abundancia de dólares fruto de las exportaciones petro¬ 
leras y, a partir de 1976, del acceso al crédito externo, de 1971 a 
1981 el tipo de cambio nominal se pudo mantener en la paridad 
de 25 sucres por dólar, pese a que la inflación interna durante di¬ 
chos años fue en promedio 12,6% anual (BCE, 2006). Debido al 
gran porcentaje de importaciones que requería la industria, la so¬ 
brevaluación real del sucre fue una importante vía para transferir 
recursos desde el sector petrolero y el sector primario-exportador 
agrícola al sector industrial. Sin embargo, dicha sobrevaluación 
también produjo severas distorsiones en el proceso industrializa¬ 
do^ al crear grandes desequilibrios en el sector externo no {je- 
trolero y al ocasionar que el proceso ISI ecuatoriano fuera inten¬ 
sivo en bienes de capital y de consumo intermedio impjortados, 
lo cual, además de explicar en gran medida su incapacidad para 
generar suficiente empleo, generó un déficit comercial industrial 
estructural que hasta hoy es uno de los principales problemas de 
la economía ecuatoriana, ya que cualquier reactivación de la eco¬ 
nomía por medio del sector industrial produce graves problemas 
en el sector externo y hace que dicha reactivación no sea sosteni- 
blc. No obstante lo anterior, debido a su pequeño volumen inicial. 
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así como al proceso de integración del Acuerdo de Cartagena, el 
crecimiento de las exportaciones industriales durante este perío¬ 
do fue un impresionante 28% promedio anual, pasando de 29 a 
490 millones de dólares, de tal forma que mientras a inicios de los 
años setenta las exportaciones industriales eran apenas un 10% 
del total de exportaciones, para 1980 ya constituían el 24% de 
dicho total. Incluso en los años 1980 y 1981, por primera y única 
vez en la historia del país, las exportaciones industriales superaron 
a las exportaciones primarias no petroleras (BCE, 1990b; Vega, 
1996). Consecuentemente, queda claro que el deterioro de la ba¬ 
lanza comercial industrial no se debió a la falta de dinamismo de 
las exportaciones del sector, sino a un acelerado crecimiento de 
las importaciones industriales, las cuales pasaron de 181 a 1.318 
millones en un período de supuesta sustitución de importaciones; 
es pertinente preguntarse cuál hubiese sido el desempeño externo 
del sector industrial de haber existido un adecuado manejo cam¬ 
biado que promoviera sus exportaciones e impidiera un incre¬ 
mento tan brutal de sus importaciones (BCE, 1990b). 

Si bien gracias a las exportaciones petroleras las exportaciones 
totales pasaron de 199 a 2.541 millones de dólares en el período 
1971-1981, las importaciones totales durante el mismo período 
se incrementaron de 340 a 2.246 millones. Por todo ello, el co¬ 
eficiente importaciones/PIB, cuyo decrecimiento es el principal 
indicador de un proceso de sustitución de importaciones, luego 
de un inicial descenso al inicio de la producción petrolera, volvió 
a crecer y se mantuvo en promedio en valores de alrededor del 
17% durante el resto del período, y solo volvería a decrecer con 
la crisis y los ajustes de los años ochenta (BCE, 2006). Esto ha 
llevado a muchos autores a sostener que en Ecuador no hubo un 
proceso de sustitución de importaciones, sino tan solo de repro- 
ducción de importaciones , situación cuya causa fundamental, como se 
manifestó anteriormente, fue la sobrevaluación del sucre. 
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La “estabilidad” de la moneda y el desarrollo 

Gracias a la exportación petrolera y al crédito externo, durante 
los diez años del boom petrolero se pudo mantener estable el tipo 
de cambio, y así la moneda ecuatoriana se convirtió en una de las 
más “duras” del mundo. En este sentido, si la “estabilidad” de la 
moneda, como se sostiene en el país hoy en día, fuera sinónimo 
de desarrollo, Ecuador ya debería ser un país desarrollado. I^jos 
de aquello, esta “dureza” sostenida por decreto fue el mayor error 
del proceso industrializador, ocasionando que en una época de 
supuesta sustitución de importaciones estas se multiplicaran casi 
por siete, lo que a su vez originó hábitos de consumo aberrantes 
para un país subdesarrollado y un aparato industrial consumidor 
de divisas pero no productor de ellas. 

Cabe indicar que con un sistema de flotación probablemente 
la situación hubiese sido peor. En realidad, desde finales de 1971 
y hasta principios de 1980, Ecuador tuvo ambos sistemas simul¬ 
táneamente, ya que el tipo de cambio fijo rigió tan solo para el 
llamado mercado oficial, que cubría cerca del 70% de las operacio¬ 
nes con divisas, mientras que el mercado no oficial —llamado el 
mercado “libre”— se regía por un tipo de cambio flexible. Hasta 
1980, la diferencia entre el tipo de cambio oficial y no oficial fue 
insignificante, e incluso en los inicios del auge petrolero, el Banco 
(Central tuvo que intervenir el mercado libre para impedir la aprecia- 
ción del sucre, todo lo cual demuestra la miopía del mercado en el 
largo plazo y la importancia de una adecuada política cambiaría. 


Enfermedad holandesa y dolarización: 
lecciones desde el pasado 

El boom petrolero ecuatoriano fue un típico ejemplo de enfermedad 
holandesa , es decir, la apreciación del tipo de cambio real como 
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consecuencia del ingreso de grandes cantidades de divisas por 
la irrupción de un producto de exportación no basado en incre¬ 
mentos de productividad, esto es, normalmente un recurso natu¬ 
ral no renovable. La mayor liquidez e ingreso generan inflación 
interna, pero la abundancia de divisas permite mantener fijo el 
tipo de cambio nominal\ lo cual produce una apredadón real de la 
moneda nacional que resta competitividad al país c impide el de¬ 
sarrollo de otra clase de exportaciones. En el caso del Ecuador, 
el problema, paradójicamente, se vio agravado por el fácil acce¬ 
so al crédito externo. Técnicamente, si E es el tipo de cambio 
nominal, esto es, cantidad de moneda nacional por unidad de 
moneda extranjera, P es el nivel de precios extranjero, P es el 
nivel de precios nacional y R el tipo de cambio real, tenemos que 
R = (E * P) / P, que no es otra cosa que la relación entre los 
precios del extranjero expresados en moneda nacional (E * P), 
con respecto a los precios nacionales (P). La apreciación real es 
el decredmiento del índice R, lo cual significa que nuestros produc¬ 
tos se encarecen con respecto a los productos del resto del mun¬ 
do. En el caso de “enfermedad holandesa”, R decrece porque P" 
aumenta por la inflación interna mientras que E no aumenta, es 
decir, la moneda nacional no se deprecia pese a la inflación. 

Precisamente, el nombre de “enfermedad holandesa” se refiere 
a la apreciación real y al deterioro de las exportaciones que produ¬ 
jo el descubrimiento de gas natural en Holanda en la década de los 
sesenta. En estas situaciones, se requiere de una política monetaria 
activa que mantenga el tipo de cambio real en similares niveles que 
antes del ingreso de las nuevas divisas. En otras palabras, en estos 
casos el problema no es la presencia de política monetaria sino 
precisamente la ausenda de esta. Por ello, y pese a que cualquier 
cosa que se puede escuchar de la burocracia financiera internacio¬ 
nal y de las élites latinoamericanas, argumentar que debido a las 
malas políticas monetarias de la región es mejor la eliminación de 
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estas por medio de “sistemas” monetarios como la dolarización, 
constituye tan solo un razonamiento contrafactual que no resiste 
la evidencia histórica ni el más elemental análisis técnico. Si no, 
revisemos nuevamente el boom petrolero ecuatoriano. 
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2. LA CRISIS DE LA DEUDA Y LA DÉCADA PERDIDA 


El endeudamiento agresivo 

En la década de los años setenta, y muy especialmente a partir 
de 1976, Ecuador y en general los países latinoamericanos en¬ 
traron en un agresivo endeudamiento externo. La “historia ofi¬ 
cial” nos dice que todo este endeudamiento fue tan solo fruto de 
Gobiernos irresponsables y desquiciados tratando de financiar 
políticas populistas y los desequilibrios originados por el modelo 
ISI. En realidad, el endeudamiento agresivo fue toda una “estrategia” 
bendecida y promovida por los organismos internacionales de 
siempre, que en teoría buscaba lograr el desarrollo por medio 
del financiamiento de inversiones de alta rentabilidad, las cuales 
debían abundar en países subdesarrollados y cuyo rendimiento 
permitiría pagar con creces las deudas contraídas. Sin embargo, 
en la práctica la supuesta “estrategia” tan solo obedecía a las ne¬ 
cesidades del gran capital financiero internacional, concretamen¬ 
te a la urgencia de colocar los excesos de liquidez que existían 
en los mercados financieros del Primer Mundo, generados por 
los llamados “petrodólares”, es decir, las enormes cantidades de 
dinero que los países árabes productores de petróleo tenían en 
los bancos de los países desarrollados. A su vez, dichos petrodó¬ 
lares provenían de los altos precios del petróleo a partir de 1974, 
originados en el embargo de los países árabes a las naciones que 
apoyaron a Israel en la guerra del Yom Kipur (octubre de 1973) 
y mantenidos por la consolidación de la Organización de Países 
Exportadores de Petróleo (OPEP). Por este motivo, los saldos 
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depositados en los bancos transnacionales crecieron de 82 mil 
millones de dólares a principios de 1975 a 440 mil millones en 
1980 (Vergara, 2003); ante la necesidad de colocar tan ingentes 
cantidades de recursos, se consideró por primera vez como su¬ 
jeto de crédito al llamado ‘Tercer Mundo”. Es por esto que en 
la segunda mitad de los años setenta se empezaron a observar 
en América Latina largas filas de banqueros internacionales bus¬ 
cando colocar toda clase de créditos, incluso para financiar gasto 
corriente y compra de armas para las dictaduras militares que 
en ese entonces gobernaban muchos de los países de la región. 
Más aún, estos esforzados banqueros, los cuales antes no venían 
a la región ni de turistas, frecuentemente también cargaron abul¬ 
tados maletines de coimas para que funcionarios corrompidos 
aceptaran endeudarse para cualquier disparate, mientras que los 
organismos internacionales y agencias de desarrollo seguían ven¬ 
diendo la nefasta idea de lo conveniente que era endeudarse. 

Como de costumbre, Ecuador fue un destacado alumno del 
endeudamiento agresivo, con el cual financió un inmenso e irres¬ 
ponsable incremento del gasto público que casi se triplicó en 
términos reales durante la década de los setenta. Sin embargo, 
mientras el consumo público pasaba del 12% al 16% del PIB, la 
inversión pública —la cual representaba más del 6% del PIB a 
inicios de esa década— incluso cayó en términos relativos al final 
de la misma década (BCE, 2006). Pese a que el petróleo consti¬ 
tuía una formidable fuente de ingresos públicos, el impresionante 
incremento del gasto generó persistentes déficits fiscales, lo cual, 
junto a la deliberada y agresiva política de endeudamiento, ocasio¬ 
nó un rápido crecimiento de la deuda pública, la cual pasó de 229 
millones de dólares en 1970 a 4.416 millones en 1981. Es decir, 
en la época de mayor riqueza de la historia y particularmente del 
sector público ecuatoriano, la deuda externa... ¡se multiplicó die¬ 
cinueve veces! Por otro lado, el sector privado ecuatoriano tam- 
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poco se quedó atrás, pasando su deuda externa de 57 millones de 
dólares en 1976 a 1.452 millones en 1981, lo cual traería nefastas 
consecuencias en el futuro (BCE, 1994 y 1996). 


Crisis y retroceso 

Paradójicamente, muchos de los más graves problemas estruc¬ 
turales de la economía ecuatoriana son herencia de la época más 
“próspera” del país: un sector fiscal y externo altamente depen¬ 
diente del petróleo, un sector industrial consumidor de bienes 
importados pero no generador de suficientes divisas, la urbani¬ 
zación de la población y de la fuerza laboral sin tener la econo¬ 
mía adecuada capacidad de generar empleo urbano, y una deuda 
externa pública y privada que se incrementó con creces. 

1.a locura petrolera y el dichoso “endeudamiento agresivo” du¬ 
raron hasta el día viernes 13 de agosto de 1982, cuando debido 
a los insostenibles desequilibrios acumulados por malas políticas 
macroeconómicas, México se declaró incapaz de seguir sirvien¬ 
do su deuda externa. Como consecuencia de la insolvencia mexi¬ 
cana, toda lutinoamérica sufrió el cese del crédito internacional 
junto con un brutal incremento de las tasas de interés de su deu¬ 
da, producto del mayor riesgo de los créditos colocados en la 
región, pero consecuencia también de los enormes incrementos 
ile tasas iniciados desde 1981 por la Federal Reserve de Estados 
Unidos para contrarrestar las presiones inflacionarias originadas 
por las políticas del Presidente Ronald Reagan. Así, créditos que 
habían sido contratados con Usas Huctuantcs de entre 4 y 6%, 
alcanzaron tasas de interés hasta del 20% (Bloomberg, 2009). 

Por otro lado, los problemas para los países exportadores de 
jxrtróleo se originaron por partida doble, ya que después de al¬ 
canzar un precio promedio de cerca de $40 por barril en 1980 
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—lo cual a precios actuales significaría más de 100 dólares el ba¬ 
rril— los precios se desplomaron y para 1986 estaban en prome¬ 
dio a tan solo $15 por barril (Bureau of Labor Stadstícs, 2009). 

Como consecuencia del cese de las dos fuentes fundamenta¬ 
les de crecimiento, los ingresos petroleros y el acceso al crédito 
internacional, así como también de los grandes desequilibrios 
originados durante los años setenta, la economía ecuatoriana co¬ 
menzó un profundo y largo proceso de recesión, agravado con 
choques exógenos negativos como el duro invierno de 1983, que 
destruyó la producción agrícola de la Costa, y el terremoto de 
1987 que afectó gravemente el oleoducto ecuatoriano y, con ello, 
las exportaciones petroleras del país. Como consecuencia de ello 
durante el período 1981-1990 el P1B creció solamente 18%, lo 
cual significó que el PIB por habitante decreció 5,67%, volvien¬ 
do a los mismos niveles de mediados de los años setenta. Fin el 
mismo período, el PIB industrial decreció 3,78%, mientras que las 
exportaciones industriales para 1990 todavía eran inferiores a las 
de 1978. Para el final de la década de los ochenta, el coeficiente 
de inversión había caído al 14% del PIB, del cual tan solo el 3% 
constituía inversión pública (BCE, 1994). 

Además del fenómeno global de empobrecimiento, se inició 
un proceso de polarización de la sociedad y de deterioro en la 
distribución del ingreso. El salario mínimo vital en términos rea¬ 
les representó en 1990 apenas un 42% del de 1981 (BCE, 2006) 
La crisis del empleo urbano se agravó y cambió de naturaleza, 
al dejar de ser determinada solamente por un crecimiento muy 
rápido de la oferta laboral urbana, y pasar a ser producto también 
de la falta de dinamismo de la demanda laboral. 1.a estructura 
del desempleo igualmente se transformó, al incorporar no so¬ 
lamente a jóvenes y grupos marginales, sino también a jefes de 
hogar, mientras que las condiciones de empleo se deterioraron, 
aumentando significativamente el subempleo. De este modo, en 
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1990 solamente un 44% de la fuerza laboral tenía un empleo ade¬ 
cuado, un 6% de la PEA se encontraba desempleada y un 50% 
estaba subempleada (S1ISE, 2008). 

Finalmente, la caída de los precios del petróleo, el incremento de 
las tasas de interés internacionales y el cese del crédito internacio¬ 
nal no solo causaron la eliminación de las fuentes de crecimiento 
de la economía ecuatoriana, sino también una gigantesca transfe¬ 
rencia de recursos del país al extranjero, producto del servicio de 
la deuda externa y del deterioro de los términos de intercambio. A 
pesar de que solamente por el servicio de la deuda se transfirieron 
durante el periodo más de 2.000 millones de dólares al exterior y 
no obstante que el financiamiento fresco de la banca internacio¬ 
nal estaba absolutamente negado, la deuda externa casi se triplicó, 
pasando de 4.415,8 en 1981 a 12.051,9 en 1990 debido sobre todo 
al re financiamiento y capitalización de intereses atrasados (BCE, 
2006). Cabe señalar que este fue un fenómeno regional, y pese a 
que durante la década de los ochenta Latinoamérica realizó una 
transferencia neta de recursos de 238.000 millones de dólares a sus 
acreedores, la deuda externa de la región pasó de 228.000 millones 
en 198(> a 442.< X K» millones en 1990 (AcoSta, 2002). 


La sucretización ecuatoriana 

El problema de la deuda pública externa ecuatoriana se profun¬ 
dizó con la llamada “sucretización” de la deuda externa privada. 
(.orno consecuencia de las devaluaciones y las altas tasas de interés 
internacionales, la situación del sector privado endeudado en dóla¬ 
res se volvió insostenible, por lo que en 1983 el Gobierno demó¬ 
crata cristiano del doctor Osvaldo Hurtado resolvió que el Estado 
asumiría la deuda externa privada con la banca internacional. El 
I '.stado asumió dicha deuda por un monto de 1.476,6 millones de 
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dólares, correspondientes a 40.000 operaciones y 15.000 “clien¬ 
tes”, mientras que el sector privado debía pagar en sucres y en 
condiciones bastante ventajosas al Estado (CAIC, 2008). 

Fue tan irresponsable esta operación, que no se establecieron 
mecanismos para saber si las deudas declaradas estaban realmente 
pagadas, puesto que el Banco Central sólo registraba su ingreso y 
no su pago cuando se realizaba con dólares del mercado libre, esto 
es, el 85% de los casos; sin tener derecho alguno, se beneficiaron 
de la sucretización bancos del exterior matrices o vinculados con 
oficinas bancadas de Ecuador, así como empresas extranjeras o 
sus subsidiarias; se refinanciaron operaciones con documentos in¬ 
válidos, como simples fotocopias, u operaciones con los mismos 
documentos más de una vez o por más del valor correspondiente; 
y se aplicaron tasas fijadas por el acreedor extemo y no tasas refe- 
renciales de interés, tales como la tasa IJBOR o prime (Ibid). 

En el Gobierno socialcristiano del ingeniero León Febres- 
Cordero (1984-1988), se ampliaron aún más las ventajosas con¬ 
diciones de la sucretización para el sector privado, siempre en 
perjuicio del Estado: se extendió el plazo de pago de la deuda 
sucretizada de tres a siete años; se incrementó el período de gra¬ 
cia, debiendo empezar las amortizaciones recién en el año 1988, 
cuando inicialmente estas debían terminar en 1987; se congeló la 
tasa de interés de la deuda en el 16%, cuando las tasas superaban 
el 28%; y se anuló la comisión de riesgo cambiario, congelando 
el tipo de cambio a 100 sucres por dólar (Ibtd.). 

Gracias a un Estado deudor en dólares y acreedor en sucres, 
todo ello con el tipo de cambio congelado y en condiciones fi¬ 
nancieras extraordinarias para los deudores privados, se calcula 
que el subsidio implícito al sector privado alcanzó los 1.300 mi¬ 
llones de dólares (Acosta, 2002). 

Cabe destacar que la sucretización ecuatoriana no fue solamen¬ 
te fruto de presiones de grupos de poder interno, sino también 
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consecuencia de una estrategia regional impulsada por los orga¬ 
nismos financieros internacionales para garantizar el pago de la 
deuda externa privada. Por ello también ocurrieron la “nacio¬ 
nalización” mexicana (1982), la “capitalización” chilena (1983), 
la “chucuta” venezolana (1983), la “desdolarización” argentina 
(1982), etcétera, todos ellos mecanismos que socializaron las pér¬ 
didas originadas en el endeudamiento externo privado y a su vez 
garantizaron el pago a los acreedores externos (Vergara, 2003). 


El fin del paradigma industrializador 

l.as severas crisis fiscales y externas producidas por la transfe¬ 
rencia neta de recursos al exterior originaron la aplicación de 
una larga serie de programas de estabilización y ajuste estructural 
bajo la tutela del Fondo Monetario Internacional, FMI. Entre 
1983 y 1989, esto es, en apenas siete años, los Gobiernos ecua¬ 
torianos firmaron cinco “cartas de intención” con el FMI. Estos 
acuerdos condicionantes buscaban créditos del organismo pero 
también su “visto bueno” para tener acceso a otras fuentes de 
financiamiento así como para poder renegociar con los países 
acreedores reunidos en el llamado “Club de París”. 

Como durante la mayor parte de este período Ecuador tuvo un 
sistema de tipo de cambio fijo-ajustable, los programas de esta¬ 
bilización se caracterizaron por continuas macro-devaluaciones 
que trataron de resolver el rezago cambiado acumulado durante 
los años setenta, y de esta manera lograr excedentes externos y 
fiscales —recuérdese que en Ecuador el principal exportador es 
el I ístado— para atender el servicio de la deuda externa. 

Finalmente, en la administración del ingeniero León Febres- 
Cordero se da la partida de defunción definitiva al proceso in- 
ilustríalizador, al liberarse el tipo de cambio y las tasas de interés. 
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inaugurarse una tibia liberalización y apertura de la economía y 
derogarse las leyes de fomento y gran parte del marco institucio¬ 
nal construido para implcmcntar el modelo ISI. Esta tendencia 
fue reforzada en el Gobierno socialdemócrata del doctor Ro¬ 
drigo Borja (1988-1992), el cual realizó varias reformas institu¬ 
cionales tendientes a liberalizar e internacionalizar los mercados, 
entre ellas, la expedición de la Ley de Reforma Arancelaria, con 
la que se redujeron drásticamente el nivel y dispersión de los 
aranceles; una mayor flcxibilización laboral con la incorporación 
de regímenes de maquila y de contratos a tiempo parcial; y la 
expedición de la l^ey de Zonas Francas. 
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3. LA LARGA Y TRISTE NOCHE NEOLIBERAL 


América Launa: de un extremo a otro 

En la década de los años ochenta la política económica ecua¬ 
toriana fue básicamente orientada al manejo de la crisis y a dar 
capacidad de pago al país para servir la deuda externa, sin que 
explícitamente se hubiese racionalizado e implementado una es¬ 
trategia de desarrollo alternativa al modelo industrializador sus- 
tirutivo de importaciones (ISI). Sin embargo, hacia finales de esa 
década, comienza a imponerse en I Latinoamérica y en el mundo 
entero un nuevo paradigma: el neoliberalismo. Al nuevo “con¬ 
senso” sobre la estrategia de desarrollo se lo empieza a llamar el 
C.onsenso de Washington , debido a que sus principales racionaliza- 
dores y promotores fueron los organismos financieros multila¬ 
terales con sede en Washington, así como el Departamento del 
Tesoro de EE.tJU (Williamson, 1990). En la lógica del nuevo 
paradigma, las causas de la crisis de América Latina eran la exce¬ 
siva intervención del Estado en la economía, la ausencia de un 
adecuado sistema de precios libres y el distanciamiento de los 
mercados internacionales, todo ello fruto básicamente de los re¬ 
querimientos que imponía el modelo industrializador sustitutivo 
de importaciones. 

En la época industriaüzadora se sospechaba del mercado y se 
runfiaba excesivamente en el Estado; de pronto, todo cambió. 
En lo conceptual, como por arte de magia, el individualismo se 
convirtió en la máxima virtud, la competencia en modo de vida y 
rl mercado en omnipresente e infalible conductor de personas y 
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sociedades. Cualquier cosa que hablara de planificación o acción 
colectiva, debía ser, sencillamente, desechada. En cuanto a las 
implicaciones de política, se generalizaron en la región profun¬ 
dos y rápidos procesos de reformas estructurales basados en el 
aperturismo, fomento del mecanismo de mercado y disminución 
del rol del Estado en la economía, todo esto con la ayuda de una 
multimillonaria campaña de marketing ideológico y de presiones 
directas del FM1, el Banco Mundial y el Banco Interamericano 
de Desarrollo (BID). A diferencia del modelo IS1, enmarcado 
en la Teoría Modernizadora pero con un alto componente de 
pensamiento latinoamericano, la región empezó a aplicar un su¬ 
puesto “consenso” en el que, para vergüenza de América Latina, 
¡ni siquiera habían participado los latinoamericanos! 


El neoliberalismo criollo 

El caso ecuatoriano fue nuevamente un tardío e inconsistente re¬ 
flejo del paradigma dominante. El nuevo “proceso de moderni¬ 
zación” de la economía ecuatoriana, es decir, el conjunto de re¬ 
formas estructurales en el sentido del Consenso de Washington, 
comenzó en forma acelerada a partir de 1992, con el Gobierno 
del arquitecto Sixto Durán Ballén (1992-1996), quien, sobre todo 
a través de su Vicepresidente, el economista Alberto Dahik, lo¬ 
gró finalmente racionalizar, proponer y, discutiblemente, obtener 
la aceptación del país para el nuevo paradigma. Así se inició un 
proceso de apertura de la economía y fortalecimiento de los mer¬ 
cados, que debilitaba a su vez insistentemente al sector público y 
rechazaba todo lo que escapara a la lógica del mercada En 1992 el 
país se retiró de la Organización de Países Productores de Petróleo 
(OPEP). Con la Ley de Presupuestos, expedida ese mismo año, se 
centralizó la administración y el control de los recursos del sector 
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público, restándole autonomía de inversiones a Petroecuador, la 
empresa petrolera estatal, lo cual traería consecuencias nefastas en 
el futuro al producir una rápida declinación de la extracción petro¬ 
lera nacional, lo que a su vez serviría como justificación para tratar 
de privatizar los campos petroleros del Estado. Por otro lado, las 
reformas a la Ley de Régimen Monetario del mismo año —aún 
en el Gobierno del doctor Borja—, prohibían al Banco Central 
financiar a las instituciones del Estada En 1993 se aprobó la Ley 
de Modernización del Estado, Privatizaciones y Prestación de Ser¬ 
vicios Públicos por parte de la iniciativa privada, que estableció 
el marco jurídico para las privatizaciones de empresas estatales. 
Con esta ley se instauró el Consejo Nacional de Modernización 
(CONAM), organismo encargado de sugerir, inducir, controlar e 
implementar las reformas estructurales neoliberales. En el mismo 
año se creó una nueva Ley de Régimen del Sector Eléctrico, así 
como una nueva Ley de Telecomunicaciones, orientadas a romper 
el monopolio del Estado en el suministro de estos servicios públi¬ 
cos y a atraer inversión privada a dicho sectores, básicamente a tra¬ 
vés de las privatizaciones de los correspondientes entes estatales. 
En 1994 se reemplazó la antigua \jcy General de Bancos por la Ley 
(icneral de Instituciones del Sistema Financiero, la cual, pese a la 
alta concentración y fragilidad del mercado financiero ecuatoriano, 
desrcguló y debilitó los controles a dicho mercado, factores que se 
convirtieron en la principal causa de la crisis bancaria que viviría el 
país en 1999. También se aprobaron nuevas leyes de aduanas y de 
hidrocarburos, la I .ey de Reforma Tributaria, la I>ey de Mercado de 
Valores, la Ley de Propiedad Industrial y Transferencia Tecnológi¬ 
ca, las normas reglamentarias sobre inversión extranjera, etcétera. 
Adicionalmente, en 1996 el país ingresó como miembro pleno de 
la (irganización Mundial del Comercio (OMQ. 

Finalmente, en 1998, la nueva Constitución de la República 
elevó a principios constitucionales muchos de los fundamentos 
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del neoliberalismo, tales como las privatizaciones de servicios 
públicos o la desregulación de la inversión extranjera. Además, 
estableció la total autonomía del Banco Central üel Ecuador, el 
cual antes dependía en forma indirecta del Gobierno central. 
Cabe indicar que esta última “reforma”, como muchas otras, fue 
una copia criolla del marco institucional que rige a la I'ederal Re¬ 
serve de Estados Unidos, aunque, como siempre, el país quiso ir 
más lejos. Mientras que la Federal Reserve tiene como objetivos 
básicos maximizar el empleo, la estabilidad de precios y regular 
las tasas de interés en el largo plazo (Federal Reserve, 2005), el 
autónomo Banco Central del Ecuador sólo tenía como objetivo 
velar por la estabilidad de la moneda. 

A finales de 1998 se aprobó la Ley de Garantía de Depósitos, 
la cual creó la Agencia de Garantía de Depósitos (AGD) y esta¬ 
bleció una garantía pública e ilimitada del 100% del monto de los 
depósitos del sistema financiero. * 

Frente a la crisis financiera vivida en 1999, en el año 2000 se 
decidió la eliminación de la moneda nacional y la utilización del 
dólar de Estados Unidos como moneda de curso legal, renun¬ 
ciándose así a la política monetaria. Con el fin de implementar 
la dolarización, en el año 2000 también se sancionaron la Ley 
para la Transformación Económica del Ecuador (Trole 1) y la 
Ley para la Promoción de la Inversión y Participación Ciudadana 
(Trole II), las cuales reformaron el régimen monetario, facilita¬ 
ron en mayor medida la inversión extranjera y la privatización de 
empresas estatales, y fiexibilizaron el mercado laboral. 

En el año 2002 se suscribió la Ley de Responsabilidad, Esta¬ 
bilización y Transparencia Fiscal, que limitó considerablemente 
los grados de libertad de la política fiscal y buscó básicamente 
garantizar el servicio de la deuda pública externa. 

En octubre de 2003, apenas nueve meses después de asumir el 
mando, y sin que jamás se haya presentado en la campaña elec- 
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toral como pane del programa de gobierno, el Presidente Lucio 
Gutiérrez solicitó al Gobierno de los Estados Unidos negociar 
un Tratado de Libre Comercio, el cual finalmente no prosperó, 
pero que de haberse aprobado hubiese reformado profundamen¬ 
te toda la estructura jurídica y el esquema económico del país en 
función del paradigma neoliberal. 

Por último, como se mencionó anteriormente, hubo varios in¬ 
tentos para privatizar hasta los campos petroleros de la empresa 
estatal Petroecuador. Uno de esos intentos fue la llamada “Ley 
Topo”, enviada al Congreso nacional por el Presidente Lucio 
(iutiérrez en marzo de 2005. Correspondió al autor de este libro 
dar el respectivo informe ante el Congreso nacional, donde se 
demostró que con todas sus ineficiencias Petroecuador dejaba al 
país el 57% del ingreso petrolero, mientras que la empresa priva¬ 
da tan solo nos dejaba el 20%, sin que nos sirviera para nada la 
Hupuesta mayor eficiencia de esta última. Luego de dicho infor¬ 
me la Ley Topo fue rechazada por el Congreso por una amplia 
mayoría, en la que se encontraba hasta la esposa del entonces 
presidente y diputada al Congreso nacional. 


Recuadro 3.1 Ejempi.os ilustrativos de la noche neoliberal 


Existen muchos ejemplos ilustrativos de lo que fue la larga y 
triste noche neoliberal en Ecuador, entre ellos, “modelos de 
negocios” como el nuevo aeropuerto de Quito, donde en una 
inversión de casi 600 millones de dólares, el concesionario sólo 
aporta capital fresco directo por 74 millones, el Estado contri¬ 
buye casi con el triple de aquello por medio de las tasas del viejo 
aeropuerto en manos del concesionario, y el resto se financia 
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con préstamos pagados con los flujos fideicomisados del futuro 
aeropuerto. Por esa “inversión”, monopolio natural que además 
requiere de ingentes inversiones del Estado en radioavudas y 
equipos de navegación aérea, el “inversionista” privado tiene la 
concesión por treinta y cinco años, sin que el Estado central 
reciba prácticamente nada. 

Otro ejemplo de lo que fueron estos años de destrucción 
masiva en el Ecuador: en el país se entregaron cerca de 4.000 
concesiones mineras, ya que la Ley de Minería del año 1991, in- 
consdtucionalmente reformada en el año 2000 por la Ley Trole 
II —ya que en Ecuador las leyes solo pueden tratar sobre una 
materia—con la asesoría del Banco Mundial, hacía prácticamen¬ 
te imposible negar una concesión. De acuerdo con la misma ley, 
el Estado, dueño del recurso, no terna regalías y tan solo recibía, 
dependiendo de la antigüedad de la concesión, desde 1 hasta 16 
dólares anuales por hectárea concesionada, independientemente 
de si se trataba de explotación de oro o caliza. Para colmo de 
los absurdos, la reforma a la ley fue fruto de supuestos estudios 
financiados por un préstamo del propio Banco Mundial por 14 
millones de dólares del cual el 40% se gastó en consultorías ex¬ 
tranjeras sugeridas por el mismo Banco. 

También tenemos contratos petroleros, que pasaron a inicios 
de la década de los noventa de prestación de servicios a contra¬ 
tos de participación bajo el argumento de que el precio de ven¬ 
ta había caído por debajo del costo de producción. Si esto era 
cierto, es obvio entonces que ninguna clase de contrato hubiera 
podido ser rentable. En realidad, el mal llamado “costo de pro¬ 
ducción” era la devolución obligatoria de prácticamente todo lo 
que se le ocurría gastar a las compañías. Cabe indicar que, como 
se mencionó anteriormente, con los nuevos contratos, el pro¬ 
medio de pardcipación en el ingreso petrolero para el dueño del 
recurso, es decir, el Estado, era de apenas 18%. También es fácil 
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demostrar que, incluso así, muchas trans nacionales petroleras 
no pagaban impuestos porque declaraban pérdidas. 

Dentro de estos ilustrativos ejemplos tenemos la ley reforma¬ 
toria del Centro de Rehabilitación de Manabi (CRM), publicada en 
el registro oficial 728 el 19 de diciembre de 2002, que establecía 
que dicho centro, cuya finalidad fundamental era la ejecución del 
Plan Integral de Desarrollo de Recursos Hídricos de la Provincia 
de Manabi, debía concesionar todas sus obras y proyectos, pasa¬ 
dos y futuros; y, expresamente, prohibía que administrara u ope¬ 
rara los proyectos por ella financiados y construidos. Entre las 
obras “concesionarias” estaban las represas La Esperanza y Poza 
Honda, destinadas básicamente a dotar agua para riego y consu¬ 
mo humano, y que, conjuntamente con el esquema de trasvases, 
costaron alrededor de 600 millones de dólares. Manageneración, 
la empresa privada que iba a operar las represas, se comprometía 
a construir dos centrales hidroeléctricas en cada una de ellas, 
con una capacidad de generación conjunta de 9 MW y con un 
monto de inversión, de acuerdo con la empresa, de 18 millones 
de dólares. Es decir, las represas, propiedad de CRM, más las 
hidroeléctricas de Manageneración constituían una inversión de 
618 millones de dólares, de los cuales el 97% correspondían a 
< RM y apenas el 3% a Manageneración. Pese a ello, en mayo de 
2003 CRM firmó un contrato de “administración accionaria” en 
el que recibió solamente 0,03% del paquete accionario, mientras 
que Manageneración se quedó con el 99,97% y se le cedió la ad¬ 
ministración por cincuenta años. No solo eso: las hidroeléctricas 
servían prácticamente en forma preferente para atender el con¬ 
sumo de energía del grupo empresarial \á Fabril, al cual perte¬ 
necía Manageneración, y únicamente en caso de sobrar energía, 
rita seria vendida al Estada De esta forma, pese a que las represas 
originalmente tenían como objetivo fundamental el riego, estas 
I nerón cedidas a un grupo privado para la generación de su pro- 
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pía energía, dejando a los campesinos de la zona sin suficiente 
agua p>ara las actividades agrícolas. 

Los anteriores no son ejemplos ni aislados, ni exagerados de 
lo que ha sucedido en Ecuador y América Latina. Por el con¬ 
trario, son bastante representativos de lo que significó la larga y 
triste noche neoliberal. 


El trabajo humano como simple 
instrumento de acumulación del capital 

Sin lugar a dudas, una de las más grandes víctimas de la larga y 
triste noche neoliberal fue la clase trabajadora, ya que, supues¬ 
tamente, para buscar mayor “competitividad” y con el eufemis¬ 
mo de lograr “flexibilidad laboral”, se legalizó la explotación y la 
facilidad de despido en países que ni siquiera contaban con un 
seguro de desempleo. 

En el caso ecuatoriano se extendió la llamada tercerización la¬ 
boral, es decir, una figura jurídica que conceptualmente buscaba 
que las empresas pudieran tener trabajadores contratados por ter¬ 
ceras empresas para servicios complementarios tales como guar- 
dianía, alimentación, etcétera. Esto permitía que las empresas no 
tuvieran ningún tipo de relación laboral con sus empleados y, por 
lo tanto, tampoco que estos gozaran de derechos como la estabi¬ 
lidad y la participación en utilidades. A su vez, las tercerizadoras, 
frecuentemente empresas fantasmas y propiedad de las mismas 
empresas contratantes, se las arreglaban para cambiar periódica¬ 
mente de denominación y declarar pérdidas, para también negar 
los derechos anteriormente mencionados. La situación degeneró 
a tal extremo que ciertos grupos industriales como el del empre¬ 
sario y ex candidato presidencial Alvaro Noboa, llegó a tener 116 
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“empresas” intermediadoras, o el caso de grupos como Holcim, 
la principal cementera del país, con una participación de merca¬ 
do de 61% y ventas cercanas a 182 millones de dólares en 2004, 
en contestación a reclamos de ex trabajadores por la ausencia de 
pago de utilidades, declaraba peregrinamente ante el Ministerio 
de Trabajo que hasta el 30 de agosto de 2004 no fue empleadora 
de persona alguna, ya que todo el personal que requerían para 
sus diversas dependencias lo contrataron con empresas interme¬ 
diarías (Ministerio de Trabajo, 2007). Para “regular” la terceriza- 
ción, por medio de un decreto de octubre de 2004, el entonces 
Presidente Lucio Gutiérrez estableció que las empresas usuarias 
podían contratar con las empresas de servicios de tercerización 
hasta el 75% de sus trabajadores, por tiempo indefinido y para 
cumplir con su actividad principal, formalizando de esta manera 
la desnaturalización del concepto de tercerización. 

Por otro lado, con la Ley Trole I de marzo de 2000 se instituyó 
rl llamado “contrato por horas”, para flexibilizar aún más las 
turmas de contratación laboral, pese a que el Código Laboral ya 
contemplaba al menos cuatro clases de contratos —tempora¬ 
les, eventuales, ocasionales y de jornada parcial— que permitían 
atender todas las necesidades de las empresas pero, obviamente, 
ton responsabilidad empresarial. Supuestamente el objetivo del 
contrato por hora era poder incrementar personal para tareas 
rs|)cciticas en períodos especiales, como por ejemplo en época 
«Ir Navidad. Sin embargo, la ley establece textualmente que dicho 
tt intrato podrá establecerse para cualquier clase de actividad, que 
t Malquiera de las partes podía dar por terminado el contrato, y 
que con el pago por hora quedaban cancelados todos los beneficios 
KOfiómicos legales. Sin embargo, rompiendo el principio de que 
■i menores garantías mayor remuneración, el contrato por hora 
pagaba menos que el salario mínimo vital. Es decir, el contrato no 
na otra cosa que otro instrumento de explotación laboral. 
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La tradicional asimetría entre capital y trabajo, típica de Amé¬ 
rica latina y una de las principales fuentes para la intolerable 
inequidad que existe en la región, fue elevada hasta el absurdo en 
la larga y triste noche neoliberal, cuando el más elemental senti¬ 
do de justicia exigía exactamente lo contrario, siguiendo incluso 
el ejemplo de las sociedades más desarrolladas del planeta. Por 
ejemplo, mientras que en Estados Unidos, paradigma del capita¬ 
lismo y el país desarrollado con la peor distribución de la riqueza, 
por cada dólar que se genera en la economía aproximadamente 
30 centavos van a la remuneración del capital y 70 centavos van 
a salarios, en países como Ecuador, donde lamentablemente no 
existen esta clase de estadísticas, probablemente la relación es 
la inversa, habiendo hecho hasta lo imposible para agravar esta 
situación en lugar de intentar atenuarla. 

Por ello se necesitan en América Latina verdaderos empresa¬ 
rios y políticas que busquen relaciones capital-trabajo más justas. 
Por ejemplo, los salarios mínimos son precisamente aquello, mí¬ 
nimos, para evitar un mal mayor, el desempleo, pero de ninguna 
manera se pueden considerar salarios justos, dignos o éticos. Una 
forma de conciliar la necesidad de generar empresas y la justicia 
social es la creación de sistemas donde se puedan pagar esos mí¬ 
nimos, en caso de necesidad, pero también donde ninguna em¬ 
presa pueda declarar utilidades hasta haber alcanzado para todos 
sus trabajadores un salario digno. 
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Recuadro 3.2 Países y personas sometidos al capital 


I jos tratados de protección de inversiones firmados que proli- 
feraron en América Latina durante los años noventa para dar 
“seguridad jurídica” a las inversiones, imponían pactos que 
atentaban contra la soberanía de los países. Por ejemplo, las 
diferencias entre el Estado Ecuatoriano y las compañías petro¬ 
leras que extraían nuestro petróleo no se sometían a la decisión 
de los jueces ecuatorianos, sino a tribunales internacionales, 
como el Centro Internaciohal de Arreglo de Disputas Interna¬ 
cionales (C1ADI). Lo que era curioso es que cuando el Ecuador 
se endeudaba con la Banca Extranjera, sucedía totalmente lo 
contrario, y en ese caso sí había que someterse a la jurisdicción 
que decidía el gran banquero, que generalmente eran las Cortes 
de Nueva York, y había que renunciar a la inmunidad que tiene 
lodo estado soberano. 

No obstante lo pernicioso que eran estos tratados de “pro¬ 
tección recíproca de inversiones”, estipulaban excepciones res¬ 
pecto de las cuales no cabía arbitraje, sino que debían ser re¬ 
sueltas por jueces ecuatorianos, como por ejemplo en los casos 
concernientes a tributos. Por lo tanto, las diferencias tributarias 
ilc las compañías petroleras, como las que tuvo en Ecuador 
(íccidcntal Petroleum (OXI) en el año 2002, no se sometían 
ti arbitraje sino que tenían que ser tratadas por la justicia ecua- 
tonana. Sin embargo, cuando OXI demandó la devolución del 
impuesto al valor agregado (IVA) ante el Tribunal Comercial 
dr la Corte Superior de Londres por sus labores de extracción 
tic petróleo, distorsionando el mecanismo de “draw back” para 
iitinento de las exportaciones —lamentablemente con el “ase¬ 
guramiento” de bien conocidos abogados ecuatorianos—, lo 
que correspondía era una respuesta enérgica del Ecuador de no 
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someterse a dicho tribunal, por así prohibirlo expresamente el 
tratado respectiva 

No obstante lo anterior, el gobierno del Presidente Gustavo 
Noboa, por medio de su Canciller, Heinz Moeller, “negocia” 
con el Gobierno de Estados Unidos el tema, y acepta “respon¬ 
der rápidamente” al procedimiento arbitral y “acelerarlo”, con¬ 
siderando que sus decisiones son obligatorias para las partes y 
de ejecución automática, y apenas insinuando que podían ob¬ 
jetar su jurisdicción (Moeller, 2002). Todo este entreguismo se 
justificaba supuestamente con el fin de obtener la renovación de 
las preferencias arancelarias que el Gobierno de Estados Uni¬ 
dos otorga a los países andinos (ATPDEA), preferencias que, 
por otro lado, fueron instauradas durante el primer gobierno 
del Presidente Bill Clinton supuestamente como compensación 
por los ingentes recursos que los países andinos destinan a la 
lucha antidroga. 

Como se insinuaba desde el principio, el país perdió el arbi¬ 
traje al cual no estaba obligado y que nunca debió aceptar, por lo 
que fue “condenado” a pagar la suma de 100,78 millones de dó¬ 
lares, pese a que las preferencias arancelarias apenas representa¬ 
ban un beneficio anual de alrededor de 40 millones de dólares. 

La larga y triste noche neoliberal dio al capital incluso más 
derechos que a los seres humanos. Por ejemplo, si se quiere de¬ 
nunciar en América Latina ante organismos internacionales un 
caso de atropello a los derechos humanos, primero se tienen qlie 
agotar las instancias judiciales del respectivo país. Sin embargo, 
como se señaló anteriormente, cualquier transnacional, sin nin¬ 
gún requisito previo, puede llevar a un Estado soberano a un 
centro de arbitraje para supuestamente defender sus derechos. 
Pero no solo aquello: centros de arbitraje como el C1AD1, más 
allá de juzgar si la transnacional tuvo la razón o no, pueden dic- 
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taminar si la sanción legalmcnte impuesta es demasiado severa, 
es decir, puede pronunciarse sobre las leyes de un Estado sobe¬ 
rano, leyes que además debieron ser conocidas por el inversio¬ 
nista. No existe algo análogo para los seres humanos. Por ejem¬ 
plo, si alguien de acuerdo con las leyes de los Estados Unidos 
es condenado a muerte y considera, como mucho creemos, que 
nada justifica quitarle deliberadamente la vida a una persona, no 
tiene en este caso ninguna instancia internacional a la cual acudir 
para juzgar la severidad de las leyes estadounidenses. 


I»k decepcionantes resultados del neoliberalismo 

No obstante la profunda transformación de la economía ecuato¬ 
riana desde los años noventa, los resultados económicos fueron 
totalmente insatisfactorios. En el período 1990-2004 la economía 
creció en promedio 4% y recién este último año se recuperaron 
los niveles de ingreso por habitante que habían al inicio de la 
década de los ochenta (BCE, 2006a). Sin embargo, en el perío¬ 
do 1990-2002 la economía creció en promedio un pobre 2,7%, 
mientras que en 2003 y 2004 mejoró la tasa de crecimiento gra¬ 
nas a un importante incremento de la extracción petrolera, fruto 
dr la inauguración, en agosto de 2003, del nuevo oleoducto de 
Crudos pesados (OCP). Dicho oleoducto sirve para transportar 
básicamente la producción de las compañías privadas transnacio- 
nulcs que, tal como se mencionó anteriormente y a diferencia del 
knm petrolero del período industrializado^ dejaban tan solo un 
promedio de 18% de la producción directamente para el Estado. 
I slc es otro de los tantos peligros del simplismo en el uso de 
los indicadores macroeconómicos: más importante que cuánto se 
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produce en el país, es decir, el llamado Producto Interno Bruto o 
PIB, en cuya variación se calcula la tasa de crecimiento de la eco¬ 
nomía, es cuánto queda para el país, es decir, el llamado Producto 
Nacional Bruto o PNB, el cual, lamentablemente en países como 
Ecuador, ni siquiera se calcula. 

Por otro lado, la volatilidad del crecimiento fue extremadamen¬ 
te alta debido a que las reformas estructurales probablemente 
dejaron al país más expuesto a los efectos de choques externos, 
mientras que simultáneamente se renunció al manejo de varios 
instrumentos macroeconómicos; el ejemplo más representativo 
fue la eliminación de la moneda nacional. 

Desde el punto de vista social, los resultados fueron realmente 
desastrosos. Al igual que en el resto de América Latina, el des¬ 
empleo tendió al aumento y se situó en el año 2004 en cerca del 
11% de la PEA, mientras que el subempleo constituyó el 46% 
de la fuerza laboral (BCE, 2006b), todo ello pese a que una gran 
parte de la población económicamente activa, como veremos 
más adelante, emigró del país a partir de la crisis financiera del 
año 1999. De hecho, este es uno de los rasgos más recurrentes 
del neoliberalismo: su incapacidad de generar empleo, fruto, en¬ 
tre otros motivos, de un bobo aperturismo que destruye puestos 
de trabajo y producción nacional. 

Como reflejo de las tendencias latinoamericanas, la desigual¬ 
dad en Ecuador tuvo una tendencia creciente. Para el año 2Q04, 
el 20% más pobre de población obtuvo tan solo el 2,4% del in¬ 
greso y el 20% más rico se quedó con el 60%, mientras que al 
inicio de la década de los noventa dichos porcentajes eran del 
4,4% y 52%, respectivamente (SIISE, 2008). De hecho, como se 
observó en la crisis de 1999, frente a caídas del crecimiento los ya 
altos niveles de desigualdad estructural tienden a incrementarse, 
lo cual demuestra la existencia de mecanismos sociales y econó¬ 
micos que traspasan el peso de las crisis a los más pobres, además 
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de que el propio neoliberalismo, como vimos con la mal llamada 
flexibilización laboral, exacerbó las fuentes de inequidad. 

Finalmente, como veremos en el capítulo 11, las burocracias 
del FMI, Banco Mundial y BID actuaron como los principales 
publicistas y promotores del paradigma neoliberal, además de re¬ 
presentantes de los acreedores y brazos ejecutores de la política 
exterior de determinados países. Sus recetas, independientemen¬ 
te de los programas de gobierno presentados en las campañas 
electorales y de los pronunciamientos de nuestros pueblos en las 
urnas, eran impuestas o agenciosamente asumidas sin crítica al¬ 
guna de los gobiernos de turno, por lo que con el neoliberalismo, 
además del fracaso económico y social, también se mermaron la 
soberanía y la representatividad del sistema democrático, lo que 
generó ingobernabilidad de nuestros países, aunque frecuente¬ 
mente esta fue obviada por los simplismos tecnocráticos. 
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4. LA CRISIS DE 1999 Y SUS SECUELAS 


Causas y costos de la crisis 

En 1999 Ecuador sufrió una de las peores crisis económicas de 
su historia, la cual produjo que el PIB por habitante cayera 7,6% 
en un solo año (BCE, 2007). Algunas causas de esta crisis fue¬ 
ron factores externos que pueden ubicarse desde 1995, cuando el 
conflicto limítrofe con Perú —la guerra del Cenepa— deterioró 
el sector externo y debilitó al sistema financiero por el importante 
incremento de las tasas de interés que el Banco Central aprobó 
para evitar la fuga de capitales. \jh situación se agravó durante los 
«ños 1997-1999 con el fenómeno climático de El Niño, la caída 
de los precios del petróleo y la crisis financiera asiática. Sin em¬ 
bargo, profundos errores de política económica y malas prácticas 
financieras también originaron, precipitaron y agravaron la crisis. 
I ntre los más importantes errores podemos destacar la falta de 
controles sobre el sistema financiero, la creación de una inédita 
garantía de depósitos a finales de 1998, la aplicación del impuesto 
«la circulación de capitales en enero de 1999, la reforma del siste¬ 
ma ile tipo de cambio en febrero de este mismo año, y la indepen¬ 
dencia dél Banco Central consagrada en la Constitución de 1998. 

I a libcralización financiera realizada en pleno auge del fúnda- 
mentalismo neoliberal del Gobierno del arquitecto Sixto Durán 
Hallen, por medio de la I^y General de Instituciones del Sistema 
financiero, aprobada por el Congreso Nacional el 25 de mayo 
de 1994, redujo notablemente los controles sobre la banca, lo 
• nal, generó una pésima cartera bancaria, créditos vinculados y 
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ausencia de reservas. Menos de dos años después de aquella libe- 
rali/ación, ya entraba en crisis uno de los bancos más grandes del 
sistema, el Banco Continental. 

A finales de 1998 y cuando la crisis financiera era ya evidente, 
se aprobó la Ley de Reordenamiento en Materia Económica en el 
Área Tributaría-Financiera (Ley de Garantía de Depósitos o Ley 
AGD), la cual creó la Agencia de Garantía de Depósitos (AGD) y 
estableció una garantía pública del 100% y sin límite de monto so¬ 
bre los depósitos del sistema financiero; la AGD ni siquiera tenía 
poder coactivo, lo cual incentivó aún más el mal manejo de cier¬ 
tos bancos. Esta ley, supuestamente, también reproducía institu¬ 
ciones del primer mundo, pero sus promotores “olvidaron” que, 
por elementales principios económicos, básicamente el llamado 
“riesgo moral”, esto es, el peligro de dar incentivos a los agentes 
económicos para que aumenten la probabilidad del suceso que 
precisamente se quiere evitar, las garantías deben cubrir solo un 
porcentaje del depósito, deben garantizar solo depósitos hasta de¬ 
terminado monto y la agencia de garantías debe tener suficientes 
instrumentos para hacer responder por los perjuicios a los admi¬ 
nistradores y accionistas de la institución financiera en problemas. 
En otras palabras, debe haber corresponsabilidad del depositante y 
de los bancos. Los factores externos mencionados, la falta de con¬ 
troles y los inadecuados incentivos fueron una mezcla perfecta 
para la quiebra del sistema financiero ecuatoriano en 1999. 

Además de lo anterior, por medio de la Ley AGD y en forma 
por demás demagógica y antitécnica, desde enero de 1999 se eli¬ 
minó nada menos que el impuesto a la renta y se lo reemplazó 
por el impuesto a la circulación de capitales, consistente en una 
comisión del 1% sobre el monto de toda acreditación o depósito 
en cuentas corrientes, cuentas de ahorro, depósitos a plazo o 
cualquier otro medio de inversión o ahorro, además de cheques, 
transferencias o pagos de cualquier naturaleza realizados al ex- 
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tenor, con o sin la intermediación de instituciones del sistema 
financiero. Desde el punto de vista fiscal, el impuesto fue alta¬ 
mente efectivo, pues permitió generar ingentes recursos para el 
fisco, pero afectó gravemente la intermediación financiera y la 
generación de medios de pago bancarios. Rl impuesto debilitó 
aún más la situación de los bancos y tuvo un fuerte impacto re¬ 
cesivo, por lo que esta inédita medida de política económica tuvo 
que ser revertida en el año 2000 con la Ley Trole II, la cual dero¬ 
gó el impuesto sobre circulación de capitales y volvió a establecer 
el impuesto a la renta. Mientras tanto, en febrero de 1999, el re¬ 
cientemente “independizado” Banco Central cambió el sistema 
de bandas mantenida durante los últimos años, por un sistema 
de flotación libre del dólar. Dada la crisis bancaria, el Gobierno 
central tuvo que emitir bonos para que la AGD cumpliera con 
»us obligaciones y, a su vez, el Banco Central se vio en la nece¬ 
sidad de suministrar liquidez para la compra de dichos bonos, 
lo cual, unido a los créditos de liquidez y solvencia otorgados a 
la banca, provocó que el crecimiento anual de la base monetaria 
lucra del 41% en 1998 y del 136% en 1999 (BCE, 2000). 

1.1 incremento de liquidez en la economía, las malas expectati¬ 
va» ile los agentes y el nuevo sistema cambiario provocaron una 
nípula depreciación de la moneda y una alta volatilidad del tipo 
<l< cambio, lo cual, dada la gran cantidad de pasivos en dólares 
•aillo del sector privado como del sector público, ayudó a agravar 
la«filis, aunque es claro que la depreciación de la moneda y la 
vola!ilidad del tipo de cambio, particularmente en el mes de ene- 
«m tic 2000, fue mucho más allá de los fundamentos económicos 
» tuvo un alto componente especulativo. Solamente después de 
anunciada la dolarización de la economía, el Banco Central esta¬ 
ble! i< i nuevamente un tipo de cambio fijo así como una comisión 
I" m la compra de dólares. Queda claro, sin embargo, que la adop- 
• 11111 de un sistema de flotación cambiaría en un momento de 
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problemas e incertidumbre económica, fue otro de los grandes 
errores de política económica que precipitaron y profundizaron 
la crisis. 

Finalmente, la nueva autonomía del Banco Central probó ser 
fatal para enfrentar la crisis económica. Dada la rigidez del gas¬ 
to público ecuatoriano y la necesidad de que cualquier reforma 
tributaria sea aprobada por el Congreso, el alcance de la política 
fiscal en Ecuador es muy limitado, con la excepción del incre¬ 
mento de los precios de los bienes y servicios públicos, medi¬ 
das altamente impopulares. Por ello, con la autonomía del Banco 
Central, se despojó al Ejecutivo no solo de la más eficaz política 
estabilizadora, sino que, en la práctica, se lo despojó también 
—al menos en el corto plazo— de la única política que poseía. 
Sin embargo, las consecuencias de esta reforma fueron aún ma¬ 
yores, pues, hasta antes de la dolarización, el Directorio del Ban¬ 
co Central tenía más poder en cuestiones macroeconómicas que 
el Presidente de la República, y, más aún, el poder ejecutivo era 
directamente dependiente del Banco Central, al ser el principal 
afectado con cualquier depreciación de la moneda o cambios en 
la tasa de interés, dado el alto nivel de deuda pública interna y 
externa del Estado central. 

A inicios de enero de 2000, cuando el sucre en apenas una sema¬ 
na se había depreciado un 25%, y pocas horas antes de anunciar la 
dolarización de la economía, la presión pública equivocadamente 
recaía sobre el Presidente Jamil Mahuad, quien constitucional¬ 
mente estaba atado de manos para detener la depreciación de la 
moneda. Paradójicamente, la autonomía del Banco Central —cu¬ 
yos principales dirigentes se opusieron ferozmente a la dolariza¬ 
ción— pudo haber sido el incentivo decisivo para que el Ejecutivo 
impulsara la eliminación de la moneda nacional. De hecho, el pre¬ 
sidente del Directorio y la gerente del Banco Central prefirieron 
presentar su renuncia en la sesión del 10 de enero de 2000, antes 
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de tomar la resolución sobre la dolarización (BCE, 2000). 


La economía política detrás de la 
independencia de los bancos centrales 

1.a moda de los bancos centrales autónomos comenzó a inicios 
de los años noventa, justificada por estudios empíricos que su¬ 
puestamente demostraban que bancos centrales independientes 
generaban un mejor desempeño macroeconómico (Alesina y 
Summers, 1993). 1.a fundamcntación “teórica” para este “hallaz¬ 
go empírico” fue que de esta manera los bancos centrales po¬ 
dían actuar técnicamente, alejados de perniciosas “influencias” 
políticas. Así, la política económica —pese precisamente a su 
C<mdición de política — de la noche a la mañana se convirtió en 
un asunto meramente técnico a cargo de impolutos y superdota- 
dos burócratas que ni siquiera requerían un control democrática 
líl Banco Mundial, como siempre tan agencioso ante cualquier 
novelería funcional al paradigma dominante, inmediatamente or¬ 
ganizó seminarios a lo largo y ancho de América Latina para 
difundir los nuevos “descubrimientos” y presionar la indepen¬ 
dencia de los bancos centrales de la región. La gran mayoría de 
bancos centrales latinoamericanos, antes vinculados al poder eje- 
i utivo, se convirtieron en pocos meses en “independientes”. Por 
«upuesto, esta era una “independencia” con respecto a sus pue¬ 
blo* y sus leyes, porque, por el contrario, fueron absolutamente 
(d («(Cuentes con las burocracias del FM1 y del Banco Mundial, 
donde, dicho sea de paso, la mayoría de directivos de los bancos 

• i Mírales latinoamericanos van a pasar sus últimos años de sa- 

• (linio, ganando suculentos salarios después de recibir jugosas 
|(il (ilaciones, frecuentemente creadas por ellos mismos gracias al 
i < tic su “autonomía”. En el Ecuador, por ejemplo, la oficina 
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del FMI funcionaba en todo un piso del Banco Central, sin si¬ 
quiera pagar arriendo. 

Aquí, nuevamente Ecuador reescribe la macroeconomía y de¬ 
rrumba mitos: el país no ha tenido en tiempos recientes mayor 
inestabilidad macroeconómica que inmediatamente después de 
la autonomía del Banco Central, y la tan cacareada independen¬ 
cia en lugar de ser parte de la solución, claramente fue parte del 
problema. 


Crónica de un atraco anunciado 

La nefasta relación entre poder político y poder económico, 
particularmente el de los banqueros, hizo que desde un año an¬ 
tes de la crisis ya se dieran los pasos para transformar una crisis 
financiera en una crisis económica generalizada, pagada con re¬ 
cursos de todos los ecuatorianos. 

De hecho, luego de la caída de Abdalá Bucaram, ocurrida en 
febrero de 1997, y durante el periodo interino de Fabián Alarcón, 
en ese mismo año se reunió la XIX Asamblea Nacional Constitu¬ 
yente que ha tenido el Ecuador, para redactar una nueva Consti¬ 
tución de la República. La nueva Carta Magna fue publicada en el 
Registro Oficial del 11 de agosto de 1998, en pleno auge del neo- 
liberalismo, y, como ya se ha mencionado, estableció la autonomía 
del Banco Central, el cual sin ninguna lógica ni inventario pasó a 
convertirse en uno de los bancos centrales más independientes de 
la región. Sin embargo, la Constitución de 1998 determinaba en su 
artículo 265 que el BCE “no podrá otorgar garantías ni créditos a 
instituciones del sistema financiero privado...”. Este artículo no 
hacía otra cosa que elevar a principio constitucional lo ya estipu¬ 
lado en la reforma a la Ley de Régimen Monetario de 1992, la 
cual restringía radicalmente las operaciones crediticias del Banco 
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Central, tanto con el sector público como con el sector privado, 
para así evitar los recurrentes abusos que ya se habían presentado 
en la política monetaria ecuatoriana. No obstante aquello, en una 
demostración magistral de clarividencia, entre gallos y mediano¬ 
che, al final de la Constitución se incluyó la disposición transitoria 
cuadragésima segunda, que en forma descarada manifiesta que 
“hasta que el Estado cuente con instrumentos legales adecuados 
para enfrentar crisis financieras y por el plazo no mayor de dos 
años contados a partir de la vigencia de esta Constitución, el Banco 
(entral de! Ecuador podrá otorgar créditos de estabilidad y de solvencia a las 
instituciones financieras, así como créditos para atender el derecho de 
preferencia de las personas naturales depositantes en las institu¬ 
ciones que entren en proceso de liquidación”. Es decir, pese a las 
prohibiciones constitucionales y legales, estas últimas con varios 
años de vigencia, se dejaba todo listo para el salvataje bancario 
•|ur empezaría apenas cuatro meses después. 

I a ixy AGD era una “iniciativa” sugerida por la burocracia in- 
irrnacional y copiada de los países desarrollados, con la “peque- 
nti" diferencia de que en un país como Estados Unidos, la garan¬ 
tía de depósitos cubre tan solo un 80% del monto de los mismos 
liana 100.000 dólares, mientras que, como ya mencionamos, en 
►I cato ecuatoriano la ley obligaba al Estado a respaldar el 100% 
•I» lo» depósitos nacionales y extranjeros, sin límite de monto. La 
I H]f AGD fue entonces el mejor incentivo para quebrar bancos, 
punto que ellos quebraban y el Estado pagaba. En realidad, to¬ 
do» < ntos errores no fueron fruto de la incompetencia sino de la 
lítala fe, ya que la Ley AGD se diseñó con injerencia directa de 
lo» bancos para traspasar al Estado el peso de la crisis financiera 
•|U» \ a se avizoraba. El asunto fue tan descarado que la ley AGD 
•* aprobó el 25 de noviembre y se publicó en el registro oficial 
»l I,* de diciembre del año 1998, y al dia siguiente ya se entregaba 
U I Mado, colapsado, Filanbanco, el banco más grande del siste- 
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ma. De hecho, en carta del presidente del Directorio del Banco 
Central del Ecuador y del superintendente de Bancos dirigida al 
presidente del Congreso Nacional, se solicitaba enfáticamente 
la aprobación de dicha ley, reconociendo textualmente que ellos 
habían colaborado muy decididamente en la elaboración del pro¬ 
yecto, que la crisis financiera se presentaría en cuestión de días, y 
sosteniendo que la creación de la AGD en principio no implicaba 
costo para el Estado y que esta alternativa sería, sin duda, “infini¬ 
tamente menos costosa que una crisis financiera generalizada” 
(Valencia, Larrea y Corral, 2007). Para atender lo que podríamos 
llamar la “Ley de Garantías Criolla”, el Ministerio de Economía 
y Finanzas emitió bonos que entregó a la Agencia de Garantía 
de Depósitos —los llamados bonos AGD— y el Banco Central 
del Ecuador, siempre tan agencioso para colaborar con la banca, 
como ya se mencionó triplicó la emisión monetaria en poco más 
de un año para, básicamente, adquirir dichos bonos y otorgar re¬ 
cursos a la AGD para respaldar los depósitos. 1.a depreciación del 
245% que tuvo la moneda nacional entre enero de 1999 y enero 
de 2000, así como la amenazante aceleración de la inflación men¬ 
sual, justificativos para adoptar la dolarización, no hubieran sido 
posibles sin esta brutal inyección de liquidez en la economía, 
efectuada paradójicamente por la institución constitucionalmen¬ 
te responsable de velar por la estabilidad de la moneda. 

Es decir, aunque la crisis de 1999 fue inicialmente una crisis 
bancaria, los poderes político y económico la transformaron en 
crisis monetaria gracias a la complicidad del Congreso nacional 
con la aprobación de la Ley AGD, la intervención del Gobierno 
central con la emisión de bonos y, sobretodo, con el respaldo del 
Banco Central del Ecuador a través de la emisión inorgánica. 

No contentos con todo lo anterior, y frente a un sistema ban- 
carío que se desmoronaba como castillo de naipes, en forma to¬ 
talmente inconstitucional y después de un corto “feriado” ban- 
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cario, por medio del Decreto Ejecutivo 685 del 11 de marzo de 
1999 el Gobierno de Jamil Mahuad ordenó congelar los depósitos 
bancarios. Es decir, los patriarcas del ncoliberalismo realizaron tal 
vez la mayor confiscación de bienes privados de la historia nacio¬ 
nal. 1.a gran mayoría de depósitos solo comenzaron a devolverse 
un año después, una vez adoptada la dolarización, a un tipo de 
cambio de 25.000 sucres por dólar, mientras que al momento del 
congelamiento, el tipo de cambio era de 10.350 sucres por dólar. 
En otras palabras, los depósitos del público se pulverizaron y 
d “congelamiento” en realidad representó una transferencia de 
cerca de 2.500 millones de dólares de los depositantes a los bancos 
y a los deudores de la banca, estos últimos frecuentemente los 
mismos banqueros. 

I lasta antes del congelamiento, el BCE había otorgado créditos 
de liquidez —muchos de ellos irrecuperables— a los bancos pri- 
. ul< >s del país por cerca de 1.000 millones de dólares; la emisión 
.le bonos AGD para respaldar los depósitos alcanzó los 1.410,2 
millones de dólares y las posteriores emisiones de bonos y trans- 
I. rendas de dinero por parte del Ministerio de Economía a la 
\( .I) alcanzaron los 1.266 millones de dólares (Flores, 2003). Es 
•lia ir. el costo de la crisis para el público y el Estado fácilmente 
Mipcraría los 6.000 millones de dólares, más del 30% de los nive- 
1 .1 del P1B pre-crisis, lo que convertiría a la crisis bancaria ecua- 
iMtlitna en una de las peores de la historia de Latinoamérica. Los 

talos por la pérdida de confianza, ruptura del contrato social y 
>. «tul atropello de los derechos de propiedad de los depositantes, 
..ni r| país los está pagando, y son realmente incalculables. 

I iimímente, junto con el congelamiento y como una medida 
i n i realizar transacciones sin afectar la posición de la banca, por 
iiihIíu del mismo Decreto Ejecutivo 685 se crearon los llamados 
1 i Milu arios de Depósitos Reprogramables (CDR), es decir, do- 

..... mus negociables que certificaban la cantidad de dinero que 
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se tenía retenido en los bancos y que servirían para pagar obliga¬ 
ciones pendientes. Dicho decreto fue declarado inconstitucional 
por medio de resolución del Tribunal Constitucional del 8 de 
noviembre de 1999 publicada en Registro Oficial n.° 346 del 24 
de diciembre del mismo año. No obstante lo anterior, y atentan¬ 
do nuevamente contra toda seguridad jurídica y las normas de 
mercado que tan oportunamente suelen citar las élites latinoa¬ 
mericanas cuando conviene a sus intereses, se expidió el Decreto 
1492 del 10 de noviembre de 1999 que obligi a la Corporación 
Financiera Nacional (CFN) a recibir de la banca, a precio nomi¬ 
nal, cerca de 568 millones de dólares en CDR (Valencia, Larrea 
y Corral, 2007). Pese a que el decreto a su vez estipulaba que los 
deudores de la banca podían pagar sus deudas con CDR a precios 
nominales , esto nunca ocurrió. En realidad, la banca reconocía a 
sus clientes dichos CDR a precio de mercado , es decir, hasta con 
descuentos del 60%, mientras que por decreto se los traspasaba 
a la CFN al 100% del valor. Esta “operación financiera” generó 
inmensas ganancias a muchos banqueros inescrupulosos, mien¬ 
tras que produjo la quiebra técnica de la CFN, obligada además a 
recibir cartera incobrable de la banca por cerca de 425 millones 
de dólares (CFN, 2007). 

Es el poder político de los banqueros, en contubernio con las 
burocracias nacional e internacional vinculadas al sector finan¬ 
ciero, el que destruye la moneda nacional y pasa el peso de la 
crisis al Estado y a toda la sociedad. De un análisis algo inteligen¬ 
te y profundo de la crisis de 1998-1999, y más allá de ingenuas 
interpretaciones tecnocráticas, la conclusión fundamental debió 
ser, entonces, la necesidad de liberar al Estado de los grupos de 
poder que lo controlan. Sin embargo, la mezcla de fundamenta- 
lismos ideológicos, incompetencia, intereses y necesidad de creer 
en milagrosas tablas de salvación, llevaron al país a renunciar a su 
moneda nacional y adoptar en su lugar el dólar, de tal forma que 
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Ecuador ya no tiene moneda nacional, pero el poder de la banca 
en los manejos económico y político del país continuó intacto. 


El costo social de la crisis y la emigración 

Desde un punto de vista social, la crisis de 1999 constituyó uno de 
los procesos de empobrecimiento más acelerados de la historia de 
América Latina. Entre los años 1995 y 1999 la población en situa¬ 
ción de pobreza pasó de 4,2 a 5,54 millones de personas, mientras 
que la población en pobreza extrema pasó de 1,45 a 2,1 millones 
de personas (INEC, varios años). 1.a otra cara de la pobreza, la 
concentración de la riqueza, también aumentó. El 20% más rico 
incrementó su participación del ingreso del 55% al 61,2%, mien¬ 
tras que el 20% más pobre la vio disminuir del 4% al 2,5% (SIISE, 
2008). Aunque en la segunda mitad de la década de los noventa ya 
w presentaba un fenómeno emigratorio de grandes magnitudes, 
debido al fracaso de las políticas económicas y sociales aplicadas 
durante este período, este problema se aceleró a partir de la crisis 
de 1999; no obstante que decenas de miles de ecuatorianos emi¬ 
graron dicho año, el desempleo pasó de 6,9% en 1995 a 14,4% 
en 1999 y el subempleo de 45,8% a 56,8% en el mismo período 
(MISE, 2008). Pese a que por las deficiencias en los registros ofi- 
i lalcs y al elevado número de personas que viajan de manera irre¬ 
gular no es posible determinar con exactitud el número de ecuato- 
i tunos que abandonaron el país desde la crisis, varias estimaciones 
independientes sugieren que salieron entre 300.000 y un millón 
• I* i móndanos. Considerando la cifra de 700.000 emigrantes dada 
por el estudio de I .arrea (2003) y teniendo en cuenta que al menos 
Ih untad de los emigrantes era población económicamente activa, 
'•tonificaría que sin la emigración, el desempleo abierto en 2005 
hubiera bordeado el 20% de la fuerza laboral, es decir, una tasa su- 
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perior a la de la crisis de 1999.1 a emigración ha servido de válvula 
de escape a problemas sociales de otra forma insostenibles, y las 
remesas de emigrantes, que pasaron de 201 millones de dólares en 
1993, a 2.453,5 millones de dólares en 2005 (BCE, 2006) —cifra 
mayor que el promedio de las exportaciones petroleras de los no¬ 
venta—, son las que han evitado el colapso de la economía y de la 
dolarización ecuatoriana. 

Pese a que millones de ecuatorianos tratando de salir por todos 
los medios de su país natal, con todo el drama humano que esto 
significa, debiera ser un constante reproche a nuestras conciencias, 
muchos, por el contrario, piensan que esta emigración, además de 
su positivo impacto económico por el envío de remesas, constitu¬ 
ye la “oportunidad” para que los ecuatorianos, al emigrar a países 
desarrollados, cambien su mentalidad supuestamente vinculada al 
subdesarrollo. Para otros, entre los que se incluye este autor, la 
emigración constituye una intolerable tragedia nacional y el más 
fiel reflejo del fracaso económico y social del país, tragedia que ha 
producido una desestructuración familiar y nacional sin preceden¬ 
tes, con incalculables impactos en cuanto a bienestar. Por ejemplo, 
en cantones de alta migración como Chunchi, provincia del Chim- 
borazo, con base en investigaciones hechas por las autoridades lo¬ 
cales se estableció que el 60% de los padres de familia están en el 
exterior, el 40% de los menores de 18 años consumen alcohol y 
tabaco, la edad promedio en que se inicia el consumo de alcohol es 
de 13 años, y el suicidio juvenil, fenómeno prácticamente inexis¬ 
tente en nuestro país anteriormente, llegó a 19 muertes para 2005, 
en un cantón de apenas 12.000 habitantes (Narváez, 2009). 

\ Finalmente, resulta paradójico que al país lo mantengan los 
pobres, precisamente aquellos a quienes ese mismo país les negó 
un futuro. Mientras que los emigrantes mantienen la economía 
nacional enviando dólares ganados con el sudor de su frente en 
lugares tan lejanos como Milán, Barcelona o Nueva York, en el 
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país los pocos de siempre envían millones de dólares al exterior, 
frecuentemente ganados con bastante facilidad. De hecho, solo 
la banca ecuatoriana tenía en el año 2005 cerca de 2.000 millones 
de dólares de ahorro nacional en el extranjero (BCE, 2006), en 
nombre, como tiene que ser, de supuestas prudencias, cufemis- 
m<» que disfraza su falta de confianza y compromiso con el país. 
Más aún, los cerca de dos millones y medio de ecuatorianos que 
viven en el exterior, pese a sostener la economía del país, ni si¬ 
quiera tenían representación política, mientras que la banca ecua- 
lonana dominaba partidos políticos, medios de comunicación, 
supuestas tecnocracias, etcétera. 

I .amentablementc, quienes realmente necesitan en forma ur¬ 
gente cambiar de mentalidad, solo envían su dinero, y frecuente¬ 
mente también el de los demás, fuera del país. 


Recuadro 4.1 ¿No sf. culpe a nadie? 

I 'xtracto del editorial de Carlos León Andradc, diario El Co¬ 
mercio de Quito, octubre 8 de 2004 

Magali es el nombre ficticio de una niña real de 12 años oriun¬ 
da del cantón Santa Isabel, provincia del Azuay y que se convirtió 
en una pequeña noticia en la sección “Al Tiro” porque se quitó la 
vida ingiriendo insecticida. Dejó una nota en la cual pide que no 
m culpe a nadie, que ella “se quita la vida por su voluntad y porque 
un aceptaba que sus padres estén trabajando en el extranjero”. 

Magali es una más de los miles de niños que sufren las conse- 
i uencias de la emigración, es una de miles de niños con hogares 
divididos o con la ausencia de padres que los guíen, y al cuidado 
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de familiares que los “cuidan” para recibir un giro monetario 
desde Europa o EE.UU. Magali es una niña de los miles de 
hogares en los cuales se reporta un enorme incremento de vio¬ 
lencia doméstica, de hogares en los cuales los hijos y los padres 
deben enfrentarse ante los tribunales de jusdeia porque los ni¬ 
ños se niegan a ir a España o a otro país. 

Magali pudiera haber sido alumna de uno de los planteles del 
Cañar que debieron cerrar sus puertas porque no había alumnos 
gracias a la emigración. Magali de seguro era una de esas niñas 
por las cuales las profesoras deben multiplicar sus roles y no ser 
solo educadoras sino asumir el papel de madres para estimular¬ 
las en el estudia 

Es la situación socioeconómica del país la que ha determi¬ 
nado que en el año 2000 cerca de 150 000 niños (INEQ hayan 
sido dejados atrás porque sus padres emigraron, y esto determi¬ 
na que las familias se vean obligadas a reorganizarse y reestruc¬ 
turarse (aumento de familias uniparentales, extensas, ampliadas 
y muchas veces simultáneas). 

¿No se culpe a nadie? 


El próspero Banco Central del Ecuador: 
la otra cara de la moneda 

Dadas las aberraciones de la economía ecuatoriana, después de la 
crisis de 1999 solo una institución pública salió más próspera que 
nunca, pese a ser una de las grandes culpables de la crisis: el Ban¬ 
co Central del Ecuador (BCE). En efecto, como se mencionó 
anteriormente, por el poder monopólico de emitir dinero entre 
agosto de 1998 y febrero de 1999, el BCE otorgó créditos de li¬ 
quidez a los bancos privados por aproximadamente 900 millones 
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de dólares, los cuales, al no poder ser pagados fueron cubiertos 
con activos reales, por lo que el BCE pasó a ser “propietario” del 
Banco del Pacífico y de una serie de bienes, entre ellos los más 
modernos edificios del Ecuador (BCE, 2006). Recordemos tam¬ 
bién que entre marzo de 1999 y enero de 2000 el BCE “compró” 
con emisión inorgánica a la Agencia de Garantía de Depósitos 
cerca de 1.400 millones de dólares en bonos emitidos por el Mi¬ 
nisterio de Economía y Finanzas. Hasta el año 2005, la mayoría 
de esos bonos seguían en poder del Banco Central, aumentan¬ 
do ilegítimamente la deuda pública del Gobierno central, incre¬ 
mentando artificialmente el déficit presupuestario y haciendo del 
BCE administrador de una inmensa canddad de recursos con 
absoluta discrecionalidad. Desde la crisis y solo por intereses de 
los Bonos AGD, todos los ecuatorianos pagamos cerca de 600 
millones de dólares a la burocracia del BCE. 

Más aún, de acuerdo con la Ley de Régimen Monetario y Ban¬ 
co del Estado elaborada por esta misma burocracia, el BCE se 
apropiaba de los rendimientos de la “reserva monetaria”, la cual 
»e encontraba en el exterior y era constituida básicamente por 
los depósitos de las instituciones públicas. Además de financiar 
con nuestros escasos recursos a los países ricos, las instituciones 
públicas no recibían absolutamente nada por sus fondos y era 
•I BCE el que se apropiaba de los respectivos rendimientos por 
«1 "esfuerzo” de invertir de la peor manera nuestras reservas. 
(,«bc indicar que en dolarización no se necesitan reservas —y, 
dicho sea de paso, tampoco Banco Central—, pero el monto de 
la reserva monetaria era uno de los “indicadores” supuestamen- 
la fundamentales con los cuales el BCE trataba de justificar su 
asistencia en una economía dolarizada. De hecho, a partir de la 
•lolanzación, el BCE cayó en la ingrata tarea de hacer seminarios 
y toda clase de eventos para tratar de convencerse y conven¬ 
íamos de la “importancia” de un Banco Central en un país sin 
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moneda nacional, es decir, sin emisión de moneda, la principal y 
única indelegable función de esta clase de banco. Por el contrario, 
en el año 2003 el Banco Central se mudó a uno de los edificios 
más grandes y modernos de la ciudad de Quito, antigua matriz 
del Banco Popular, uno de los tantos edificios de los que se apo¬ 
deraron a través de la crisis bancaria. 

Con los ingentes recursos que recibía, el BCE era museógra- 
fo, arqueólogo, promotor cultural, mecenas de Gobiernos loca¬ 
les, etcétera, “funciones” no contempladas en la Constitución 
de la República de 1998, todo ello con sueldos y canonjías im 
presionantes para sus empleados, en un país que actualmente ni 
siquiera tiene política monetaria, y en una institución que tuvo 
directa responsabilidad en la crisis financiera de 1999. De he¬ 
cho, los burócratas del Banco Central podían jubilarse desde los 
45 años —20 años antes que el resto de sus conciudadanos—, 
gracias a un fondo de jubilación multimillonario alimentado con 
fondos públicos, al cual quebraron por los excesos cometidos, 
sin habérseles ocurrido mejor solución que capitalizarlo con 84 
millones de dólares del Estado en 2005 (Superintendencia de 
Bancos, 2009). 

El BCE fue probablemente la más autónoma y rica institución 
del Estado, acreedora de todos los ecuatorianos y con activos 
que en plena crisis superaban el 15% del PIB nacional, pese a que 
ya no era instituto emisor y, en consecuencia, no otorgaba cré¬ 
dito interno, el principal activo de toda banca central (BCE, 2006). 
En Estados Unidos esto equivaldría a una institución autónoma 
que tuviese nada menos que 1,5 millones de millones de dóla¬ 
res (en términos anglosajones, un trillón y medio de dólares). 
¿Cómo entender la diferencia de tratamiento entre el BCE y, por 
ejemplo, Petroecuador, a la cual se le quitó hasta la autonomía 
financiera y de la que frecuentemente se criticaban sus “altos” 
salarios, pese a ser absolutamente inferiores a los del BCE, cuan 
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do al menos servía para extraer petróleo? La única lógica en todo 
esto es que el primero era totalmente funcional a los capitales 
financieros nacional e internacional, mientras que Petroecuador 
sencillamente no lo era. 
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5. EL SUICIDIO MONETARIO ECUATORIANO 


La moda de la dolarización en Latinoamérica: 
otra simple novelería 

Si bien algunos funcionarios del Banco Interamericano de Desa¬ 
rrollo (BID) desde hacía varios años habían venido proponiendo la 
dolarización de Ccntroamérica, la idea de dolarizar 1 Latinoamérica 
—es dedr, optar por la “estabilidad cambiaría” y renunciar defini¬ 
tivamente a las políticas monetarias nacionales y al tipo de cambio 
como mecanismo de ajuste— solo tomó auge a inicios de 1999, 
con la propuesta del entonces Presidente argentino, Carlos Me- 
ncm, de adoptar el dólar como moneda regional. Esta nueva “ini¬ 
ciativa” se enmarcó dentro de las llamadas comer Solutions, sistemas 
cambiados extremos que sin ningún sustento técnico se pusieron 
tic moda particularmente dentro de la burocracia del FMI (Bcrg et 
ult., 2002). En realidad, ni la convertibilidad ni la dolarización, con- 
ccptualmente hablando, constituían novedad alguna, puesto que 
rrpresentan tan solo un tipo de cambio fijo extremo. De hecho, 
el “patrón dólar”, similar al patrón oro abandonado en 1933 por 
I tunklin D. Roosevelt, era como volver al pasado. Con el patrón 

• tro se debía mantener una relación fija entre la cantidad de dólares 
en circulación y la cantidad de oro en reservas, con lo cual se per¬ 
illa en la práctica la política monetaria, y por eso muchos culpan a 
i m< sistema de originar y propagar la Gran Depresión de finales 
ili los años veinte. Con el “patrón dólar”, ya sea con convcrtibili- 
•lad i • directamente con dolarización, la política monetaria también 

• lt «aparece, ya que la cantidad de dinero depende en una propor- 

• "to lija de la cantidad de dólares que exista en la economía. 
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La barbaridad técnica de la dolarización 

El problema con el anclaje del tipo de cambio nominal —ya sea 
manteniendo la moneda nacional como en la convertibilidad ar¬ 
gentina o eliminándola como en la dolarización ecuatoriana— es 
que por decreto se congela uno de los precios más importan¬ 
tes de la economía, el cual, supuestamente, debería reflejar los 
desequilibrios del sector externo. De hecho, al tener un tipo de 
cambio nominal inamovible, el poseer una moneda nacional es 
prácticamente irrelevante, y puede producir más costos que be¬ 
neficios ya que vuelve menos creíble el compromiso de mante¬ 
ner invariable la tasa de cambio. 

Las consecuencias negativas de estos sistemas se presentan en 
principio cuando el crecimiento de los precios nacionales es ma¬ 
yor que el crecimiento de los precios de los socios comerciales 
o cuando estos últimos deprecian su moneda. Entonces se pro¬ 
duce una apreciación del tipo de cambio real, es decir, se incre¬ 
menta el precio relativo de nuestros bienes con respecto a los del 
resto del mundo (ver capítulo 1). En una economía abierta como 
la ecuatoriana, esto produce un deterioro de las exportaciones 
netas, lo que precisamente sucedió en Ecuador. En efecto, mien¬ 
tras que antes de la dolarización el déficit comercial no petro¬ 
lero en promedio bordeaba los 650 millones de dólares, para el 
año 2004 dicho déficit ya alcanzaba los 3.153 millones de dólares 
(BCE, 2005 y 2008). La mayor preocupación en estos casos suele 
ser cómo financiar el problema, es decir, de qué manera lograr 
mayores entradas de capitales, ya sea por créditos o por inversión 
extranjera, para tener disponibilidad de divisas que atiendan los 
mencionados déficits. Sin embargo, lo que se debería buscar es 
cómo resolver el problema, esto es, mejorar las exportaciones 
netas, puesto que son las que determinan la solvencia del país 
en el largo plazo. En efecto, exportaciones netas positivas signi¬ 
fican acumulación de activos —básicamente divisas— del resto 
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del mundo, o, en otras palabras, significan ser más ricos. Lo para¬ 
dójico, lamentablemente, es que son precisamente esas exporta¬ 
ciones netas lo que la fijación del tipo de cambio o la ausencia de 
una moneda nacional impiden proteger y promover. 

Un crédito no nos hace ni más ricos ni más pobres, senci¬ 
llamente cambia la estructura de nuestros activos, al tener más 
liquidez o dinero en “caja”, pero también una cuenta por pagar 
de exactamente la misma magnitud. Algo similar ocurre con la 
Inversión extranjera, ya que los activos financiados por ella per¬ 
tenecen a extranjeros, y contablemente no hace más ricos a los 
nacionales de un país. Por supuesto, económicamente hablando, 
las connotaciones de la inversión extranjera pueden ser muy dis¬ 
tintas, sobre todo si esta ha creado nuev os activos, ya que genera 
producción y empleo, paga impuestos, etcétera. Nótese que en el 
raso de “inversión extranjera” vía privatizaciones no hay creación 

• Ir nuevos activos sino tan solo el traspaso de los ya existentes a 
manos extranjeras. En resumen, a diferencia de las exportaciones 
netas, ni los créditos ni la inversión extranjera hacen por sí mis¬ 
mos más ricos a los nacionales de un país. 

Sin embargo, el incremento de precios nacionales o las depre- 

• Mnoncs en otros países no son los únicos problemas cuando un 
pal» tiene un sistejna de tipo de cambio fijo extremo. En econo¬ 
mías tan vulnerables como las latinoamericanas, muchos “cho- 
•|w exógenos” pueden poner en peligro nuestro sector externo, 

■ "inn por ejemplo, una sequía que perjudique los productos de 

■ «portación. En estos casos también se necesitan instrumentos 
pitia corregir los desequilibrios externos, y, sin lugar a dudas, el 
"|Mtdr cambio nominal es el más importante de ellos. Recuérde- 

tamhién el fenómeno de “enfermedad holandesa”, ya analiza- 

• " i n el capítulo 1 de este libro. 

I'lmilmcnte, el tipo de cambio es un instrumento de política eco- 
•< que, como todo instrumento de política, no solo sirve 
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para reaccionar frente a problemas económicos —política reac¬ 
tiva— sino también para incentivar o desincentivar sectores de 
la economía en función de objetivos nacionales —política pro¬ 
activa—, todo lo cual fue sencillamente desdeñado en la larga y 
triste noche neoliberal. Cabe indicar que en economía, como en 
la vida, siempre más instrumentos —opciones de política— son 
preferibles a menos, pero hasta algo tan elemental como eso, el 
fanatismo y el dogmatismo lo hicieron olvidar. 


Algunos argumentos “pragmáticos” 
a favor de la dolarización 

Los argumentos a favor de dolarizar las economías latinoameri¬ 
canas se basaban en el supuesto éxito de Argentina con el Plan 
de Convertibilidad, en el “fracaso” de los Gobiernos latinoame¬ 
ricanos en el manejo de la política monetaria, y en el hecho de 
que muchas de las economías latinoamericanas ya estaban infor¬ 
malmente dolarizadas. 

En cuanto al primero de los argumentos, todos conocemos lo 
que sucedió con la convertibilidad argentina. Mientras esc país tuvo 
acceso a ingentes cantidades de crédito externo y privaázó hasta 
la camisa, pudo financiar los graves desequilibrios externos que se 
acumulaban con la converdbilidad, pero a costa de la destrucción 
de sus exportaciones netas y de su sector real, debido a la pérdida 
de competitividad. Esta desaparición de empresas y empleo hizo 
sencillamente que el “modelo” no aguantara más, y después de 44 
meses de decrecimiento continuo de la economía, en un dramático 
ejemplo de crisis producida por un sistema de tipo de cambio fijo 
extremo, la convertibilidad colapso en diciembre de 2001. 

En cuanto al segundo argumento, si supuestamente la política 
monetaria en América letrina había sido un desastre, ¿se podía ar- 
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aumentar que sin ella estaríamos mejor? Esta lógica contrafactual 
representa uno de los más graves errores en análisis económico, 
como lo vimos en el caso del Consenso de Washington y sus con¬ 
clusiones sobre el fracaso del modelo IS1 (capítulo 3). Como men¬ 
cionamos anteriormente, quien subestime la capacidad de una ade¬ 
cuada política monetaria y del tipo de cambio para, como ejemplo, 
contrarrestar los efectos negativos de choques exógenos, puede 
ver de nuevo la experiencia ecuatoriana durante el boom petrolero 
(capítulo 1). Además, cabría preguntarse por qué prácticamente 
Indos los Estados nacionales modernos han nacido con moneda 
propia, o por qué todos los países desarrollados del mundo man¬ 
tienen monedas nacionales o regionales, pero jamás han adoptado 
monedas extranjeras. Pbr otro lado, por supuesto que han existi¬ 
do abusos en el manejo de la política monetaria latinoamericana, 
|mra, por ejemplo, financiar déficits fiscales, pero también es ne- 
• fMrio reconocer que muchos de esos déficits tenían un origen: el 
•HMiportable peso de la deuda externa. En el caso de varios países 
«llámente endeudados, concluir simplistamente que no saben ma- 
IWjar sus políticas monetaria y fiscal, es casi tan deshoneste) como 
encontrar un ahogado con cemento en los pies en el fondo de un 
Ug< • . ¡y llegar a la brillante conclusión de que se ahogó por no 
mIkt nadar! Más aún, suponiendo que los países latinoamericanos 
•• <n genéricamente inferiores al resto del mundo y no pueden ma¬ 
ní |t»i adecuadamente sus políticas monetarias, la solución obvia al 
pmlilcma es que aprendan a hacerlo, no eliminar la política. 

h>r último, como se mencionó anteriormente, otro argumento 
’l'n • esgrimió para legitimar la dolarización es que las econo¬ 
mía* liinnoamericanas ya estaban informalmente dolarizadas, sin 
1 h*Im nrlcs ocurrido más brillante solución que... ¡formalizar el 
pmhlrmal Precisamente la dolarización informal de la economía 
ltmli,i enormemente el uso del tipo de cambio para mantener los 
jtiilihrios externos, por los grandes impactos en cuanto a capa- 
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cidad adquisitiva y distribución que una depreciación de la moneda 
tendría. Por el contrario, en economías sin mayor injerencia de una 
moneda externa, los ajustes en el sector externo vía tipo de cambio 
pueden pasar casi desapercibidos. A modo de ejemplo, desde que 
entró en vigencia el euro el l.° de enero de 1999 con una paridad 
de 1 a 1 con el dólar, este último se depreció cerca del 36% hasta 
2004. En consecuencia, si alguien en Ecuador, en 1999, ganaba 
100 dólares, significa que ganaba 100 euros, pero para el año 2004 
sólo ganaba 64 euros. ¿A ese alguien se le ocurrió ir a tirar piedras 
a la embajada de Estados Unidos, puesto que por la política de 
Bush y la depreciación del dólar se le llevaron treinta y seis euros 
del bolsillo? De ninguna manera, ya que sencillamente en Ecuador 
no hay contratos ni transacciones generalizadas en euros, por lo 
que el sujeto en mención ni siquiera sintió los euros que supuesta¬ 
mente perdió. Por supuesto, cabría preguntarse si en este mundo 
globalizado es posible aislar a economías pequeñas y abiertas de la 
influencia de monedas duras, básicamente el dólar, pero al menos 
es necesario reconocer que la pérdida parcial de la soberanía mo¬ 
netaria es un problema, y, en consecuencia, completar y oficializar 
dicha pérdida, no es precisamente una solución. 


La escuela Nike: Just do itl 

En Ecuador, siempre tan agenciosos ante cualquier novelería, 
ciertos grupos vinculados al gran capital y al sector financiero 
presionaron al Gobierno antes y durante la crisis de 1999 para 
que dolarizara la economía. Sin embargo, la dolarización oficial 
del Ecuador, anunciada el 9 de enero de 2000, fue finalmente 
una desesperada medida política del Presidente Jamil Mahuad 
para salvar a su Gobierno con el apoyo de dichos grupos, pese 
a lo cual, menos de dos semanas después, el 21 de enero, sería 
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derrocado por una revuelta indígena-militar y reemplazado por 
su Vicepresidente, el doctor Gustavo Noboa Bejarano, quien ra¬ 
rificó la dolarización. 

Rn conferencia dictada en la Universidad San Francisco de 
Quito, en diciembre de 2002, Gustavo Noboa, abogado de pro¬ 
fesión, relató que fue despertado a las tres de la mañana del 22 de 
enero, llevado al Ministerio de Defensa y proclamado Presidente, 
y que a eso de las seis de la mañana, rodeado de media docena de 
amigos, preguntó qué hacía con la dolarización, y, al no obtener 
respuesta, ¡decidió continuar con ella! Lo que probablemente el 
doctor Noboa presentó como ejemplo de ejecutividad y deci- 
*n in, es tan solo el testimonio de la irresponsabilidad y ligereza 
n mi que se adoptó la dolarización ecuatoriana. 

Rn realidad, la ingenua y temeraria dolarización unilateral ecua- 
t<mana constituyó un absurdo económico y geopolítico, fue toma- 
<l.i de forma apresurada en un momento de grave crisis y confun¬ 
dió t< irpcmente los efectos con las causas de la crisis, ya que, como 
< manifestó en el capítulo anterior, la depreciación de la moneda 
luí c< insecuencia de la crisis financiera y no la crisis financiera con- 
• < cucncia de la depreciación. Además de lo anterior, en un nuevo 
mentado a la tan cacareada segundad jurídica y al Rstado de De- 
r*cbo, la dolarización fue abiertamente inconstitucional ya que la 
« 'institución de la República, de 1998, en su artículo 246 estable- 
' u»latamente que la moneda nacional era el “sucre”, artículo que 
nitm a se tomaron siquiera la molestia de modificar. 


I n que sostiene la dolarización ecuatoriana 

< < < invertibilidad y dolarización, como se manifestó anteriormen- 

.nMiiuyen tan solo tipos de cambio fijos extremos, el caso 

" r< ntino es perfectamente relevante para analizar el ecuatoriano. 
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La pregunta es entonces si Ecuador está pasando por el mismo 
proceso de deterioro de su economía real como sucedió con Ar¬ 
gentina, y la respuesta es sí, aunque los efectos no se han visto 
de forma tan dramática gracias a las extraordinarias condiciones 
externas que el país ha vivido en los últimos años y sobretodo a 
que tiene dos fuentes de divisas no sujetas a competencia: ingreso 
petrolero y remesas de emigrantes (ver recuadro 5.1). 

En esto último no hay ningún misterio. Los países pueden 
adoptar un sistema de tipo de cambio fijo extremo siempre y 
cuando tengan fuentes de divisas que no se afecten por las pér¬ 
didas de competitividad. Sin embargo, esto les permite sostener 
su sector externo, pero no evitar los graves impactos en el sector 
real. Panamá, país que nació dolarizado, tiene los ingresos del 
canal de Panamá, que representan alrededor del 5% de su PIB, 
pero su sector industrial es prácticamente inexistente; El Salva¬ 
dor tiene las remesas de emigrantes, que representan cerca del 
15% de su PIB; y, finalmente, Ecuador tiene petróleo y remesas 
de emigrantes, que representaron el 21,6% y el 9,4% del PIB del 
2004, respectivamente (BCE, 2006). Lamentablemente, Argenti¬ 
na no tenía ni canal, ni remesas, ni petróleo... 


Recuadro 5.1 ¿Buenas políticas o buena suerte? 


Gracias a la recuperación de las economías desarrolladas, las bajas 
tasas de interés internacionales y la reanudación del ingreso de 
capitales a la región, el inicio de la primera década del siglo XXI 
fue económicamente bueno para toda América Latina. Ecuador 
se benefició, al menos, de dos factores adicionales: la gran depre¬ 
ciación del dólar —lo cual perjudica a los países no dolarizados— 
y los altos precios del petróleo —lo cual perjudica a los países 
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importadores de petróleo—. Sin embargo, dada una inflación 
acumulada de más del 150% desde que se inició la dolarización, 
Kcuador sufrió la apreciación del tipo de cambio real, y, como 
consecuencia de aquello, un déficit no petrolero que en 2004 es¬ 
tuvo cerca de cinco veces el promedio de antes de la dolarización. 
La incapacidad de la economía de generar puestos de trabajo está 
directamente relacionada con el problema externo, por lo que las 
tasas de desempleo y subempleo fueron persistentemente altas, 
pese a la gran emigración de fuerza laboral. De igual manera, la 
necesidad de una política fiscal extremadamente recesiva para 
evitar mayores daños en el sector externo, podría generar graves 
déficits endógenos que agraven aún más la situación fiscal y que 
pueden generar una situación social insostenible. 

Para su crecimiento en el mediano y largo plazo, Ecuador si¬ 
gue apostando práctica y totalmente a los altos precios del petró¬ 
leo y a incorporar nueva producción petrolera, factores externos 
que, además de incrementar la vulnerabilidad de la economía, 
tienen un efecto marginal en cuanto a generación de empleo. 
Es decir, de no exisdr correctivos, el crecimiento ecuatoriano 
se basaría en el consumo de un acdvo, el petróleo, y no en la 
generación de valor agregado y puestos de trabajo productivo. 
Por el contrario, el espejismo del petróleo ocultó una sistemática 
destrucción de la base productiva nacional, consecuencia directa 
del esquema monetario que mantiene el país. 


Antología del absurdo 

1'tiN defender la barbaridad técnica y geopolítica que constituyó 
U riolari/ación, las élites ecuatorianas y seudoanalistas han utili- 
♦4ilo los más disparatados argumentos que bien podrían consti¬ 
tuí» una antología del absurdo. 
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Uno de ellos es la “causalidad invertida”, esto es, pretender 
tener una economía fuerte adoptando una moneda fuerte, lo 
cual tan solo refleja un total desconocimiento de la esencia de 
la economía. Las monedas “fuertes” son consecuencia de econo¬ 
mías fuertes. Pretender tener lo primero por decreto, sin tener 
lo segundo y olvidándonos de que la economía es una ciencia de 
variables reales, puede llevar, sencillamente, a dejarnos sin ella, 
como ya se observó en el caso argentino y como se observa 
en el caso ecuatoriano, con déficits comerciales no petroleros 
cada vez más crecientes. Por supuesto, después de lo que sucedió 
con la convertibilidad argentina —reiteramos, una upica crisis 
producida por un tipo de cambio fijo extremo—, nuestros dola- 
rizadores absurdamente pretenden sostener que la dolarización 
y la convertibilidad no son ni prójimos, cuando en realidad son 
hermanas gemelas. 

En una muestra sin igual de espíritu democrático, los defenso¬ 
res de la dolarización incluso argumentaron que con la dolariza¬ 
ción informal la gente sencillamente había “votado” por el dólar. 
Similar argumento esgrimen para rechazar cualquier intento de 
dejarla. ¿Quién en su sano juicio va a sacar sus dólares del bolsi¬ 
llo a cambio de una nueva moneda nacional? Lamentablemente, 
nuestros queridos y entusiastas dolarizadores no se han enterado 
de que ese es un argumento microeconómico , y que la existencia 
del análisis macroeconómico se debe precisamente a que las deci¬ 
siones óptimas en el ámbito individual (micro) no son necesa¬ 
riamente decisiones óptimas en un escenario colectivo (macro). 
A manera de ejemplo, si propusiéramos el pago de impuestos 
de manera voluntaria, como se colegiría del espíritu democráti¬ 
co de nuestros dolarizadores, muy pocos pagarían impuestos, la 
economía sencillamente colapsaría y estaríamos todos peor que 
antes. Al momento de analizar el sistema monetario, el enfoque 
microeconómico es un profundo error en el que continuamente 
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caen nuestros dolarizadores. El enfoque correcto es el macroeco- 
nómico, y es tan sencillo como esto: no puede haber dólares en 
los bolsillos de todos si la economía no produce dólares, y para 
ello normalmente se requiere una moneda nacional cuyo tipo 
ile cambio regule los desequilibrios externos y las pérdidas de 
comperirividad. 

En la defensa de la dolarización incluso se ha llegado a inaugu¬ 
rar toda una nueva teoría económica, como cuando se sostiene 
que . el resultado de la balanza comercial no se debe a la dola¬ 
rización, pues el tipo de cambio no influye en el comportamiento de las ex- 
portaciones (Arroba, 2002. Itálicas del autor). Es decir, dos siglos 
de teoría económica tirados al tacho de la basura, y todo el plane¬ 
ta perdiendo el tiempo pidiéndole a China que revalúe el yuan, ya 
que aquello, de acuerdo con nuestros dolarizadores criollos, ha 
Milu absolutamente irrelevante para el comercio exterior. 

I as verdades de Perogrullo les encantan a nuestros dolarizado- 
tri Para justificar la dolarización es frecuente escucharlos decir 
solemnemente que “el problema es real y no monetario”, es de- 
itr, con alta productividad y competitividad no tendríamos que 
preocuparnos del sistema monetario. En otras palabras, si nos 
«tenemos a los argumentos de nuestros dolarizadores, para ser 
tomo llong Kong, hasta hace poco ciudad-Estado dolarizada, 
|V« hay que ser Hong Kong! 

f inalmente, pareciera ser que la dolarización es una suerte de 
maihismo latinoamericano aplicado a la política monetaria, es 
ihi ir, se eliminan las monedas nacionales para de esta forma 

• -impelir o morir. Por ello, burócratas internacionales y supues- 

.. «di-micos analogaron la dolarización a “quemar las naves”, 

• otilo rl valiente —o temerario— Hernán Cortés, quien quemó 

barcos frente a las costas de Veracruz para evitar que sus 
hombres dieran marcha atrás en la conquista de México. Cabría 
pi* pintarse qué diría la historia sobre el valiente Cortés, si cerca- 
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dos por los indios sus hombres hubieran sido masacrados al no 
tener barcos en qué retirarse. 

En realidad, como se mencionó anteriormente, quemar las na¬ 
ves nunca es una buena decisión económica. Desde un punto de 
vista racional, la lógica del buen Cortés puede ser muy cuestiona¬ 
da, y su supuesta “valentía”, cuando se trata de países, constituye 
sin duda un completo absurdo, a no ser que los que toman las 
“decisiones” desde sus cómodas oficinas, como en el caso de la 
burocracia del FMI y otros organismos financieros internaciona¬ 
les, no necesiten naves para huir y sean otros los que corran el 
riesgo de ser masacrados. 

De hecho, la dolarización condenó al país no solo a la pérdida 
de la política monetaria soberana, sino a una mayor dependencia 
extranjera, puesto que adoptamos la política monetaria del país 
emisor de la moneda. Listados Unidos, y, como manifiesta Louis 
Even, “que se me conceda el control de la moneda en una nación 
y me río de quien hace sus leyes” (Even, 1939). 
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6. LA ‘POLÍTICA’’ DE DEUDA O MAXIMIZAR 
EL BENEFICIO DE LOS ACREEDORES 


La renuncia unilateral a la prescripción de la deuda 1 

A partir del terremoto ocurrido en el año 1987 el país dejó de pa¬ 
gar el servicio de su deuda comercial. Todos los convenios de la 
deuda externa comercial ecuatoriana estaban sometidos a las le¬ 
yes vigentes de Nueva York. A su vez, algunos de los “Contratos 
()riginales” se sometían también a las leyes de Londres. Entre 
roas leyes está el Estatuto de Limitaciones {Statute of Umitations ), 
que reconoce la prescripción de deudas cuando estas no han sido 
pagadas por un espacio de seis años. 

Sin embargo, en un hecho probablemente sin precedentes en 
la historia mundial, representantes del Gobierno ecuatoriano de 
firma unilateral suscribieron el 9 de diciembre de 1992 en Nueva 
York el llamado TollingAgreement , esto es, el Convenio de Garan¬ 
tí.! de Derechos, que establecía la “renuncia” a la prescripción de 
la deuda externa comercial ecuatoriana contratada con la banca 
privada internacional. 

I I increíble acto unilateral de renuncia, firmado por Mario Riba- 
I* tinra. ministro de Finanzas y Crédito Público, Ana Luda Armijos, 
ir ntc general del Banco Central del Ecuador y Miriam Mantilla, 
lotiMtl ilc Ecuador en Nueva York constituyó la renunda de dere- 
• l«.» practicado por una persona jurídica de derecho público, cuya 

' I m ..Hiiir uto tres secciones, más la sección referente al Plan Adam, reproducen y simen- 

.el permiso de los autores, partes del informe final de la Comisión para la Audi- 

»• os litirK'al del Crédito Público, adscrita al Ministerio de Finanzas y creada por Decreto 
•'♦««O*,, 472 del 9 de julio de 2007 , 
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naturaleza se reviste de derechos que no son de libre disponibilidad, 
es decir no son susceptibles de renuncia, según principios de todas las 
legislaciones democráticas. Además, ni siquiera fue suscrito por la 
contraparte, es decir, la banca extranjera, presumiblemente porque 
conocían su ilegalidad. Sin embargo, en arbitraria disposición de 
derechos públicos, mediante télex SRSP-301-92 fechado el 23 de 
diciembre de 1992 y firmado por Mario Ribadeneira y Ana Luda 
Armijos, correspondencia ofidal dirigida al IJoyds Bank y a toda la 
comunidad financiera internadonal, Ecuador comunica la renuncia 
a sus derechos de manera irrevocable; adidonalmente, anuncia que 
elige foro extranjero para acciones contra el propio país, al tiempo 
que renunda a promover cualquier acdón judicial contra los acree¬ 
dores; y reconoce y admite la aplicación de las leyes de Nueva York 
y Londres contra Ecuador, mientras renunda a la aplicación de esas 
mismas leyes para la prescripción de su deuda externa comerdal. 

Cabe indicar que el trámite completo para la renunda unilateral 
a la prescripdón de la deuda comerdal, que alcanzaba 6.992 millo¬ 
nes de dólares a diciembre de 1992, no tomó más de una semana. 
Todos los documentos preparatorios elaborados por la Junta Mo¬ 
netaria, el Banco Central y la Procuraduría General están fechados 
entre el 4 y el 8 de didembre de 1992. 

Finalmente, cabe resaltar el hecho de que la opinión legal del 
Procurador General de la República del Ecuador es idéntica a la 
opinión de los abogados de la banca privada internacional, consti¬ 
tuyéndose así el convenio en un verdadero tratado de garantía de 
derechos de los acreedores. 


El Plan Brady 

A partir de la renuncia a la prescripción de la deuda externa co¬ 
mercial ecuatoriana y no obstante el hecho de que el valor de 
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mercado de la deuda “resucitada” oscilaba apenas entre el 24% y 
el 32% en 1993, las propias autoridades financieras ecuatorianas, 
además de ignorar la prescripción, consideraron el valor nominal 
de la deuda externa entonces existente para fines de conversión 
por los Bonos Brady. 

\a emisión de los Bonos Brady estuvo amparada en el Plan 
Brady propuesto al país el 20 de mayo de 1994 por JP Morgan, 
que ofreció sus servicios para coordinar conjuntamente con el 
Banco Central del Ecuador un paquete financiero para el país. 

Como consta en el documento publicado por las autorida¬ 
des económicas en 1994, denominado “El Plan Brady para 
Ecuador” 2 , dicho plan contaba con el apoyo de las instituciones 
financieras internacionales condicionado a los resultados ma- 
croeconómicos y a las reformas estructurales que debía hacer el 
l iobiemo ecuatoriano. 

I .a deuda externa comercial ecuatoriana “elegible” para ser no¬ 
vada a través de la emisión de Bonos Brady era de 4.521 millones 
de dólares de principal y 2.549,2 millones de dólares de intereses 
vencidos, para un total de 7.070 millones de dólares. El monto 
del principal de la deuda transformado en Bonos Brady de Ca¬ 
pital (Par y Descuento) se redujo a 3.347,6 millones de dólares, 
ruto es, un alivio de apenas 1.174 millones de dólares en capital. 
No hubo reducción alguna en los intereses, que se transforma- 
ion en Bonos Brady PDI e IE, los cuales también generaban 
n i ir reses, configurando la figura de anatocismo, esto es cobro de 
mirrrses sobre intereses, prohibida en el marco legal ecuatoriano 
i #n todo marco legal que condene la usura. 

* l o |MiMo »lc 1994 las autoridades financieras del Ecuador —César Robalino, minis- 

.. I manzas y Crédito Público; Ana Luda Armijos, presidenta de la Junta Monetaria; 

i VuglMtn de la Torre, gerente general del Banco Central del Ecuador— publicaron 
mi lOirlIano y en inglés el documento denominado “El Plan Brady para Ecuador”. 
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Además, se exigió la compra de garantías para la cobertura de 
capital e intereses de los Bonos de Descuento y Par. Dichas ga¬ 
rantías fueron constituidas mediante bonos cupón cero a treinta 
años del Tesoro de los Estados Unidos que, después de su ca¬ 
pitalización, alcanzarían el monto de 3.347,6 millones de dóla¬ 
res, correspondiente a la totalidad del capital de los Bonos Par y 
Discount, y deberían depositarse en el Federal Reserve Bank de 
Nueva York. De ahí que el país no tenía la obligación de efectuar 
en el futuro ningún desembolso para cancelar el capital de dichos 
bonos, debiendo únicamente pagar los intereses. 

El Plan Brady exigió también la constitución de una garantía 
para los Bonos Descuento y Par, a fin de cubrir doce meses de 
intereses. Esas garantías colaterales debieron haber sido consti¬ 
tuidas estrictamente como parte de la Reserva Monetaria Inter¬ 
nacional y ser susceptibles de ejecución por parte de los acreedo¬ 
res únicamente en caso de incumplimiento. 

En febrero de 1995 el monto pagado por Ecuador para la com¬ 
pra de las referidas garantías colaterales de principal e intereses de 
los Bonos Descuento y Par, ascendió a 604 millones de dólares, 
cantidad que a precio de mercado de la deuda comercial, cercano 
al 25% de su valor nominal, hubiera servido para recomprar el 
53% del principal de la deuda, mientras que con la “negociación” 
obtuvimos menos del 26% de reducción sobre el principal. 

El análisis de los contratos mencionados permite establecer que 
varias cláusulas transgreden preceptos legales establecidos en la 
legislación ecuatoriana. Por ejemplo, renuncia a la jurisdicción; re¬ 
nuncia a la inmunidad; exigencia de mantener relación con orga¬ 
nismos multilaterales; posibilidad de utilización de los bonos para 
programas de privatización; renuncia a cualquier posibilidad de 
realizar reclamos contra la invalidez, ilegalidad o inejccutabilidad; 
y sometimiento a reconocer que los bonos no serán registrados en 
la US Securities and Exchange Commission (SEQ. 
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La renegociación de 2000 

En plena secuela de la crisis de 1999, el Gobierno de Gustavo 
Noboa se empeñó en lograr una renegociación de la deuda ex¬ 
terna que permitiera “normalizar” las relaciones con la comu¬ 
nidad financiera internacional, requisito supuestamente básico 
para mantener la dolarización. El 27 de julio de 2000 el Ecuador 
presentó una propuesta a los acreedores para reestructurar su 
deuda comercial externa de 6.642,4 millones de dólares, cuyo 
pago había sido suspendido en septiembre de 1999 (MEF, 2009). 
1 .a propuesta consistía en canjear los bonos existentes —Bonos 
Brady y Eurobonos, fruto de la renegociación de 1995—, por 
los nuevos bonos llamados Global, con vencimientos de 12 y 
30 años. En consecuencia se entregaron 3.570,23 millones en 
Bonos Global por el principal de la deuda y 177,36 millones por 
Intereses hasta el 23 de agosto de 2000. El monto total de bo¬ 
nos emitidos fue de 3.950 millones de dólares, 1.250 millones 
en Bonos Global 12 y 2.750 millones en Bonos Global 30. La 
diferencia de lo canjeado con el total emitido se explica por el 
canje con tenedores rezagados, pagos a los intermediarios finan¬ 
cieros con los mismos bonos y venta de bonos en el mercado 
con el fin de obtener liquidez. Cabe indicar que la emisión de 
Bonos Global solo fue autorizada para el canje de deuda, no 
para las demás operaciones mencionadas. Con este canje la deu¬ 
da comercial nominalmente bajó en 2.717,8 millones de dólares, 
rito es, aparentemente una reducción del 40,9%. Sin embargo, 
U comisión negociadora, utilizando 722 millones de dólares que 
• I país mantenía como colateral de los Bonos Brady en bonos 
i lipón II del Tesoro de los Estados Unidos, en la Federal Reserve 
d» Nueva York, así como 161,1 millones de dólares que salieron 
d. las arcas fiscales —recuérdese que el país estaba en soletas—, 
iniRbién pagó capital e intereses atrasados por 503 millones de 
(W*'™ y compró adicionalmente, a valor nominal, 380,1 millo- 
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nes de dólares en Bonos Bradv, mientras que 175,2 millones de 
Bonos Brady continuaron en circulación. 

La verdad es que no hubo ninguna reducción de deuda, ya que 
se reconoció un valor mucho más alto que el valor de mercado 
vigente al momento de la renegociación y, de hecho, lo que se 
hizo fue pactar un valor similar al vigente antes de la crisis y al 
que la mayoría de acreedores habían adquirido los papeles en el 
mercado. En efecto, dada la crisis del país, los bonos de la deuda 
llegaron a venderse con un descuento promedio del 65%, lo que 
significa que solamente con los 380,1 millones de dólares utiliza¬ 
dos para la recompra de Bonos Brady a valor nominal se hubiesen 
podido comprar cerca de 1.086 millones de deuda a valor de mer¬ 
cado (Flores, 2005). Además de lo anterior, el valor de mercado 
debió ser el punto de partida de la renegociación, como lo hizo en 
su momento Argentina. ¿Por qué entonces no se hizo lo obvio? 
Sencillamente porque, como siempre, la renegociación no tenía 
como objetivo minimizar el pago de deuda de un país quebrado, 
sino garantizar los más altos rendimientos al capital especulativo 
financiero. De hecho, el ministro de Economía de aquel enton¬ 
ces presentó la oferta sosteniendo expresamente que esta tenía 
como objetivo “proveer a los participantes con un significativo 
incremento en el valor de mercado de los precios de sus bonos” 
(MEF, 2000, traducción del autor). Es decir, en la peor crisis de la 
historia, nuestros negociadores estaban preocupados por que los 
acreedores recuperaran el valor de sus bonos, en lugar de tratar de 
aprovechar la debade económica del país para resolver en forma 
definitiva el problema de la deuda externa. Por otro lado, la renc- 
gociación fue tan mal realizada que el país tenía que pagar en los 
Bonos Global a 12 años una tasa de interés del 12%, la más alta 
de cualquier deuda pública latinoamericana, con la excepción de 
un pequeño segmento de deuda venezolana; tenía que recomprar 
bonos anticipada y preanunciadamente; y, en caso de incumplir 
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con las condiciones de la renegociación, como “castigo” tendría 
que pagar el monto supuestamente descontado (ver recuadro 6.1). 
Sin embargo, este “castigo” lo propone el propio ministro de Fi¬ 
nanzas del Ecuador para, supuestamente, “enfrentar la legítima 
preocupación que Ecuador pueda en algún momento regresar a 
imprudentes políticas de deuda de tal forma que pudiera poner 
en peligro el servicio de estos bonos” ( lbid 1). Es decir, para el mi¬ 
nistro de aquel entonces, la crisis de 1999-2000 que produjo en el 
país uno de los empobrecimientos más acelerados de la historia de 
América latina, no fue otra cosa que producto de “imprudentes 
políticas” que pusieron en peligro el servicio de la deuda externa. 
Con negociadores así, ¿quién necesita de enemigos? 


Recuadro 6.1 Graves errores de la renegociación 

I. F.n realidad, no ocurrió ningún descuento de deuda. Por el 
contrario, esta se revalorizó enormemente. 

II. Los Bonos Global de 12 años, con vencimiento al 15 de no¬ 
viembre de 2012 y un monto emitido de 1.250 millones de 
dólares, pagan un interés del 12%, mayor a cualquiera de los 
bonos canjeados, lo que los convierte en una de las deudas 
más caras de América Latina. Ijos Bonos Global a 30 años, 
con vencimiento al 15 de agosto de 2030 y un monto emiti¬ 
do de 2.700 millones de dólares, tienen intereses anualmente 
progresivos, que van desde el 4% en 2001 hasta el 10% de 
2006 en adelante. Todo ello en una economía mundial que 
tuvo las tasas de interés más bajas de los últimos 40 años, y 
donde la tasa Libor a 360 días en agosto de 2000 se situaba 
en menos del 7%. Por todo lo anterior, lejos del “alivio” fi- 
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nanciero prometido en la renegociación, de 2000 hasta 2004 
el país había pagado cerca de 300 millones adicionales en 
intereses, en un mundo con usas que llegaron a simarse en 
menos del 2% (Flores, 2005). 

III. La renegociación de 2000 programa recompras anticipadas de 
los bonos. Si se incumpliese esu condición, Ecuador estaría 
forzado a recomprar a la par, en el siguiente pago de intereses, 
un monto igual al valor nominal del incumplimiento. El único 
objetivo de esu condición es garantizar una demanda perma¬ 
nente de los bonos ecuatorianos, y de esu forma mantener la 
cotización de los bonos lo más elevada posible. 

IV. En caso de incumplimiento en el servicio de la deuda, como 
“castigo” Ecuador perdería parcialmente la supuesu reduc¬ 
ción de la deuda, dependiendo del período en que el incum¬ 
plimiento se dé, esto es: castigo del 30% adicional del capital 
adeudado si se incumplían los pagos hasu antes del cuarto 
aniversario del canje, 20% después del cuarto aniversario pero 
antes del séptimo, y 10% adicional si el incumplimiento se 
presenuba entre el séptimo y el décimo aniversario del canje. 

V. Finalmente, en la renegociación de 2000 se estipuló la posibi¬ 
lidad de recomprar a la par el total o parte de los bonos en las 
fechas de pago de intereses. Esu cali eption u opción de com¬ 
pra al 100%, en condiciones normales, sería absolutamente 
irrelevante, puesto que los bonos usualmente se transan con 
descuento en los mercados. Es decir, de tener los fondos res¬ 
pectivos, normalmente hubiera sido mejor para el país hacer 
recompras a través del mercada Sin embargo, como conse¬ 
cuencia direcu del fideicomiso FEIREP, que garantizaba con 
petróleo el pago de la deuda, los Bonos Global 12 llegaron 
a transarse en el mercado por encima de su valor nominal. 
Dada esu brillante “administración de pasivos” —como kiku- 
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yescamente se le llama al manejo de deuda—, los ecuatorianos 
debíamos estar contentos por no tener que recomprar nuestra 
deuda a un predo mayor a su valor nominal. 


El Proyecto Adam: pacto para el canje 
Brady a Global establecido en 1999 

El país entró en mora con los Bonos Brady el 28 de agosto de 
1999, por el no pago de un cupón de apenas 44 millones de dó¬ 
lares. Dicha suspensión de pagos impidió legalmente la recom¬ 
pra de la deuda Brady en el mercado, desaprovechando así los 
grandes descuentos que tenían dichos papeles. Es evidente que 
la correspondiente Comisión Negociadora de la Deuda Externa, 
nunca consideró la posibilidad de compra de la deuda Brady a 
precios de mercado, y que la moratoria de su pago fue el pre¬ 
texto para justificar el traspaso de Bonos Brady y Eurobonos a 
Bonos Global. Más aún, dicho canje había sido planeado mucho 
antes, a través del llamado “Proyecto Adam”, enviado a Ecuador 
en mayo de 1999, es decir, varios meses antes de la fecha en la 
que se decidió suspender el pago de intereses. Incluso desde ju¬ 
lio de 1999 ya avanzaba la contratación de la empresa Salomón 
Smith Barney (SSB) para actuar con exclusividad en el mencio¬ 
nado canje y utilizar las garantías colaterales, como consta en el 
Iwirrador del documento “Engagement Letter Agreement” (Car¬ 
ta Convenio de Compromiso), fechado el 30 de julio de 1999. 
Dicha contratación se confirmó finalmente el 11 de octubre de 
1999. Es decir, una vez planeado el canje de bonos Brady por 
(ilobal en el Proyecto Adam, y prevista la contratación de la em¬ 
presa Salomón Smith Barney para actuar con exclusividad en el 
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proceso, recién a finales de agosto de 1999 el país declaró una 
“moratoria” de su deuda para justificar el canje. 

Finalmente, y lo más grave, como se mencionó anteriormen¬ 
te no se consideró en absoluto el hecho de que los Bonos Par 
y los Bonos de Descuento estaban 100% garantizados con bonos 
cupón 0 del Tesoro de los Estados Unidos, y que, por tanto, tal 
garantía debió ser ejecutada y no sujeta a una simple devolución. 
De hecho, cuando se realizó el canje de Bradv por Global las 
garantías colaterales fueron liquidadas y un monto equivalente 
a 723,95 millones de dólares ingresó a la cuenta n.° 18 051375 
a cargo del Banco Central en Salomón Smith Barney en el ex¬ 
terior. Es decir, las garantías, una vez que ocurre la moratoria 
—esto es, el evento garantizado—, en lugar de ser ejecutadas 
son “devueltas” y forman parte de la rcncgociación de la deu¬ 
da, para pagar atrasos y comprar deuda a valor nominal. Esto 
equivale a decir que si usted, querido lector, alquila una casa de 
50.000 dólares y compra un seguro contra incendios de 5.000 
dólares, en el momento en que la casa se incendia, le devuelven 
sus 5.000... ¡y le hacen pagar toda la casa! 


La infamia del FEIREP 

Como si no fueran suficientes todas las ventajas que de un país 
arruinado obtuvieron los acreedores, con la complicidad de las 
respectivas autoridades, a partir del año 2000 toda la política 
económica fue orientada a garantizar que los bonos de la deuda 
externa ecuatoriana se cotizaran al valor más alto posible en los 
mercados de capitales, generando así ganancias extraordinarias 
a los acreedores y elevando a su vez el costo de una potencial 
recompra de deuda por parte del país. La pieza central de esta 
política ha sido la nefasta “Ley Orgánica de Responsabilidad, Es 
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tabilización y Transparencia Fiscal” impuesta por el FMI en el 
año 2002 como una de las condiciones para firmar un acuerdo 
con el Gobierno de Gustavo Noboa, que finalmente nunca se 
concretó. La mencionada ley, entre otras cosas, creó el Fondo 
de Kstabilización, Inversión Social y Productiva y Reducción del 
Fndeud amiento Público (FEIREP), el cual se nutría de la par¬ 
ticipación estatal en la producción privada de petróleo, que era 
transportado por el Oleoducto de Crudos Pesados (OCP) y cuya 
inauguración se planificaba para el siguiente año, así como del 
45% del exceso de ingresos petroleros sobre los presupuestados 
y del superávit presupuestario, si lo hubiere. 

En una situación tal vez única en el mundo, el 70% de todos 
estos recursos, por ley, se destinaban a la recompra de deuda pú¬ 
blica. Es decir, mientras que supuestamente el FMI es enemigo 
acérrimo de las preasignaciones presupuestarias, como por ejem¬ 
plo para municipios, universidades, etcétera, pues correctamente 
c onsideran que restan flexibilidad al manejo de las finanzas públi¬ 
cas, el propio FMI impone la creación del FEIREP, el cual cons¬ 
tituye la mayor prcasignación presupuestaria de la historia ecuato¬ 
riana, pero, en este caso, para recomprar en forma preanunciada 
v anticipada deuda externa. Todo esto revalorizó artificialmente 
los bonos de la deuda ecuatoriana y constituyó una transferencia 
enorme de recursos a los acreedores del país. Es decir, mientras 
que en otros países constituye hasta delito anticipar operaciones 
financieras que originen ilegítimas ganancias de los tenedores de 
títulos, con el FEIREP esto se elevó al rango de Ley de la Repú¬ 
blica. Incluso, inicialmente la ley impuesta por el FMI estipulaba 
exclusivamente recompra de deuda pública externa. Sin embargo, 
apenas tres meses después de su promulgación en el Registro Ofi- 
• tul el 4 de junio de 2002, el Congreso Nacional, rescatando en 
•il^o la soberanía del país, reformó la ley y añadió la posibilidad de 
rn ompra de deuda pública interna. 
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Además de lo anteñor, la famosa “prudencia” que repiten mu¬ 
chos de los corifeos de estas políticas, y que se traducía, entre 
otras cosas, en subestimar deliberadamente el precio del petróleo 
y con ello los ingresos petroleros del presupuesto del Gobierno 
central, no era en absoluto inocua: mientras más se subestimaban ¡os 
ingresos petroleros, más fondos se liberaban para el servido de la deuda, y, 
en consecuenda, aumentaban más los predos de los bonos. 

Finalmente, para ampliar el FEIREP y contrariando la propia 
ley, se autorizó que el fondo se alimentara del crudo pesado de 
participación estatal, independientemente del oleoducto por el 
que se lo transportaba, esto es, el CX^P —como originalmen¬ 
te señalaba la ley— o el SOTE. Además, vía Decreto Ejecutivo 
1238 de diciembre de 2003, se “redefinió” crudo pesado como el 
de menos de 23° API, cuando antes se consideraba crudo pesa¬ 
do al de menos de 18° API. 

Incomprensiblemente, de acuerdo con la ley solo un 10% de los 
recursos se destinaban a desarrollo humano, mientras que el 20% 
restante se destinaba a un fondo de estabilización petrolera, es 
decir, más garantía para pago de deuda. Como la participación del 
Estado era tan solo de alrededor de 20% de la producción privada 
de crudo pesado, lo anterior significaba que de cada den barriles 
de la nueva producción petrolera privada, solamente dos barriles 
se destinaban a educación y salud del pueblo ecuatoriano. 

De forma también incomprensible, los recursos del FEIREP 
ni siquiera entraban al presupuesto del Gobierno central, lo cual 
incrementaba artificialmente el déficit y subregistraba ingresos 
y el servicio de la deuda pública. Si bien es cierto que nunca se 
llegaron a comprar Bonos Global con dinero del FEIREP, su sola 
creación y los ingentes recursos que manejó —más de 600 millo¬ 
nes de dólares para el año 2005— produjeron un incremento sus¬ 
tancial del precio de nuestra deuda externa, y, dicho sea de paso, 
de la interna también. Solamente en el año 2003, gracias al inicio 
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del funcionamiento del (X*P y, con ello, del FEIREP, los Bonos 
Global 12 incrementaron su valor de mercado del 64,4% a 96,5% 
en su valor nominal, y los Global 30 pasaron de 47% a cerca del 
77% (BCE, 2009). La artificial apreciación de los bonos en los 
mercados internacionales significó para los tenedores ganancias 
de más de 1.400 millones de dólares, mientras que para Ecuador 
significaba igual monto de costo adicional en caso de querer re- 
comprar la deuda en el mercado. 

Se puede tratar de entender el FEIREP como aquello de prac¬ 
ticar la “virtud del ahorro” (ver capítulo 8). Sin embargo, para 
ello, lo elemental es tener capacidad de ahorrar, pero en el caso 
de Ecuador lo que se tenía era precisamente lo contrario, es de¬ 
cir, necesidad de financiamiento. 1.a situación era tan absurda 
que mientras que el país ponía centenas de millones de dólares 
del fideicomiso del FEIREP en el extranjero, rindiendo aproxi¬ 
madamente 2% anual, al mismo tiempo tenía que endeudarse 
con costos superiores al 8% anual. 

Cabe indicar que como ministro de Economía y Finanzas de 
la República del Ecuador, en el ano 2005 tuve el gran honor de 
liderar y lograr del Congreso nacional la derogación de aquella 
infamia llamada FEIREP. 
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7. EL GUTIERRATO: LO MISMO DE LO PEOR 


Otra vez engañados 

La política económica del Gobierno del Coronel Lucio Gutié¬ 
rrez, quien inició su mandato el 15 de enero de 2003, no tuvo 
absolutamente nada nuevo y, por el contrario, constituyó la más 
ortodoxa expresión de la corriente de pensamiento dominante 
en las últimas dos décadas en I^atinoamérica, aunque agravada 
con altas dosis de corrupción, incompetencia e improvisación. 
En febrero de 2003 y en tiempo récord, el Gobierno de Lu¬ 
cio Gutiérrez firmó la decimotercera Carta de Intención con el 
LMI, con cláusulas realmente incomprensibles desde los pun¬ 
tos de vista técnico y hasta ético. En dicho documento, además 
del alza de los precios de la gasolina y de los servicios públicos, 
existieron condiciones tan inverosímiles como la de congelar las 
pensiones jubilares y la paralización de préstamos quirografarios 
otorgados por el Instituto de Seguridad Social, pese a que dicho 
instituto supuestamente es autónomo del Gobierno central; la 
prohibición del uso de ventas anticipadas de petróleo como al¬ 
ternativa de financiamiento; el congelamiento de los sueldos y sa¬ 
larios de los servidores públicos; la eliminación de los subsidios 
de las empresas telefónicas y la implementación de un nuevo 
tarifario con “ayuda” del Banco Mundial y del BID; la entrega 
de la administración de las compañías eléctricas y telefónicas a 
"empresas internacionales privadas de prestigio”; y el estableci¬ 
miento de cláusulas de contingencia en el servicio de la deuda 
externa, pero... ¡a favor de los acreedores! Es decir, aunque sea 
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difícil de creer, nos obligábamos a pagar más deuda si los precios 
del petróleo superaban lo presupuestado y a reducir gastos sin 
tocar el servicio de la deuda si los precios estaban por debajo de 
lo presupuestado (FMI, 2003). Sin duda, se trató de la más ver¬ 
gonzosa e indigna carta de intención de la historia del Ecuador y 
seguramente una de las peores de toda Latinoamérica. 

\& política económica del Gobierno de Gutiérrez contradijo 
abiertamente los ofrecimientos de campaña y por lo que abruma¬ 
doramente el pueblo ecuatoriano se pronunció —y rechazó— en 
las urnas. De hecho, su primer ministro de Economía, Mauricio 
Pozo, conspicuo banquero, pertenecía al grupo del ex Presidente 
Osvaldo Hurtado y de la Fundación que éste dirige. Corporación 
para el Desarrollo (CORDES). Precisamente, la “política” que 
Pozo aplicó desde el Ministerio de Economía fue la que propuso 
Hurtado como candidato presidencial en las elecciones de 2002, 
propuesta que obtuvo poco más del 1% de los votos (sí, como lo 
lee, estimado lector, poco más que el uno por ciento de los votos). 
Incluso ciertas medidas, como el alza de la gasolina, constitu¬ 
yeron un deliberado engaño frente a compromisos concretos. 
Esto, que prácticamente pasa desapercibido en un país como 
Ecuador, sería simplemente inadmisible en un país desarrolla¬ 
do, ya que, además de atentar contra la democracia, destruye los 
valores éticos de una sociedad y el grado de conñanza que debe 
existir entre sus miembros, requisitos indispensables para la esta¬ 
bilidad democrática. 


El costo del anhelado “retorno” 
a los mercados internacionales 

La apreciación de la deuda pública externa también fue fruto de 
la política seguida desde enero de 2003 por el Gobierno de Lu- 
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cío Gutiérrez, el cual estuvo totalmente comprometido con los 
intereses del capital financiero nacional e internacional. Mauricio 
Pozo venía de ejercer la vicepresidencia de Produbanco, mientras 
que su viceministro de Economía era el máximo ejecutivo de la 
casa de valores del mismo banca Con Pozo comienza a funcionar 
el OCP y el FEIREP, lo que hace que los bonos Global 12 de la 
deuda ecuatoriana pasen de un valor de mercado de cerca del 60% 
en 2003, a venderse al año siguiente incluso más allá de su valor 
nominal, es decir, con “premio”, mientras que uno de los bancos 
tenedores de deuda era precisamente Produbanco (BCE, 2009). 

Con todo aquello, y después de cinco años de total obsecuen¬ 
cia con los intereses de los acreedores del país, aparentemente 
los mercados internacionales nos “aceptaron” de nuevo en su 
maternal seno, para asi poder acceder a nuevas fuentes de fi- 
nanciamiento. Estos supuestos “logros”, como es habitual en la 
discusión pública ecuatoriana, se asumieron como beneficios ob¬ 
tenidos prácticamente sin ningún costo, tan solo con base en po¬ 
líticas “prudentes y disciplinadas”, en oposición a políticas “po¬ 
pulistas” que irresponsablemente querían tomar otros caminos. 

En realidad, el costo para el país fue enorme. I^a extracción 
de recursos de la economía por medio del FEIREP y de los más 
grandes superávits públicos primarios —es decir, el resultado 
fiscal antes del servicio de deuda— de América Latina, ocasio¬ 
naron que en los años del “guderrato” tuviéramos las tasas de 
(rcumiento no petrolero más bajas de la última década, con la 
obvia excepción del año de la crisis, por lo que la tasa de des¬ 
empleo pasó de 9,2% en 2002 a 11,5% en 2004, lo que significó 
que cerca de 150.000 nuevos descmplcados fueran sacrificados 
rn el altar de los mercados internacionales, y, de hecho, que en el 
•ño 2004 termináramos con menos puestos de trabajo que a fina- 
I* del año 2002 (BCE, 2005). Para ilustrar cómo todo esto fue 
deliberado y qué se pudo hacer para evitarlo, observemos que la 
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Organización Internacional del Trabajo (OIT) consideraba que 
liberando 400 millones de las cuentas fiscales, esto es, reduciendo 
el superávit primario en alrededor de 1,3% del PIB de 2002, se 
podían generar de 40.000 a 50.000 empleos por año (OIT, 2002). 
Pese a este escándalo, la burocracia internacional, la banca y los 
pseudoanalistas económicos que pululan en el país —frecuen¬ 
temente pagados por los propios bancos—, no se cansaban de 
rendir loas a dicha política económica “ortodoxa, conservadora 
y prudente”. lamentablemente, en este como en muchos otros 
ámbitos, el país es incapaz de relacionar causas con efectos. 


La imposibilidad de “ausencia de color” 

Pozo es uno de los principales representantes de los economis¬ 
tas neoliberales del país. Entre muchos otros disparates, llegó a 
manifestar que la política económica “no tiene color” y que res¬ 
pondía exclusivamente a factores técnicos, cuando en realidad la 
política económica, por definición, es un campo netamente nor¬ 
mativo de la Economía, es decir, responde a intereses y juicios de 
valor. Como mencionamos anteriormente, la política económica 
en el Gobierno de Gutiérrez simplemente trató de profundizar 
una estrategia de desarrollo que ni siquiera puede decirse que se 
agotó, pues en realidad nunca funcionó. 

Sin embargo, para justificar los drásticos, contractivos e in¬ 
equitativos ajustes que se trataron de realizar en la economía na¬ 
cional durante el gutierrato, se manejó el discurso de la debacle 
fiscal, el cual también lo hicieron suyo los indígenas y los grupos 
sociales que participaron —al menos inicialmente— en dicho 
Gobierno, y que no es nada nuevo en Latinoamérica, pues desde 
la óptica del Consenso de Washington, todo empieza y termina 
por el “problema” fiscal. Para ello, en el caso ecuatoriano, se pre- 
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sentaron cifras realmente dramáticas en cuanto al déficit fiscal, al 
cual se situó en prácticamente un 30% del presupuesto y más del 
7% del PIB. Resultaba curioso que, con este descomunal déficit, 
en el Ministerio de Economía se ratificaran cuatro subsecretarios 
del anterior régimen. Cabe recordar que el mismo discurso de 
quiebra fiscal se manejó a mediados del año 2002 para justificar 
la urgencia de la firma de un acuerdo con el FM1, el cual final¬ 
mente no pudo concretar el Gobierno de Gustavo Noboa. 

En realidad, desde la crisis de 1999 Ecuador ha estado entre los 
países con mejores resultados fiscales de 1 .atinoamérica, lo cual, 
como manifestamos anteriormente, no es necesariamente bueno, 
ya que existe una gran diferencia entre estar delgado por practicar 
deportes, es decir, superávits por una mayor eficiencia en las recau¬ 
daciones y en el gasto público, a estarlo por haberse cosido la boca, 
es decir, la contracción del gasto público a cualquier costo. 

,;Por qué, entonces, insistir en el ajuste fiscal, con sus impli¬ 
caciones recesivas? Además del fúndamentalismo ideológico y 
priorización del servicio de deuda, porque frente a los gravísimos 
desequilibrios externos que se generaron como consecuencia de 
la dolarización se intentaba utilizar una política fiscal contractiva 
para controlar demanda agregada y, de esta forma, disminuir el 
desequilibrio externo. lamentablemente, pese al alto y costoso 
esfuerzo fiscal, la probabilidad de revertir el desequilibrio exter¬ 
no de esta forma era prácticamente nula, ya que, claramente, no 
se trataba de un problema de nivel de demanda, sino de estructura 
de demanda, donde dada una inflación acumulada de más del 
I S()% desde que se implemento la dolarización, se requeriría re¬ 
cuperar el tipo de cambio nominal para poder corregir los pre- 
t ios relativos y orientar la demanda hacia bienes nacionales, o, en 
»u defecto, utilizar una activa política comercial con un inteligen¬ 
te manejo de aranceles, lo cual atentaba contra el catecismo del 
( onsenso de Washington. 
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Finalmente, cabe destacar que este discurso de “desastre fiscal” 
también fue utilizado en Argentina y en el Este Asiático —eco¬ 
nomías en ese entonces con sistemas de cambio fijo— para jus¬ 
tificar los ajustes fiscales recesivos y regresivos que se realizaron 
con el apoyo del FMI. Sin embargo, estas políticas contractivas 
empeoraron al sector real, exacerbaron tensiones sociales y, lejos 
de evitar la crisis, la precipitaron. Como manifiesta Joseph Sti- 
glitz, Premio Nobel de Economía de 2001, “rara vez se restaura 
la confianza con políticas que dirigen a las economías a mayores 
depresiones” (Stiglitz, 2002). 


¿Culpables los asalariados del sector público? 

El reiterado argumento del incremento de los salarios públicos 
como principal causa del problema fiscal merece una considera¬ 
ción aparte, pues es la fiel representación de la economía política 
detrás de los ajustes, la cual pretende pasar el peso de la crisis 
sobre los asalariados, mientras que se privilegian los rendimien¬ 
tos de capital y ni siquiera se menciona la corrección de precios 
claramente distorsionados, tales como las tasas de interés. 

La masa salarial del sector público no financiero alcanzó 
1.690,5 millones de dólares en 1998, esto es, 8,6% del PIB. Debi¬ 
do a la crisis de 1999 esta masa salarial se redujo a 990,7 millones 
de dólares en el año 2000, esto es, un decrecimiento del 41,4%. 
Lo que se hizo en los años posteriores fue tratar de rteuptrar los 
salarios del sector público, ubicándose en 2004 en menos del 8% 
del PIB, es decir, menores niveles relativos que antes de la crisis 
(BCE, 2002 y 2008). 

El análisis simplista y escandalizador del incremento en los sa¬ 
larios públicos que se mantuvo en Ecuador en los últimos años, 
sin considerar su brutal caída en 1999 y 2000, es una verdad a 
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medias que refleja ingenuidad extrema o deshonestidad intelec¬ 
tual. En realidad, en otra muestra de la economía política detrás 
de la política económica, se pretendía que los salarios públicos 
fueran la variable de ajuste frente a la crisis, lo cual no es ético y 
ni siquiera técnico, pues habría que pensar qué hubiese sucedido 
con el crecimiento económico en estos años sin la recuperación 
de los salarios de los servidores públicos. 


La “política realista” 

Uno de los argumentos más recurrentes para justificar tanta 
mediocridad, era que en la interdependencia del Ecuador con 
el mundo no se podía tener una política soberana y había que 
someterse a las exigencias del sistema imperante. 

Aunque, ciertamente, mientras más graves y urgentes son los 
problemas, menos alternativas de política existen en el corto pla¬ 
zo, es claro que siempre hay un margen de acción, el cual se amplía 
en el largo plazo para dar la posibilidad de construir un proyecto 
verdaderamente nacional. Ni siquiera se trata de ser imaginativos, 
como frecuentemente se comenta, pues hay pocas cosas nuevas 
en economía. Se trata básicamente de tener la voluntad política 
y la capacidad técnica para aplicar medidas económicas, incluso 
ile corto plazo, que obedezcan realmente a objetivos nacionales, 
y no sean tan solo el reflejo de las percepciones y conveniencias 
de los países y grupos dominantes. 

I I problema de la política económica del Presidente Gutiérrez 
no fue de ausencia de margen de acción. Como se manifestó en 
párrafos anteriores, deliberadamente se trató de consolidar un 
modelo de desarrollo ya en crisis en el resto del mundo, rechaza¬ 
do abrumadoramente en las urnas, y que fue un fracaso en cuan- 
t< * a eficiencia y equidad en América Latina. En suma, el Ecuador 
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siguió con la aplicación de esquemas que destruyeron a las eco¬ 
nomías del mundo subdesarrollado, que deterioraron su medio 
ambiente, que generaron mayores exclusiones sociales, que pu¬ 
sieron en riesgo sus democracias, y cuyo factor determinante no 
fue el desarrollo, sino acomodar sumisamente las economías a 
las demandas de los intereses transnacionales y al servicio de la 
deuda externa. 

Aunque es claro que no todo se puede hacer en economía, 
también es claro que no se tenía que hacer lo mismo de siempre, 
y más aún, lo mismo de lo peor. 
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8. EL POPULISMO DEL CAPITAL 


El control inflacionario como principio 
y fin de la política económica 

Dada la inestabilidad de precios de los años ochenta y los funda¬ 
mentos de la nueva estrategia de desarrollo, la política económica 
de corto plazo se orientó a estabilizar los precios de la economía, 
es decir, al control de la inflación. De acuerdo con el paradig¬ 
ma vigente, dicha estabilización constituía la condición necesa¬ 
ria —que luego el fúndamentalismo la convirtió en condición 
prácticamente suficiente— para lograr el desarrollo a través de 
una adecuada asignación de recursos por medio de los mercados 
nacionales e internacionales. Lamentablemente, este énfasis en 
el control inflacionario produjo una confusión de medios con fi¬ 
nes, puesto que la minimización de la inflación se convirtió en el 
objetivo prioritario e incluso excluyeme de la política económica, 
postergando objetivos tales como crecimiento y generación de 
empleo, y muchas veces sacrificando estos últimos en función de 
lu macroestabilización de precios. 

Por ejemplo, en el caso de la política monetaria, en toda Amé¬ 
rica Latina se establecieron bancos centrales autónomos de los 
(iobiemos centrales y orientados exclusivamente al control de la 
Inflación. Sin embargo, no existe evidencia robusta que relacio¬ 
ne mayor independencia del banco central con mayores tasas de 
n enmiento. Por el contrario, bancos centrales dependientes de 
!•>» C iobiemos centrales y comprometidos con políticas de cre- 
i Imiento jugaron un rol fundamental en el desarrollo de países 
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como Japón y Corea. De hecho, hasta los años setenta del siglo 
pasado la misión fundamental de la Federal Reserve (FED), el 
banco central de Estados Unidos, fue velar por la generación de 
empleo y el crecimiento económico. Frente a las presiones infla¬ 
cionarias vividas por la Guerra de Vietnam, y una vez superados 
los traumas de la (irán Depresión, fue solamente a partir de los 
años setenta que se incluyó como un segundo objetivo funda¬ 
mental cuidar la estabilidad de precios. 

Más aún, la pérdida de gobernabilidad que puede producir un 
banco central totalmente autónomo del Gobierno Central —fac¬ 
tor extremadamente importante en la realidad latinoamericana— 
puede superar con creces las supuestas ganancias de su mayor 
independencia. Un buen ejemplo de aquello es la desc<.H>rdina- 
ción mostrada por el Banco Central y el Gobierno central del 
Ecuador para enfrentar la crisis financiera y monetaria de 1999, 
como ya lo manifestamos en el capítulo 4. 

En realidad, mientras que detener una alta inflación es necesa¬ 
rio para el crecimiento, la minimiración de ¡a inflación no provee más 
crecimiento. Bruno y Easterly (1996) han estimado que inflaciones 
mayores al 40% afectan el crecimiento económico, mientras que 
por debajo de ese umbral no existe evidencia de que menor in¬ 
flación esté correlacionada con mayor crecimiento. Independien¬ 
temente de si el umbral estimado es el correcto, estos resultados 
verifican la hipótesis de la asimetría en cuanto a los impactos de 
la inflación. De hecho, aquí nuevamente se incurre tal vez en 
el error favorito de nuestros economistas ortodoxos: el análisis 
contrafacrual. Es decir, ya que indudablemente una alta inflación 
es mala, concluyo que mientras más baja esta sea, será mejor. 
Siempre nos imaginamos lo terrible que sería que esta clase de 
economistas hubiesen sido médicos, ya que habrían llegado a la 
brillante conclusión de que como la fiebre es mala, mientras más 
baja la temperatura corporal... ¡mejor! 
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Para popularizar la obsesión del control inflacionario se ha 
vendido mucho la idea de que se trata del peor impuesto para 
los pobres, listo puede ser cierto, siemprey cuando no baya las ade¬ 
cuadas compensaciones. Sin embargo, si lo que se quiere es ayudar a 
los pobres, existen mecanismos más eficaces que políticas que 
destruyen el sector real de la economía y, finalmente, perjudican 
a esos mismos pobres que se dice defender. Para el caso ecuato¬ 
riano, I>eón y Vos (2000) presentan evidencia de que la pobreza 
aumentó durante períodos de alta infiación y disminuyó durante 
el período 1991-1997 en que se redujo la inflación. Sin embargo, 
durante dicho período la inflación promedio del país fue de 36% 
y, como los mismos autores señalan, la reducción de la pobreza 
obedeció a mejoras salariales que permitieron recuperar el ingre¬ 
so real de los trabajadores. 

Rn realidad, una inflación baja y adecuadamente anticipada, ni 
teórica ni empíricamente tiene grandes efectos sobre crecimien¬ 
to o distribución, menos aún si existen las adecuadas compensa¬ 
ciones, como por ejemplo, ajustes salariales, líntonces, ¿a qué o 
a quiénes responden estas clases de política? Para contestar esta 
pregunta es necesario señalar que existe solamente un costo pro¬ 
veniente de la inflación que es prácticamente imposible de evitar, 
incluso si se tiene una inflación pequeña y anticipada: la pérdida 
de valor de los activos líquidos. A manera de ejemplo, si alguien 
tiene 100 dólares en su bolsillo y un kilo de papas cuesta 1 dó¬ 
lar. significará entonces que tiene 100 kilos de papas. Si luego 
ocurre una inflación del 10%, y ahora el kilo de papas cuesta 1,1 
dólar, esa misma persona tendrá solo aproximadamente 90 kilos 
de papas. Es necesario anotar que esta pérdida por la inflación 
constituye un costo para los tenedores de activos líquidos, pero 
no una pérdida neta para la sociedad, pues en realidad representa 
una transferencia de recursos hacia la autoridad central que respal¬ 
da la moneda, en lo que se conoce como el impuesto inflacionario. 
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Piénsese en el dinero como una obligación de la autoridad que 
lo emite. Ahora, por la misma cantidad de dinero esta autoridad 
debe responder menos en términos reales. En otras palabras, 
¿quién se cogió los 10 kilos de papas? El Gobierno. 

Imagínense entonces la pérdida para los tenedores de activos 
líquidos cuando no hablamos de 100 dólares sino de miles de 
millones de dólares. ¿Cuál es el sector de la economía que mane¬ 
ja estas cantidades de activos líquidos? El sector financiero. De 
esta forma, es básicamente el sector financiero de la economía, 
tenedor de activos líquidos en grandes cantidades, el que tiende a 
descapitalizarse con la inflación, lo cual verifica nuevamente que 
la política económica aplicada en América latina en las últimas 
décadas ha tenido como condición básica proteger al capital fi¬ 
nanciero, independientemente de los costos que esto cause en 
los demás agentes y en la economía en su conjunto. 


Costos de las políticas hooverianas 

Como parte del dogma de la estabilidad, encontramos la estigma- 
dzadón a todo aquel que disiente con sus simplistas postulados, 
de tal forma que solamente existen dos categorías de economis¬ 
tas: o amantes de la estabilidad, y, en consecuencia, supuesta¬ 
mente disciplinados y prudentes, o populistas, difuso término 
que sirve para encasillar a todo aquel que no esté con el paradig¬ 
ma dominante. 

Sin embargo, cada vez existe más evidencia sobre las costosas 
consecuencias de estas políticas en cuanto a empleo y crecimien¬ 
to. Por ejemplo, CEPAL señala claramente que los desalentadores 
resultados económicos obtenidos en América Latina se debían a 
las “políticas de gestión macroeconómica basadas en un concep¬ 
to de estabilidad restringido al control de la inflación y del déficit 
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público, en las que se ignoran las importantes repercusiones para 
el sector real de la economía” (CEPAL, 2002). 

Desde el lado de las empresas, los efectos de largo plazo de este 
tipo de políticas pueden ser muy graves, puesto que existe una 
asimetría entre la facilidad con que se pueden destruir empresas 
por políticas equivocadas, y la dificultad de crear nuevas empre¬ 
sas con las políticas acertadas. I propia estrategia de las empre¬ 
sas para enfrentar un entorno económico adverso puede llevar a 
impactos de largo plazo, como por ejemplo cuando se sacrifica 
presupuesto para capacitación e investigación. Además, con des¬ 
trucción de empresas y trabajadores descmplcados es muy difícil 
que se produzcan dinámicas fundamentales para la competiti- 
vidad como núcleos industriales y los procesos de “aprender- 
haciendo”. El resultado es entonces una menor productividad de 
los factores en el futuro, mayor incertidumbre como producto de 
la volatilidad del crecimiento, y, en consecuencia, menor inver¬ 
sión (Stiglitz, 1998). 

1.a prioridad excluyeme de la estabilización de precios como 
objetivo de política económica también significó en la práctica 
el abandono de una política fiscal orientada a mantener el pleno 
empleo de los recursos en la economía. De hecho, la política 
fiscal se convirtió frecuentemente en pro-cíclica, es decir que, 
en lugar de atenuar, agravaba los episodios de recesión y desem¬ 
pleo, debido a la búsqueda de altos superávits fiscales indepen¬ 
dientemente de la situación del sector real de la economía; para 
controlar la demanda agregada y la inflación, pero también, y 
probablemente sobretodo, para liberar recursos que sirvieran a 
la deuda pública. 

Paradójicamente, estas políticas fiscales han sido impulsadas 
r incluso impuestas por el FMJ, organismo creado en 1944 bajo 
la influencia de las ideas kcynesianas y cuyo objetivo era, prcci- 
Mmente, relajar la restricción financiera de los Gobiernos na- 
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cionales para poder realizar una política anti-ciclica y mantener 
estabilizado el nivel de demanda agregada global. 

Finalmente, estas políticas “hooverianas” —en referencia al 
Presidente Hoover, quien en los inicios de la Gran Depresión 
norteamericana de la década de los treinta profundizó la crisis 
con esta clase de medidas— pueden agravar el problema fiscal en 
lugar de solucionarlo, ya que la contracción de la economía redu¬ 
ce ingresos fiscales, y, de esta forma, se generan déficits endóge¬ 
nos, como ocurrió en Argentina (Rubini, 2003; Keifman 2004). 


La rentabilidad politica del discurso antiinflacionario 

Normalmente toda inflación puede ser controlada con políticas 
fiscales y monetarias recesivas. Con dichas políticas contractivas 
normalmente es tan solo un pequeño porcentaje de la población 
el que queda sin empleo, por lo que este estará terriblemente mal, 
más aún en países sin seguro de desempleo. No obstante lo ante¬ 
rior, de lograrse reducir la inflación, la mayoría de la población es¬ 
taría probablemente un poco mejor. Al final del día, los pocos muy 
perjudicados, y los muchos algo beneficiados, tienen un voto cada 
uno, y la cruzada antiinflacionaria tendrá un gran soporte político, 
pese a que no es en absoluto claro si el bienestar social mejoró. 
Por ello el discurso antiinflacionario es politicamente muy renta¬ 
ble, más aún en países como Ecuador, donde no se disciernen las 
fuentes de la inflación, ni se relacionan causas con efectos. 

La magnitud del ajuste y los costos de este variarán de acuerdo 
con la naturaleza de la inflación. Hay inflaciones que son muy 
sencillas y relativamente poco costosas de detener. Por ejemplo, 
si el origen de la inflación es emisión inorgánica, la respuesta 
de política económica será obvia —parar dicha emisión inorgá¬ 
nica— y probablemente los costos de abatir la inflación serán 
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bajos. Pero si los orígenes de esa inflación son costos externos, 
desastres naturales o, en el caso de un país dolarizado como el 
Ecuador, depreciación del dólar, aplicar una política contractiva 
para tratar de controlar dicha inflación —también llamada infla¬ 
ción por costos— puede significar inmensos y negativos impac¬ 
tos sociales. 

Es entonces imperativo tener claro que el nivel de inflación 
no es un indicador de bienestar, y que lo deseable de políticas 
contractivas para reducirla debe depender de un análisis costo- 
beneficio. Para graficar lo anterior con un ejemplo extremo, un 
Ciobierno cuya obsesión, independientemente de sus causas y 
c< msecuencias, es el control inflacionario, podría dejar sin empleo 
ni ingreso a toda la población, y de seguro bajaría la inflación, sin 
que esto signifique que mejoró el bienestar social. En otras pala¬ 
bras, en los cementerios, ¡por supuesto que no hay inflación! 

1 .a versión más extrema del “dogma de la estabilidad” y de su 
uso político es, sin duda, la dolarización ecuatoriana. Un tipo 
de cambio fijo irreversible, en una economía abierta, pequeña 
y tic baja productividad es claramente un disparate técnico, que 
seguramente algún día controlará la inflación, pero que puede 
terminar quebrando al sector real de la economía. Como acerta¬ 
damente manifiesta Stiglitz (1998), la dolarización controla infla¬ 
ción... ¡y nada más! 


La satanización de todo gasto público 

Tal vez el ejemplo más representativo de esta clase de políticas 
fueron las mal llamadas “leyes de disciplina fiscal” que se impu- 
•icron a lo largo y ancho de América latina. En Ecuador, dicha 
lev, llamada oficialmente “Ley de Responsabilidad, Estabilización 
V Transparencia Fiscal”, la misma que creó el FEIREP y era, en 
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cruel eufemismo, llamada “Ley de Transparencia Fiscal”, limi¬ 
taba el crecimiento del gasto público, independientemente de la 
situación de la economía y de las necesidades dei país. En efecto, 
excluyendo el sen-icio de deuda, el cual no tenia ningún límite, 
el gasto público —ya sea corriente o de capital, permanente o 
temporal, para educación o salud— podía crecer un máximo del 
3,5% anual en términos reales. 

Para ejemplificar el absurdo que significaba esta nefasta ley, si 
el país descubría uranio y obtenía billones de dólares anuales, el 
Estado no podía construir una simple represa hidroeléctrica, pues 
era sencillamente... ¡ilegal! En consecuencia, la represa debía ser 
construida solamente por el sector privado y los fondos públicos 
extraordinarios tenían que ser utilizados únicamente para pagar 
deuda. En esto precisamente consistía la economía política de¬ 
trás de esta absurda ley: la pretensión de maximizar los recursos 
disponibles para el pago de deuda y, por otro lado, el fundamen- 
talismo ideológico que buscaba que cualquier inversión fuese ex¬ 
clusivamente con capital privado. En otras palabras, la ley buscaba 
nuevamente y por todos los medios complacer al capital privado, 
sin necesariamente importar el desarrollo nacional. 

En principio, y aunque la ley de transparencia ni siquiera aque¬ 
llo hizo, los economistas ortodoxos discriminan entre gasto pú¬ 
blico corriente y gasto público para inversión, satanizando bá¬ 
sicamente al primero de estos. Sin embargo, incluso limitar el 
gasto corriente no siempre es una adecuada idea y responde a un 
concepto equivocado y a las habituales confusiones entre el aná¬ 
lisis contable y el análisis económico. Gasto corriente es aquella 
erogación que no tiene como contrapartida la generación de un 
activo, pero muchas veces se considera a ciertos gastos como 
corrientes, solamente porque el activo que generan es de dificil 
contabilización. Por ejemplo, para toda persona razonable tener 
un gran recurso humano constituye un fundamental activo para 
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una sociedad. Sin embargo, ios sueldos de maestros son tomados 
como gasto corriente, pese a que indudablemente suficientes y 
bien pagados maestros generan por medio de la educación un 
recurso humano mucho mejor. Si bien para nadie es deseable 
tener mayor gasto corriente por exceso de burocracia, en Ecua¬ 
dor, bajo estos dogmatismos, desde 1997 hasta 2005 no se abrió 
ninguna nueva partida docente, generando un déficit de 12.000 
partidas en el sistema de educación público, uno de los motivos 
por los cuales todas las evaluaciones demostraban el pésimo es¬ 
tado del sistema educativo ecuatoriano. 

la satanización del gasto corriente, cuando nuestros queridos 
economistas ortodoxos actúan de buena fe, lo que busca es evitar 
desequilibrios fiscales bajo el supuesto de que no existe suficien¬ 
te ingreso permanente con el cual financiarlos. Pero aquí también 
existe un grave error conceptual: lo que se debe buscar es respal¬ 
dar el gasto permanente con ingreso permanente , y no necesariamente 
todo gasto corriente con ingreso permanente. Es decir, mientras que 
en principio todo gasto permanente es gasto corriente, lo contrario 
no es cierto. Tome por ejemplo una campaña de vacunación para 
erradicar alguna enfermedad como la polio: además de obviamente 
mejorar el recurso humano —lo cual económicamente hablando 
se llama inversión— será un gasto por un período determinado de 
tiempo, pero, dentro del enfoque contable que predomina en los 
economistas ortodoxos, seguirá siendo, sin más, gasto corriente. 


Desbaratando la falacia de la prudencia 

< orno mencionamos, todas estas políticas de presentaron como 
"prudentes”, haciéndonos creer subliminalmente que en la eco¬ 
nomía y en la vida, independientemente de las circunstancias, el 
ahorro siempre es una virtud. Como de costumbre, estas tonte- 
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rías no resisten el menor análisis. .¿Qué diría el ama de casa cuya 
vivienda se está incendiando y se le impide comprar el extintor 
en función de la “virtud” del ahorro? ¿Qué diría el empresario 
cuya máquina, base de su negocio, colapso y se le pide no com¬ 
prar una nueva en nombre de la “prudencia”? ¿Qué opinaría la 
comunidad del padre de familia cuyo hijo está gravemente en¬ 
fermo y no lo lleva al médico con el fin de “disminuir el gasto 
corriente”? Algún sesudo analista observará de inmediato que 
estos son ejemplos microeconómicos. Pero resulta que en la 
instancia macroeconómica el absurdo es aún mayor. Un ahorro 
fiscal inadecuado, como se mencionó anteriormente, genera la 
bien conocida “paradoja de la frugalidad”, consistente en que al 
sacar recursos del flujo circular de la economía, el efecto recesivo 
que esto provoca puede ocasionar a futuro una reducción del 
ingreso nacional que disminuya aún más el ahorro e incremente 
los déficits fiscales. Como se mencionó en el capítulo 7, la eco¬ 
nomía ecuatoriana en promedio por cada 10 mil dólares genera 
un puesto de trabajo. Dejar, por ejemplo, 100 millones fuera del 
flujo de la economía significa dejar de generar 10 mil puestos de 
trabajo, lo cual está muy lejos de ser una virtud (OIT, 2002). Es 
decir, la supuesta prudencia en realidad ha sido la mayor impru¬ 
dencia, puesto que sencillamente las sociedades latinoamerica¬ 
nas, tan necesitadas de infraestructura, educación, salud, empleo, 
etcétera, ya no aguantan más. 

¿Cómo entender todos aquellos fonditos que proliferaron en 
América Latina, supuestamente por la “virtud del ahorro”, cuan¬ 
do al mismo tiempo se tenía necesidad de financiamicnto? ¿Cómo 
se puede fideicomisar supuestamente ahorro público cuando se 
preveían déficits presupuestarios? En realidad, el supuesto ahorro 
forzoso que imponían ciertas leyes no era tal, puesto que signifi¬ 
caba tan solo cubrir un hueco abriendo otro, y, en consecuencia, 
no reducía el monto de la deuda. En Ecuador se llegó al absurdo 
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de tener miles de millones de dólares en fondos fídeicomisados 
con bajísimos rendimientos, para la “época de las vacas flacas” 
—que para el poder dominante no es otra cosa que garantizar el 
pago de la deuda externa en caso de crisis— mientras que el país 
tenía que endeudarse a tasas mucho más altas para cubrir inelu¬ 
dibles compromisos. De esta forma, este absurdo “bicicleteo” 
financiero sólo serna para revalorizar los bonos de deuda. 

Pero incluso si se tenía realmente capacidad de ahorro, para la 
toma de decisiones en economía es básico el concepto de costo 
de oportunidad ’ es decir, el beneficio que se deja de recibir por los 
recursos si estos estuvieran asignados a sus usos más valiosos, 
y los lectores pueden tener la seguridad de que el mejor uso de 
esos recursos nunca es, independientemente de que se tenga o no 
capacidad de ahorro, tener el dinero prácticamente congelado 
en absurdos fideicomisos, que incluso contradecían uno de los 
pilares de la macroeconomía, que es tratar de que el ahorro flu¬ 
ya de la forma más eficiente a la inversión productiva. En otras 
palabras, en ninguna sociedad, peor aún si esta es pobre, tener el 
ahorro bajo el colchón es eficiente. 

En realidad, estas políticas fiscales que se presentaron como 
"disciplinadas y prudentes”, aunque representaban altos costos 
en cuanto a crecimiento, empleo y bienestar eran altamente im¬ 
prudentes c incluso irresponsables. Por ejemplo, en el caso de 
I '.cuador, lo que hizo la Ley de Transparencia Fiscal fue ilega- 
li/ar la inversión pública, y con ello, pese a la recuperación de 
los precios del petróleo, postergar las indispensables obras de 
Infraestructura que requería el país y que solo se podían hacer 
con la participación del sector público, inversiones tales como 
reconstrucción vial, sistema de control de inundaciones, gene¬ 
ración eléctrica, refinerías, etcétera, cuya ausencia ha costado al 
país miles de millones de dólares anuales. Aquí hay una lección 
muy clara para nuestros estudiantes de Economía, para que nun- 
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ca más se dejen engañar por falacias sin el menor sustento: no hay 
mayor prudencia que saber invertir. 


La verdadera estabilidad económica 

Como mencionamos anteriormente, la política económica es nor¬ 
mativa, es decir, responde a ideologías, juicios de valor, y, lamen¬ 
tablemente en forma bastante frecuente, a intereses particulares. 
Durante demasiado tiempo en América Latina, y concretamente 
en Ecuador, se aplicó una política económica básicamente en 
función del capital, especialmente el financiero. Para legitimar 
esta opción de política, no se dudó en distorsionar conceptos tan 
fundamentales como la estabilización económica, la cual se re¬ 
dujo al simple control de la inflación; en limitar el ámbito de la 
política económica a la simple programación fiscal que garantice 
excedentes para maximizar el pago de la deuda pública; y en al¬ 
terar prioridades, incluso éticas, como la supremacía del trabajo 
humano sobre el capital, donde la variable de ajuste pretendió 
ser los salarios del sector público, y no, por ejemplo, el servicio 
de la deuda. 

Los países latinoamericanos deben superar la simpleza del 
control de la inflación como sinónimo de estabilidad económica, 
y, peor aún, como fin último de la política económica. El obje¬ 
tivo final de la economía es el bienestar humana En general, 
utilizamos proxys para reflejar los cambios en dicho bienestar, 
y tradicionalmente estas han sido el crecimiento económico y la 
generación de empleo productivo. El crecimiento económico, un 
concepto bastante cuestionado al menos en su forma de medi¬ 
ción (ver recuadro 8.1), en principio significa que a mayor cano 
dad de bienes y servicios que puede generar una sociedad, mayor 
capacidad para satisfacer necesidades tiene y, en consecuencia. 
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mayor nivel de bienestar. En cuanto a lo segundo, la generación 
de empleo productivo, se explica por sí mismo, es para muchos, 
por sí solo, el mayor indicador de progreso económico y social. 
La verdadera estabilidad en economía, en consecuencia, es tratar 
de alcanzar el mayor nivel de crecimiento y empleo productivo 
sosterúbles en el tiempo, lo cual en principio nos daña mayor 
capacidad para satisfacer necesidades y para que cada ciudadano 
se gane el sustento dignamente. 

Paradójicamente, el dogma de la estabilidad de precios no solo 
ha omitido sino que muchas veces ha contradicho directamente 
la verdadera estabilidad, en una grave confusión de medios con 
tiñes. Desde otro enfoque, la verdadera estabilidad económica 
supone que la situación es deseable, es decir, obtener la mayor 
cantidad de crecimiento y empleo, y perdurable , o sea sostenible 
en el tiempo. En consecuencia, una situación simplemente “es¬ 
table” pero no deseable, no es realmente estabilidad económica, 
por ejemplo, como se ha manifestado hasta el cansancio, tener 
estabilidad de precios a costa de un gran nivel de desempleo De 
igual manera, endeudándonos mucho o depredando la naturale¬ 
za para tener altos niveles de crecimiento y empleo actual, pero 
< ocasionando mayores problemas en el futuro, tampoco significa 
estabilidad. Hablando en términos más técnicos, la verdadera es¬ 
tabilidad en economía significa una situación de equilibrio ma- 
t rocconómico, sin acumulación de deuda y con el máximo nivel 
de empleo 

No obstante lo anterior, la mayoría de las supuestas “estabili¬ 
zaciones” realizadas en Latinoamérica, basadas en los llamados 
programas de ajuste estructural ’ no lograron situaciones ni desea¬ 
bles ni sostenibles, pues se basaron en la disminución del creci¬ 
miento, destrucción de empleo y deterioro de las condiciones 
lucíales, e incluso, como veremos más adelante, dejaron a las 
o onomías de la región más vulnerables a factores externos. 
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Al final del día lo que nos permite maximizar crecimiento y 
empleo en forma sostenible son la cantidad de recursos natu¬ 
rales, humanos, tecnológicos y productivos en general que tiene 
una sociedad, por lo que con este razonamiento volvemos a la 
economía a su verdadera esencia: una ciencia de variables reales , no 
de variables nominales. 


Recuadro 8.1 Los probij-mas de la tasa de crecimiento 


La tasa de crecimiento de la economía, para muchos el principal 
indicador de “éxito” económico, no es otra cosa que la varia¬ 
ción porcentual de la producción de un país. Sin embargo, dicha 
producción, conocida técnicamente como el Producto Interno 
Bruto (PIB), se mide en términos monetarios, lo cual implica 
su principal limitación: obvia o subvalora cualquier cosa que no 
tenga precios de mercado, en otras palabras, cualquier cosa que 
no sea mercancía. De esta forma, el PIB mide esencialmente la 
producción de mercancías, dejando afuera toda la producción 
para el autoconsumo, subestimando enormemente la produc¬ 
ción pública, y no contabilizando el consumo de bienes con gran 
valor pero sin precio de mercado, como por ejemplo, el medio 
ambiente. Todo lo anterior, puede permitir barbaridades tan ex¬ 
tremas como que un país muestre grandes tasas de crecimiento 
pero que, en realidad, esté destruyendo más de lo que produce, 
ya que dicha producción puede estar basada en un daño am¬ 
biental mucho mayor que el valor de los bienes generados. 

Otra de las grandes limitaciones de la tasa de crecimiento como 
proxy del éxito económico y de bienestar, está en que no con¬ 
sidera en absoluto cuestiones de distribución. De esta forma, y 
como frecuentemente ha ocurrido en América latina, podemos 
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tener “exitosas” economías con altas tasas de crecimiento, pero 
simultáneamente un incremento de la pobreza, y para econo¬ 
mías tan desiguales como las latinoamericanas, tal vez el mejor 
indicador de éxito económico es sencillamente la disminución 
de la pobreza absoluta. 

Se argumenta frecuentemente que sin crecimiento no hay desa¬ 
rrollo. listo pudiera ser cierto si se contabilizara adecuadamente 
la producción. Sin embargo, aún así esta afirmación es cuestio¬ 
nable y por ello existen muchos movimientos, sobre todo en 
países desarrollados donde ya se han satisfecho las necesidades 
de base, que pregonan el “crecimiento 0” como una forma de 
aliviar los problemas ecológicos del planeta. Ix> que queda claro 
es que para el objetivo final de la economía, esto es, bienestar 
humano, algo tan importante como producir es distribuir. Por 
ejemplo, en Ecuador, con la producción actual, pero con una 
distribución socialmente más equitativa de los frutos de esa pro¬ 
ducción, se podría eliminar con creces la pobreza. 


Necesidad de políticas económicas soberanas 

I a inestabilidad económica observada durante los años ochenta 
fue fruto básicamente de los desequilibrios causados en los sec¬ 
tores externo y fiscal por la mala implementación de los procesos 
industrializadores, así como por el servicio de la deuda externa, 
este último exacerbado con el incremento de las tasas de interés 
en 1982. Hoy, estas fuentes de inestabilidad, aunque siguen vi¬ 
gentes, han sido fuertemente atenuadas. Sin embargo, durante la 
«locada de los años noventa aparecieron nuevas y graves fuentes 
«lo inestabilidad, las cuales se han traducido en recurrentes crisis 
monetarias y de balanza de pagos, y han afectado gravemente el 
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crecimiento y la generación de empleo en la región. En la raíz de 
estos problemas se encuentra la estrategia de desarrollo seguida. 
De acuerdo con la CEPAL, refiriéndose a las reformas estructu¬ 
rales neoliberales, existe una “mayor vulnerabilidad macrocconó- 
mica de los países en desarrollo ante los choques externos, que 
contrasta, además, con los menores y muy limitados instrumen¬ 
tos de que disponen para hacerles frente” (CEPAL, 2002). Sin 
duda, la reforma más nociva en este sentido ha sido la liberaliza- 
ción financiera y la alta movilidad internacional de capitales que 
esta conlleva. Solamente las transacciones cambiarías diarias en 
el mundo alcanzan 1,2 billones de dólares por día, es decir, cerca 
de 40 veces la producción anual de un país como Ecuador. En 
un mundo de tan alta movilidad de capitales, simplemente parece 
imposible para países pequeños y en desarrollo tener estabilidad 
de precios, y, lo que es más importante, estabilidad en el creci¬ 
miento y empleo, 

De hecho, la alta movilidad de capitales es una de las carac¬ 
terísticas más criticada de la globalización económica neolibe¬ 
ral, precisamente por la pérdida de las políticas nacionales así 
como por los grandes destrozos que la especulación financiera 
internacional ha causado en los países en desarrollo, crisis que 
frecuentemente no son consecuencia de acciones directas de los 
países que las sufren sino producto de lo que hacen o dejan de 
hacer los demás países, y hasta del humor de los inversionistas 
internacionales. 

Ante esta situación, básicamente existen dos caminos. Si políti¬ 
cas soberanas y objetivos nacionales son deseables, el primero es, 
obviamente, reducir la volatilidad de capitales. Es necesario re¬ 
saltar el hecho de “sí... son deseables”, pues en los últimos años 
en Ecuador se ha impuesto el simpático “criterio” de que mien 
tras menos instrumentos y políticas se tengan, mejor. Aunque 
esta posición “intelectual” no resiste ningún análisis serio, una 
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de sus consecuencias directas ha sido la dolarización oficial de 
la economía ecuatoriana. Para reducir la volatilidad de capitales, 
muchos economistas desde hace ya varios años vienen denun¬ 
ciando la necesidad de poner “arena en los ejes de la carreta” de 
la globalización, es decir, determinadas barreras para disminuir la 
movilidad de capitales. Por ejemplo, James Tobin, quien ganó el 
Premio Nobel de Economía en 1981, ya hace más de veinte años 
propuso la necesidad de establecer un impuesto a los flujos inter¬ 
nacionales de capitales. El impuesto Tobin no solo tendría efec¬ 
tos en cuanto a disminuir la volatilidad de dichos flujos, sino que 
la recaudación generada podría servir para financiar proyectos de 
desarrollo. Por supuesto, dada la orientación de la globalización 
neoliberal, donde el interés que predomina no es el de los países 
en desarrollo sino el del capital internacional, estas propuestas 
han sido largamente obviadas. 

Un segundo —aunque de ninguna manera excluyeme— cami¬ 
no es la necesidad de conformar bloques económicos de mayor 
tamaño que, a diferencia de los procesos de integración inten¬ 
tados anteriormente en Latinoamérica, los cuales ponían énfa- 
en lo comercial, se caractericen sobre todo por ser uniones 
mu inctarias, para así disminuir la vulnerabilidad de las economías 
nacionales frente a los embates del capital financiero especulativo. 
I I tener una moneda común exige la coincidencia de los ciclos 
n onómicos, o, en su defecto, una alta movilidad laboral al inte¬ 
rior de la unión monetaria, para que el ajuste a los episodios de 
desempleo o inflación se realice sin mayores costos por medio 
•leí sector real de la economía y, básicamente, a través del merca¬ 
do lulwiral. En otras palabras, la renuncia a las monedas naciona- 
!»'* dentro de verdaderas uniones monetarias debe ser compen¬ 
sada con la movilidad laboral al interior de la región, lo cual exige 
1 u i lo grado de integración política. Los imperativos económicos 
» la necesidad de monedas y economías regionales impondrán 
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también, en un futuro no muy lejano, el surgimiento de nuevas 
unidades geopolíticas. 


Hacia una nueva estrategia y noción de desarrollo 

1-a política económica que siguió Fcuador desde finales de los 
años ochenta se ha enmarcado fielmente en el paradigma de de¬ 
sarrollo dominante en America latina, llamado neolibcralismo, 
que consiste básicamente en buscar que los mercados nacionales 
e internacionales resuelvan todas las cuestiones económicas, e 
incluso sociales, con las inconsistencias propias de la corrupción, 
necesidad de mantener la subordinación económica y exigencia 
de servir la deuda externa. Felizmente, después de un estruen¬ 
doso fracaso, el ciclo neoliberal está llegando a su fin en I Latino¬ 
américa, como lo demuestran los procesos de cambio que están 
en marcha en la región. 

Kcuador y Latinoamérica deben buscar no solo una nueva es¬ 
trategia sino también una nueva noción del desarrollo, donde 
este no sea simplemente imitar modelos que solamente reflejen 
percepciones, experiencias e intereses de países y grupos domi¬ 
nantes; donde economías tan vulnerables no se dejen comple¬ 
tamente sometidas a la cntelequia llamada mercado; donde el 
Fstado y la acción colectiva recuperen su papel esencial para el 
desarrollo; donde se preserven activos intangibles pero funda¬ 
mentales como el capital social; y donde las aparentes exigencias 
de la economía no sean cxcluyentes y, peor aún, antagónicas del 
desarrollo social. 

Finalmente, es claro que todo esto implicaría recuperar política* 
económicas soberanas en función de verdaderos proyectos nacio¬ 
nales, y no tan solo en función de los intereses del gran capital, en 
lo auc ha constituido realmente un populismo del capital. 


REFERENCIAS BIBLIOGRÁFICAS 


Bruno, Michel, y William Easterly, 1996. “Inflation and 
Growth: In Search of a Stable Relationship”, St. Louis: Federal 
Reserve Bank of St. Louis Review, 78 (3): 139-46. 

CEPAL, 2002. “Globalización y desarrollo”, Santiago de Chi¬ 
le: Comisión Económica para América Latina. 

Keifman, Saúl, 2004. “Auge y derrumbe de la convertibilidad 
argentina: lecciones para el Ecuador”, en Revista Iconos, n.° 18, 
F1 J\CSO, Quito. 

l.eón, Mauricio, y Rob Vos, 2000. “1.a pobreza urbana en el 
Ecuador 1988-1998: mitos y realidades”, estudios e informes del 
SI ISE, Quito: Editorial Abya-Yala. 

()rganización Internacional del Trabajo (OIT), 2002. “Empleo 
v protección social en Ecuador: propuestas de la OIT”, Quito, 
segunda edición. 

Rubini, Héctor, 2003. “Evaluación del plan de convertibilidad 
de la República Argentina (1991-2002)“, ponencia presentada en 
la Facultad Latinoamericana de Ciencias Sociales, Quito, febrero 
de 2003. 

Stiglitz, Joscph, 1998. “More Instruments and Broader Goals: 
MovingToward the Post Washington Consensus”, WIDER An¬ 
imal I^ctures # 2, Helsinki, www.wider.unu.edu/publications/ 
hublications.htm. 



9. LA FALACIA DEL LIBRE COMERCIO 


Derrumbando mitos 

I a idea de que el libre comercio beneficia siempre y a todos, es 
simplemente una falacia o una ingenuidad extrema más cercana a 
la religión que a la ciencia, y no resiste un profundo análisis teó¬ 
rico, empírico o histórico. Mientras que sin duda una adecuada 
cspecialización y comercio entre países con similares niveles de 
desarrollo puede ser de gran beneficio mutuo, una liberalización 
comercial a ultranza entre economías con grandes diferenciales 
de productividad y competitividad significa graves riesgos para 
los países de menor desarrollo relativo, dada la probable des¬ 
trucción de su base productiva, y, con ello, la pérdida de puestos 
de trabajo sin capacidad de crear nuevos empleos, todo lo cual 
constituye una verdadera catástrofe social. 

El resultado más probable de un aperturismo irracional es la 
“cspecialización” de las economías menos desarrolladas en bie¬ 
nes basados en recursos naturales —los únicos en los que se 
nene “ventajas comparativas"—, y, en consecuencia, la reprima- 
nzación de dichas economías y su retorno a los modelos agroex- 
portadores mencionados en el capítulo 1 y tan denostados hace 
más de cincuenta años por sus secuelas de bajo desarrollo de 
fuerzas productivas, mayor concentración del ingreso, mayor de¬ 
pendencia externa y mayor exposición al intercambio desigual. 
Para el caso de América latina, a inicios de la primera década 
del siglo XXI ya existía evidencia de que el aperturismo había 
producido la desindustrialización de la región y mayor dificultad 
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para generar empleo manufacturero (CEPAL, 2002). De igual 
manera, la tasa de desempleo abierto urbano tendió a aumen¬ 
tar en un amplio grupo de países de la región (CEPAL, 2001). 
Como manifiesta Stiglitz (2002), “el hecho de que demasiado a 
menudo la liberación comercial fracasa en cumplir lo prometi¬ 
do, pero en su lugar simplemente genera más desempleo, es el 
porqué ella provoca fuerte oposición”. En cuanto a los cambios 
cualitativos del empleo en la región, CEPAL (2002) señala que 
“las consecuencias de los cambios en el empleo, comunes a la 
gran mayoría de los países de la región, han sido la alta y crecien¬ 
te inseguridad e inestabilidad laboral, producto del elevado des¬ 
empleo y la movilidad entre ocupaciones; la progresiva desigual¬ 
dad, como resultado de la evolución de las retribuciones entre 
sectores, estratos de productividad y niveles de calificación; y la 
exclusión, atribuible a la insuficiencia de empleos de calidad, la 
baja cobertura de los sistemas de protección social y la creciente 
precarización laboral”. 

Mientras que algunos plantean la discusión en términos ideo¬ 
lógicos, al justificar un aperturismo a ultranza en función de es¬ 
trechísimos conceptos de libertad y una supuesta supremacía de 
los consumidores, probablemente lo único que lograrían en el 
largo plazo sería condenar tanto a consumidores como a produc¬ 
tores nacionales a la supremacía de los productores extranjeros. 
Es decir, mientras que en teoría con esta clase de esquemas los 
consumidores se benefician en el corto plazo, en el futuro tanto 
consumidores y productores nacionales se perjudican, ya que, 
sencillamente, sin producción nacional tampoco puede haber 
consumo. Pocas personas niegan estos peligros, pero lamenta 
blemente muchos, en un razonamiento económico sui génerís, 
manifiestan que hay que ver las “oportunidades”, no los pro 
blemas. Sin embargo, en toma de decisiones con riesgo, todo c* 
cuestión de probabilidades, y aferrarnos a la existencia de “opor 
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tunidades”, independientemente de sus escasas probabilidades, 
es simplemente un absurdo económico. 


La globalización neoliberal 

Reconociendo las pocas oportunidades que existen en América 
Latina para una exitosa apertura total de mercados, algunos se 
resignan ante el hecho de que no existen opciones, pues la globa¬ 
lización, y, dentro de ella, la apertura económica y la integración 
de los mercados, es supuestamente irreversible. Sin embargo, in¬ 
cluso esta premisa es cuestionable, ya que hay muy pocas cosas 
irreversibles en economía. De hecho, la plataforma política de 
Pat Buchanan, dos veces candidato presidencial de los Estados 
Unidos con el lema America Fin/, fue sencillamente cerrar a ese 
país a toda integración internacional, bajo el históricamente co¬ 
rrecto principio —como lo demostraremos más adelante— de 
que “no hay nada más ana-americano que el libre comercio”. La 
base política de Buchanan estaba compuesta por muchos traba¬ 
jadores bine collar, es decir, no calificados, las principales víctimas 
en ese país —así como en el resto del mundo— del aperturismo 
y la globalización. En el humilde criterio de este autor, la globa- 
lización neoliberal durará lo que duren los beneficios para los 
Estados Unidos. 

Pero incluso asumiendo la premisa de irreversibilidad' de la 

>balización como correcta, aquello lo único que demostraría 
■cria la necesidad de que los países subdesarrollados, y partícu¬ 
la! mente los países latinoamericanos, se integren inteligentemen¬ 
te a dicha globalización, sin aceptar pasivamente convertir nacio¬ 
nes en mercados y ciudadanos en consumidores, sino buscando 
también una integración institucional, política y social con ade¬ 
mados criterios de equidad y creíbles compensaciones para las 
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economías con menor desarrollo relativo, al estilo, por ejemplo, 
de lo que se hizo con la Unión Europea. 

Lamentablemente, sin adecuadas instituciones de gobemabili- 
dad mundial para la globalización, probablemente esta tan solo 
significará para los países pobres más dependencia. Sin dichas ins¬ 
tituciones la globalización se parece mucho al capitalismo salvaje 
de los siglos XVII y XVIII, donde perdía la clase trabajadora por 
falta de garantías laborales mínimas, situación que finalizó después 
de muchos años de lucha y básicamente con la aparición de los es¬ 
tados nacionales y la correspondiente acción colectiva para contro¬ 
lar estos excesos. En la globalización del siglo XXI, que solo busca 
crear un mercado mundial y no una sociedad global, ahora son los 
países del Tercer Mundo los que pueden perder por falta de dicha 
acción colectiva a nivel global, compitiendo entre sí, por ejemplo, 
en la precarización sin límites de las condiciones laborales. 

Es indiscutible e irrefutable aquel fenómeno económico lla¬ 
mado mercado, pero queremos sociedades nacionales y globales 
con mercado, esto es, gobernando el mercado para alcanzar los 
objetivos socialmente deseables, y no necesariamente sociedades 
de mercado, esto es, sometiendo sociedades, vidas y personas a 
aquella entelequia llamada mercado. 


Las débiles bases teóricas del libre comercio 

Los beneficios del libre comercio se fundamentan principalmen¬ 
te en la conocida teoría de las ventajas comparativas. Esta poderosa 
idea desarrollada por David Ricardo tiene en su simplicidad su 
mayor fortaleza, pero también su mayor debilidad. Sus limitacio¬ 
nes teóricas son bien conocidas, y entre las principales están su 
enfoque estático, el obviar las imperfecciones del mercado, y la 
ausencia de cuestiones de poder. 
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En cuanto a la naturaleza estática de la teoría, si en nombre de 
las “ventajas comparativas” un país se especializa en producción 
de bienes agrícolas primarios basados en sus recursos naturales y 
renuncia a producir bienes manufacturados, muy probablemente 
jamás tendrá ventajas comparativas en estos últimos. Sin embar¬ 
go, ¿quién garantiza que, de haber persistido en su intento de 
ser competitivo produciendo bienes manufacturados, lo hubie¬ 
se logrado exitosamente, en lo que se conoce como “ventajas 
comparativas dinámicas”? Tal es el caso de Corea, que en los 
años sesenta empezó a construir barcos, pese a no tener ventajas 
comparativas en esta industria, y hoy es uno de los más grandes 
y eficientes productores del mundo. 

En cuanto a las imperfecciones del mercado, la competitivi- 
dad en la producción de bienes, sobre todo industriales, depende 
crucialmente de factores estructurales, entre ellos el tamaño del 
mercado nacional y el tamaño del propio sector industrial. Si los 
costos promedio de la empresa disminuyen con el nivel de pro¬ 
ducción, lo que se conoce como economías de escala , la competiti- 
vidad será mayor mientras mayor sea el tamaño del mercado que 
atienda la firma. Sin embargo, incluso si no existiesen economías 
de escala, el propio tamaño del sector industrial, por medio de 
complementariedades verticales y horizontales, reduce costos 
promedios generales, en lo que se conoce como extemaüdadespo¬ 
stilas. Esto es un factor crucial para que un país desarrollado y 
de gran tamaño tenga ventajas comparativas sobre un país sub- 
(lcsarrollado. Obviamente, de darse la espccialización en función 
de dichas ventajas, nunca se logrará revertir esta situación. Cabe 
indicar que estas ideas no son en absoluto nuevas, y datan en for¬ 
ma explícita por lo menos desde el siglo XIX bajo el concepto de 
industria infantil,\ principio que prácticamente todos los países hoy 
llamados desarrollados han aplicado persistentemente, como se 
demostrará más adelante. 


Rafael Correa Delgado 


Una verdadera política de desarrollo, en lugar del simplismo 
del libre comercio en función de ventajas comparativas, necesa¬ 
riamente implica una política productiva que promueva las in¬ 
dustrias viables y que las proteja hasta lograr las economías a 
escala y las externalidades positivas que les permitan competir en 
el mercado internacional. Exagerando, con el ánimo de ilustrar, 
si Japón —la segunda economía mundial— hubiese seguido el 
principio de las ventajas comparativas como estrategia de desa¬ 
rrollo y no hubiese implementado claras políticas industriales, 
probablemente sus principales exportaciones aún serían, al igual 
que en el siglo XIX... ¡seda cruda y té! 

Por último, si en nombre de las ventajas comparativas un país 
como Ecuador se especializa en la producción de entradas y pos¬ 
tres tales como camarones y banano, mientras se vuelve totalmen¬ 
te dependiente de bienes industrializados, se produce una relación 
asimétrica entre muchos países ofreciendo bienes absolutamente 
prescindibles y con una inmensa cantidad de sustitutos, frente a 
pocos países ofreciendo bienes fundamentales para mantener la 
producción y el empleo. Esta situación produce lo que Prebisch y 
Singer llamaron el intercambio desigual, ya mencionado en el capítulo 
1, expresado en la tendencia a largo plazo al deterioro de los lla¬ 
mados términos de intercambio , esto es, la disminución de los precios 
de los bienes de los países en vías de desarrollo con relación a los 
precios de los bienes industriales. Hoy, para algunos, citar a Pre¬ 
bisch es prácticamente un anacronismo. Sin embargo, después de 
haber sido tan menoscabado, la liberación comercial de las últimas 
décadas, en lugar de desmentirlo, le está dando la razón. Como 
menciona Stiglitz, después de la creación de la Organización Mun¬ 
dial del Comercio y la consecuente liberalización comercial, los tér¬ 
minos de intercambio se han deteriorado aún más para los países 
más pobres (Stiglit 2 , 2002). Las materias primas —excluyendo el 
petróleo— en términos de bienes manufacturados cuestan hoy la 
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tercera parte que antes de 1920, deterioro que se ha agravado en los 
últimos veinte años (CEPAI^ 2002). Por ejemplo, si en 1980 cuatro 
kilos de café compraban una navaja suiza, en 2001 se necesitaban 
casi 10 kilos y medio para comprar la misma navaja. No obstante 
persistir los problemas que hicieron desconfiar a América latina 
del comercio internacional y que llevaron a implementar la llama¬ 
da industrialización sustitutiva de importaciones , pareciera ser que ahora 
l^tinoamérica tiene una confianza en los mercados internacionales 
rayana en la fe. lamentablemente, la existencia de un mercado in¬ 
ternacional funcionando en un vacío de fuerzas y dando los correc¬ 
tos precios a todas las mercancías sigue siendo una fantasía. 

En definitiva, como señala Paul Krugman, está claro que el 
clásico e idealizado modelo teórico para justificar el libre comer¬ 
cio ya no es válida En la práctica, el simplismo de las ventajas 
comparativas como estrategia de desarrollo para los países más 
pobres, significa la negación de la mayoría de aquello que cono¬ 
cemos como desarrollo económico. 


Consecuencias del aperturismo 
de las últimas décadas 

I a redención de la Teoría de las Ventajas Comparativas, la cual 
había estado bastante olvidada desde la posguerra, fue supuesta¬ 
mente empírica, esto es, la superioridad en cuanto a desempeño 
económico de países con orientación “hacia fuera”. 

En realidad, como frecuentemente ocurre en ciencias sociales, 
la “evidencia” presentada puede ser mejor calificada de propa¬ 
ganda que de ciencia. Ya en 1981, Balassa señalaba que “la evi¬ 
dencia es bastante conclusiva: países aplicando una estrategia de 
desarrollo hacia afuera tuvieron un mejor desempeño en térmi¬ 
nos de exportaciones, crecimiento económico, y empleo” (Balas- 
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sa, 1981, citado por Wade, 1991). Sin embargo, pronto se señaló 
la ambigüedad en la causalidad (Jung y Marshall, 1985). En otras 
palabras, no están claras cosas tan simples como que si se expor¬ 
ta más porque se tiene mayor aperturismo, o si se tiene mayor 
aperturismo porque se exporta más. No obstante, en economía 
no es raro llegar a decir que llueve porque se venden paraguas, si 
aquello es lo que coincide con la ideología del “investigador”. 

Con los mismos argumentos de Balassa, el Reporte de Desa¬ 
rrollo Mundial 1987 del Banco Mundial apoyó agresivamente un 
desarrollo “hacia afuera”. Sin embargo, pronto se demostró que 
la “evidencia” para esta fuerte conclusión estaba distorsionada 
por el peso de un solo país, Corea, y que este país difícilmente 
calzaba en la definición del propio Banco Mundial de “país fuer¬ 
temente orientado hacia afuera” (Wade, 1991). 

Para el caso latinoamericano, el Reporte Anual 1997 del Banco 
Interamericano de Desarrollo “estimó” que el impacto de las re¬ 
formas estructurales en América latina, entre ellas el aperturismo 
comercial, contribuían en forma permanente en un 1,9% al cre¬ 
cimiento del PIB per cápita de la región. Dichas conclusiones se 
basaron en Lora (1997). Posteriormente el propio BID y Lora, tu¬ 
vieron que reconocer que el positivo efecto de las reformas sobre 
crecimiento, de existir, era a lo sumo un “efecto temporal” (Lora y 
Panniza, 2002), eufemismo que sencillamente significaba que sus 
“descubrimientos” anteriores fueron un engaño. De hecho, utili¬ 
zando modernas técnicas estadísticas y corrigiendo muchos de los 
errores técnicos del “informe” del BID de 1997, no se encuentra 
ninguna relación robusta entre reformas estructurales —incluyen¬ 
do aperturismo comercial— y crecimiento (Correa, 2002a). 

En un amplio estudio con cobertura mundial por parte de au 
tores del mainstream económico, se “concluyó” que el aperturismo 
comercial produce más crecimiento y reducción de la pobreza en 
los países pobres (Dollar y Kray, 2001). El Banco Mundial también 
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“determinó” que la globalización estaba reduciendo la pobreza en¬ 
tre los diferentes países, y al interior de los países, por el positi¬ 
vo efecto del aperturismo sobre el crecimiento (Banco Mundial, 
2001). Todos estos estudios han sido duramente criticados en sus 
metodologías y conclusiones, negándose la supuesta relación entre 
aperturismo y crecimiento (Rodrick, 2000 y 2001). 

Para el caso de América Latina, el Reporte Anual 1997 del BID 
también afirmaba textualmente que “la reforma comercial con¬ 
duce a una redistribución del ingreso favorable a los grupos de 
menores ingresos, ya que baja los precios de los bienes de con¬ 
sumo popular y reduce los beneficios que los productores nacio¬ 
nales obtienen del proteccionismo”. Sin embargo, estudios de 
CEPAL demuestran que la desigualdad entre países y al interior 
ile los países aumentó. Mientras que en 1973 la relación porcentual 
entre el P1B por habitante de América Latina y los países más 
desarrollados era de 28%, en 1998, después de un acelerado pro¬ 
ceso de aperturismo se redujo al 22,2%. Después del menciona¬ 
do aperturismo de los 90, en el 83% de la población de América 
Latina la desigualdad se había incrementado (CEPAL, 2002). 

Branko Milanovic (2002), investigador del Banco Mundial en 
asuntos de pobreza, concluyó que el aperturismo comercial in¬ 
crementa la desigualdad en países pobres, pese a que el propio 
Banco Mundial por décadas sostuvo lo contrario. El estudio se 
basó en encuestas nacionales de ingresos de hogares en 88 países 
en desarrollo, y demuestra que el aperturismo incrementa la des¬ 
igualdad en países con un ingreso per cápita menor a 5.000 dola¬ 
ren ;i|ustados para paridad de compra, es decir, prácticamente la 
totalidad de los países latinoamericanos. El estudio sostiene que 
w»lo los ricos se benefician del aperturismo en los países pobres, 
|irr|udicando de esta forma a los más pobres entre los pobres. 
I .i verdad es que los testimonios de los pobres y desempleados 
.li Latinoamérica, así como la historia de sus pequeñas y media- 
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ñas empresas, le hubieran ahorrado bastante trabajo al bueno de 
Branko. 

En realidad, los supuestos impactos positivos del aperturismo 
comercial sobre crecimiento, pobreza y distribución son nueva¬ 
mente tan solo una cuestión de fe. 


El libre comercio en la historia 

En su extraordinario libro Kicking Avery tbe Laddtr, Ha-Joon 
Chang (2002), investigador coreano de la Universidad de Cam¬ 
bridge, demuestra cómo prácticamente todos los países desarro¬ 
llados hicieron exactamente lo inverso de lo que hoy predican 
para alcanzar su desarrollo. Con respecto al libre comercio, esta¬ 
blece que, muy por el contrario de lo que ahora se manifiesta, “la 
promoción de la industria infantil ha sido la clave del desarrollo 
de la mayoría de naciones, y las excepciones han sido solamente 
pequeños países en o muy cerca de la frontera tecnológica mun¬ 
dial, tales como los Países Bajos y Suiza”. 

Este autor demuestra que el proteccionismo industrial empieza 
con la propia Inglaterra, donde Robcrt Walpole, Primer Minis¬ 
tro de Gran Bretaña, al presentar la legislación para promover la 
manufactura nacional, ya en 1721 señalaba que “es evidente que 
nada contribuye tanto a promover el bienestar como la exporta¬ 
ción de bienes manufacturados y la importación de materias pri¬ 
mas”. De igual manera, Chang demuestra que estas políticas y los 
principios que las sustentaban, fueron absolutamente similares a 
las políticas y principios utilizados por países como Japón, Corea 
y Taiwán durante el período de posguerra. 

Chang sostiene que las políticas proteccionistas de Inglaterra 
siguieron hasta muy avanzada la Revolución Industrial. Solamen 
te en el momento en aue su suDremacía tecnológica fue evidente. 
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vino el gran cambio hacia el “libre comercio”, cuando en 1846 
la Corn Law fue rechazada y las tarifas en muchos bienes ma¬ 
nufactureros abolidas. Por eso, muchos historiadores llaman a 
este período un acto de “libre comercio imperialista”. Friedich 
list, economista alemán fallecido en 1846, observó que, enton¬ 
ces como hoy, los políticos y economistas británicos predicaban 
las virtudes del libre comercio con fines nacionalistas, aún cuan¬ 
do la prédica se realizaba en nombre de supuestas “doctrinas 
cosmopolitas” (List, 1885). De acuerdo con Chang (2002), “la 
era de libre comercio terminó cuando Gran Bretaña finalmente 
reconoció que había perdido su preeminencia manufacturera y 
reintrodujo aranceles a gran escala en 1932”. 

Mientras tanto, los Kstados Unidos resistieron los cantos de 
sirena orquestados por Inglaterra, y claramente entendieron 
que necesitaban un “sistema americano” en oposición al “sis¬ 
tema británico” de libre comercio. Explícitamente se manifestó 
que el libre comercio era parte del sistema imperialista británi¬ 
co y que designaba a Estados Unidos el papel de exportador de 
productos primarios. Incluso Chang demuestra, en una intere¬ 
sante revisión histórica, que fue Alexander Hamilton —y no 
I riedich I ást, como normalmente se piensa—, quien en 1791, 
en su calidad de Secretario del Tesoro de Estados Unidos, pre¬ 
sentó por primera vez en forma sistemática el argumento de la 
“industria infantil” para justificar el proteccionismo industrial 
de ese país. Chang explica que Estados Unidos “permaneció 
como el más ardiente practicante de la industria infantil has¬ 
ta la Primera Guerra Mundial, y aún hasta la Segunda Guerra 
Mundial, con la notable excepción de Rusia a principios del 
siglo 20” (Chang, 2002). De hecho, según cálculos de Bairoch, 
d promedio de aranceles en bienes manufacturados en EE.UU. 
fue de 35 a 45% en 1820, entre 40 y 50% en 1875,44% en 1913, 
1 ' l) 25.4X"„.-n l»)M v 14% .-n Así . 
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a los Estados Unidos “la madre y bastión del proteccionismo 
moderno” (1993). 

Solo cuando la supremacía industrial estadounidense fue abso¬ 
lutamente clara después de la Segunda Guerra Mundial, Estados 
Unidos, al igual que la Inglaterra del siglo XIX, comenzó a pro¬ 
mover el libre comercio, pese a haber adquirido esta supremacía 
a través de un intenso y nacionalista proteccionismo industrial 
(Chang, 2002). 

Utilizando una amplia documentación y datos, Chang expo¬ 
ne similares historias para Alemania, Francia, Suecia y Bélgica 
y concluye que, en su muestra de países, los únicos que no uti¬ 
lizaron activamente proteccionismo para alcanzar su desarrollo 
fueron los Países Bajos y Suiza, por ser pequeñas naciones donde 
los beneficios de políticas industriales pueden ser más reducidos, 
pero sobre todo, porque se mantuvieron en diferentes períodos en 
la frontera tecnológica. 

Para el caso de los “milagros de desarrollo”, es decir, Japón 
y los países recientemente industrializados del Este Asiático, 
Chang concluye que —con la excepción de Hong Kong— todos 
utilizaron proteccionismo industrial, y resalta la similitud entre 
las políticas utilizadas por ellos y las aplicadas por los países eu¬ 
ropeos y los Estados Unidos para alcanzar el desarrollo. En con¬ 
clusión, en la historia del desarrollo pocas cosas hay más extrañas 
y antihistóricas que el simplismo del libre comercio. 


La doble moral de los países desarrollados 

El entusiasmo de los países avanzados por el ¡aisse^ faire es per 
fectamente comprensible. Como lo demuestra Chang en su es 
tudio, una fundamental regularidad histórica es que los países 
que han llegado a la frontera tecnológica, y, en consecuencia. 
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son imbatibles en cuanto a competitividad, ganan con el libre 
comercio y por ello tienden a impulsarlo, todo esto, obviamen¬ 
te, en nombre de “doctrinas cosmopolitas” no obstante haber 
utilizado un fuerte proteccionismo para llegar a dicha situación 
estelar. Por ello, Joseph Stiglitz (2002), norteamericano y premio 
Nobel de Economía en 2001, nos dice “hagan lo que hicimos, no 
lo que predicamos”, puesto que, como ya lo manifestó List, hace 
más de un siglo, “cualquier nación que por medio de aranceles y 
restricciones sobre la navegación ha elevado su poder industrial y 
de navegación a tal nivel de desarrollo que no otra nación puede 
competir con ella, no puede hacer nada más sabio que retirar la 
escalera de su grandeza, predicar a las otras naciones los benefi¬ 
cios del libre comercio, declarar en tono arrepentido que hasta 
ese momento ha vagado en los senderos del error, y decir que 
ahora por la primera vez ha logrado descubrir la verdad” (List, 
1885). Como ejemplos modernos de esta situación, refiriéndose 
al ALCA, James Petras (2002) manifiesta que “la conclusión es 
clara: el apoyo de los Estados Unidos al ALCA se debe a los 
beneficios exorbitantes que obtienen con las políticas de libre 
mercado y a la creencia de que el acuerdo consolidará el marco 
necesario para la continuidad de las ganancias”. 

Si es comprensible el entusiasmo de los países desarrollados, y 
particularmente de Estados Unidos, por el libre comercio, ¿cómo 
entender el entusiasmo del rstablishment latinoamericano por este? 
Podemos elaborar al menos tres hipótesis al respecto, sin que sean 
mutuamente excluyentes. Los fundamentalistas, para los cuales el 
libre mercado es prácticamente el fin en sí mismo y no el me¬ 
tilo para alcanzar el desarrollo; el voluntarismo incompetente de 
nuestras élites y tecnocracias nacionales, incapaces de una posición 
critica ante el bombardeo ideológico de las políticas del Consenso 
tic Washington; y, finalmente, como siempre, la existencia de gana 
tlores a costa de muchos perdedores del libre comercio. 
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Todas estas hipótesis tienen en común la incapacidad o falta de 
voluntad para construir verdaderos proyectos nacionales en fun¬ 
ción del desarrollo de nuestros países, tal como lo hizo el propio 
Estados Unidos ante la arremetida librecambista de Inglaterra. 
De hecho, Ulysses Grant, Presidente norteamericano entre 1868 
y 1876, que además resultó profeta, respondiendo a las preten¬ 
siones librecambistas de Inglaterra, manifestó que “dentro de 
2(X) años, cuando América haya obtenido del proteccionismo 
todo lo que pueda ofrecer, también adoptará el libre comercio” 
(citado en I-'rank, 1967). 

Con la irreflexiva adopción del libre comercio, se desnudaba 
tal vez la más grave crisis de América I atina: la crisis de líderes y 
verdaderos estadistas. Ojalá, en los tiempos de “libre comercio”, 
eso sí se hubiera podido importar. Lo que debemos tener claro 
los latinoamericanos es que debemos hacer lo que los países desa¬ 
rrollados hicieron cuando se encontraban en nuestro nivel de desa¬ 
rrollo, y no lo que hacen ahora, cuando son los campeones mun¬ 
diales en tecnología y compe ti tividad. ¿Entenderán aquello algún 
día las élites latinoamericanas, con su insoportable esnobismo? 
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10. CÓMO UNA IDEOLOGÍA SE DISFRAZÓ DE CIENCIA 


La ideología neoliberal 

Un su parte ideológica, el proyecto neoliberal se fundamenta en 
que el individuo busca su propio interés y satisfacción personal, 
y que tal comportamiento, en un sistema institucionalizado lla¬ 
mado “mercado libre”, da como resultado el mayor bienestar 
social. La realización del ser humano no pasa entonces por la 
relación con otro individuo, razón por la cual dicha realización se 
puede conseguir “solitariamente”. I ja supuesta “mano invisible” 
del mercado haría el resto. Como por arte de magia, entonces, un 
execrable defecto humano, el egoísmo, fue elevado de la noche 
a la mañana a máxima virtud individual y social. El evangelio del 
neoliberalismo sencillamente nos decía: “buscad el fin de lucro y 
el resto se os dará por añadidura”. 

Ante esta barbaridad, tan entusiastamente sostenida en los úl¬ 
timos tiempos, permítanme citar a la mayor mente del siglo XX, 
Albert Einstcin: “el individuo puede pensar, sentirse, esforzarse, 
trabajar por sí mismo; pero el depende tanto de la sociedad —en 
su existencia física, mental, emocional— que es imposible con¬ 
cebirlo, o entenderlo, fuera del marco de la sociedad”. Además, 
Einstein muy premonitoriamente sostenía que “la esencia de la 
crisis de nuestro tiempo se refiere a la relación del individuo con 
la sociedad... Su posición en la sociedad es tal que sus pulsiones 
egoístas se están acentuando constantemente, mientras que sus 
pulsiones sociales, que son por naturaleza más débiles, se dete¬ 
rioran progresivamente” (1949). 
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Precisamente esto es lo que busca el neoliberalismo: exacerbar 
las pulsiones egoístas y tratar de eliminar las pulsiones sociales, 
fundamentales para el buen vivir de todos, y precisamente esta 
es la idea clave para entender cuál es la guía de una construcción 
nueva para América Latina. 


El neoliberalismo y la exacerbación de los 
vicios metodológicos y éticos de la economía 

Gunnar Myrdal, después de recibir el Premio Nobel de Econo¬ 
mía en 1974, manifestó que el Nobel era inapropiado para un área 
tan poco científica como la Economía. Myrdal no solo atacó la 
supuesta rigurosidad científica de la Economía, sino también su 
solvencia ética (citado en Cohén, 2007). Sin negar la abstracción y 
selección necesarias en todo proceso teorizante, criticaba la deli¬ 
berada y recurrente inclusión de factores irrelevantes —ignorancia 
oportunista— y la omisión de factores relevantes —aislamiento 
ilegítimo— en el proceso de construcción de los modelos eco¬ 
nómicos. Myrdal llamó objetividad espuria al supuesto análisis 
científico de la Economía, el cual en realidad esconde particulares 
visiones del mundo, valoraciones políticas e intereses. Por ello, no 
es de extrañar que haya atacado duramente a la tecnocracia econo- 
micista, acusándola de aislar las relaciones económicas de su con¬ 
texto social, ignorando variables sociales y políticas, y, por lo tanto, 
sirviendo a los intereses vigentes. En un sistema social interde¬ 
pendiente no hay problemas económicos, problemas sicológicos, 
problemas antropológicos o problemas sociales, hay simplemente 
problemas, acostumbraba decir (citado en Streeten, 1998). 

Hoy, seguimos observando los vicios metodológicos de la Eco¬ 
nomía. Nada más oportunista, por ejemplo, que censurar a las bu¬ 
rocracias y a los Gobiernos nacionales, los cuales, de acuerdo con la 
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“nueva” economía política influenciada por el enfoque neoliberal, 
poseen su propia agenda y en consecuencia no tienen los incenti¬ 
vos adecuados para servir a la sociedad a la cual se deben. Bruton 
sostenía que “el gobierno necesita ser visto como teniendo su pro¬ 
pia agenda, buscando su propio bienestar, e incapaz y sin voluntad 
para tomar desinteresadas e informadas decisiones en cuestiones 
económicas” (Bruton, 1998, traducción del autor). 

Sin embargo, se legitima la acción de burocracias e institucio¬ 
nes supranacionales, como el FMI y el Banco Mundial, con aún 
menos incentivos para beneficiar a los respectivos países. 

Por otra parte, aquello que llega a nuestros países por parte de 
estas instituciones como “la” teoría económica, es, a lo sumo, 
la opinión dominante, la cual responde a visiones, intereses, 
percepciones y experiencias de grupos y países hegemónicos, 
opinión muy lejana de la pretendida objetividad científica de la 
Economía. Un ejemplo claro son las reformas estructurales im- 
plementadas en América Latina en las últimas décadas, las cuales 
trataron simplemente de reproducir las instituciones y políticas 
actuales de ciertos países desarrollados, sin considerar las institu¬ 
ciones y políticas con las cuales llegaron al desarrollo. 

Pese a la abrumadora evidencia de que las reformas estructura¬ 
les estancaron a la región en cuanto a producción y empleo y exa¬ 
cerbaron los problemas de distribución, acentuando la condición 
de América Latina como la región más inequitativa del mundo, 
se insiste en dichas recetas, justificando su fracaso en las malas 
realidades, no en las malas teorías, en un caso impresionante de 
aislamiento ilegitimo. 


El “positivismo” del mercado 

I a arrogancia de la burocracia internacional y de muchos acadé¬ 
micos pretendió presentar a la Economía como una ciencia po- 
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sitiva, con una teoría supuestamente general, que es igualmente 
válida para Argentina o Indonesia. Dicha supuesta teoría general 
fue, sin duda, la Teoría del Mercado, con ciertas críticas inma¬ 
nentes aunque no trascendentes, esto es, críticas desde dentro del 
paradigma, y no al paradigma en sí mismo. 

1^ famosa “mano invisible” de Adam Smith, es decir, el su¬ 
puesto de que bajo ciertas condiciones el equilibrio del mercado 
es socialmente óptimo, es el centro del pensamiento económico 
dominante. Como James Tobin, premio Nobel de 1982, mani¬ 
festaba “la proposición de que la alquimia de la competencia de 
mercado transmuta la escoria del egoísmo personal en el oro del 
bienestar social es todavía un mensaje poderoso en los salones 
de clase y en el debate político” (Tobin, 1993). 

Sin embargo, nuevamente aquí se manifiestan vicios como 
“aislamiento ilegítimo”. Sólo en un mundo idealizado de infor¬ 
mación perfecta, ausencia de poder y bienes privados, esto es, 
con rivalidad en el consumo y capacidad de exclusión, el merca¬ 
do logra la maximización del bienestar social, es decir, la famosa 
“mano invisible” de Adam Smith. Obviando estos supuestos 
extremos e indispensables, los economistas nos hemos queda¬ 
do tan solo con el asumido —y tal vez deseado— resultado 
final. Mientras que la razón de ser de ciencias exactas como la 
Física es reconocer que el mundo real no es un vacío libre de 
fuerzas, los economistas nos hemos empeñado en convencer y 
convencernos de que el mundo funciona en un vacío social y 
económico. Parafraseando a John Kenneth Galbraith, la doctri 
na económica ha nublado la capacidad de entendimiento de loa 
economistas (1972). 

Sin embargo, la ideología del libre mercado, con su pseudopo* 
sitivismo, tiene en sí mismas varias externalidades sociales que 
van contra la razón de ser de la Ciencia Económica. Como sosie 
nía Tobin, “provee racionalidad al egoísmo individualista, garait 
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tizando a aquellos que lo ejercen, por encima de todo, acumular 
riqueza material y que se sientan nobles patriotas al promover la 
riqueza de las naciones, al estilo de Adam Smith” (Tobin, 1993). 
La consecuencia de esta legitimización del egoísmo individualista 
es tal vez el más grave legado del neoliberalismo en América Lati¬ 
na, donde hablar de responsabilidad y conciencia social se volvió 
prácticamente un anacronismo, pues el evangelio del mercado 
garantizaba que al perseguir nuestro lucro personal estaríamos 
cumpliendo con nuestra función social. Todo esto ha llevado a la 
perdida de valores individuales y de cohesión social sin los cua¬ 
les, independientemente del sistema económico vigente, ningún 
país del mundo se ha desarrollado, lo que constituye tal vez la 
más nefasta herencia de la larga y triste noche neoliberal. 

La búsqueda del bienestar social implica encontrar la manera 
más eficiente de satisfacer las necesidades individuales y sociales, 
y requiere el juzgamiento y calificación de dichas necesidades. 
Sin embargo, el seudopositivismo del pensamiento económico 
dominante impide cuestionar el origen o legitimidad de las ne¬ 
cesidades. Es decir, bajo la premisa de la “supremacía del consu¬ 
midor”, todo lo que este busca es lo que necesita, sin cuestionar 
cómo se generaron dichas necesidades, o si se trata de carencias 
reales o simples deseos. Mucho tendrían que decir otras ciencias 
sociales como la Sociología, la Psicología Social y la Antropolo¬ 
gía sobre el origen de ciertas necesidades, y, proponiendo meca¬ 
nismos para controlar la creación de necesidades absurdas, tal 
vez cumplirían con más eficiencia el objetivo de la economía: 
bienestar humana 

Para justificar el individualismo y la ausencia de juicios de valor, 
la Teoría de Mercado sostiene que si dos agentes racionales con 
información adecuada realizan un intercambio voluntario, ambos 
quedan mejor que antes —el famoso betteroff anglosajón—, y, en 
consecuencia, nadie tiene que interferir en dichos intercambios. 
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Para graficar lo insostenible de este argumento presentemos un 
sencillo ejemplo. Supongamos que una bella joven se pierde en 
el desierto y está a punto de desfallecer de sed. De pronto se 
encuentra con un caballero que le propone proveerle de agua, 
siempre y cuando se acueste con él. Para la joven, dejarse abusar 
es menos malo que morir, para el caballero acostarse con ella es 
mucho más valioso que el agua. De acuerdo con el fundamenta- 
lismo neoliberal, los dos “agentes racionales” realizan la “tran¬ 
sacción” y ambos quedan better off, y como fue un intercambio 
voluntario con adecuada información, no cabrían juicios de valor 
ni necesidad de acción colectiva alguna. Sin embargo, para cual¬ 
quier persona con algo de ética, esta situación sería sencillamente 
intolerable, y quien abusó de su posición de fuerza debería ser 
sancionado por la sociedad, lo que ocurre precisa y sencillamente 
en cualquier colectividad civilizada. El problema, entonces, no 
es la necesidad de realizar juicios de valor y de acción colectiva, 
sino el absurdo de pretender positivismo científico en una simple 
ideología. 


Las limitaciones de los precios 

La Teoría de Mercado se limita tan solo a estudiar la producción, 
intercambio y consumo de mercancías, es decir, de los bienes 
susceptibles de tener un precio monetario. Esto ha limitado con¬ 
siderablemente el ámbito de análisis económica Más aún, como 
se manifestó anteriormente, la búsqueda de la producción más 
eficiente de mercancías ha destruido bienes sociales sin un precio 
explícito, pero incuestionablemente mucho más valiosos e indis¬ 
pensables para el desarrollo. Con toda razón Facundo Cabral, en 
su canción Pobreáto mi patrón , dice que “lo importante no es el 
precio , sino el valor de las cosas”. 
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Sin embargo, incluso limitándonos al estudio de mercancías, 
en otro caso de “aislamiento ilegítimo” sencillamente se obvia 
que los precios monetarios expresan la supuesta intensidad de 
preferencias por un bien, pero también la capacidad de pago de 
los agentes. Para graficar lo anterior asumamos que un amante 
del arte adora una pintura que cuesta 1.000 dólares, pero su in¬ 
greso mensual es solamente de 500 dólares, y, por ello, se abs¬ 
tiene de comprar el cuadro, mientras que un ignorante que no 
sabe si el cuadro está al revés o al derecho, pero gana 10.000 
dólares mensuales, lo compra enseguida. ¿Es que quien estuvo 
dispuesto a pagar por el cuadro tenía más preferencias por este? 
De ninguna manera. Sólo terna mayor capacidad de compra. De 
manera similar, puede ser que haya gente que tenga necesidad 
de leche para sus niños, pero no tenga capacidad de compra, 
mientras que otros estén dispuestos a pagar mucho dinero por 
las joyas más innecesarias. 

En sociedades con una pésima distribución del ingreso como 
las latinoamericanas, las mercancías más ridiculas pueden tener 
altos precios monetarios, no por su gran utilidad sino sencilla¬ 
mente porque para los consumidores con suficiente ingreso, di¬ 
chos altos precios constituyen solamente un pequeño sacrificio. 
Al destinarse supuestamente los recursos a sus usos más valiosos 
guiados por estos precios monetarios, se producen las aberra¬ 
ciones que se observan en nuestros países, donde los escasos re¬ 
cursos frecuentemente se utilizan para generar bienes suntuarios 
mientras que existen necesidades apremiantes insatisfechas. En 
pocas palabras, incluso dentro de la lógica dominante, mercado 
11 >n mala distribución del ingreso es simplemente un desastre. 

finalmente, en cuanto a la cuestión del valor y de los precios, 
resulta asombroso ver que problemas tan fundamentales como 
U pobreza mundial pudieran únicamente un asunto de la lógi- 
i 4 económica vigente. Por ejemplo, los países que comparten la 
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cuenca amazónica constituyen el pulmón del mundo y generan 
un bien indispensable para la supervivencia de todos. Sin em¬ 
bargo, como dicho bien fundamental no es susceptible de tener 
un precio monetario, estos países continúan siendo pobres. Pro¬ 
bablemente si los países desarrollados tuviesen que compensar 
a los países de la cuenca amazónica por el invalorable bien que 
producen, cambiando la lógica económica vigente por una lógica 
de justicia, tendrían que destinar una cantidad que con largueza 
erradicaría la pobreza de dichos países. 

Lamentablemente, todas estas nociones de compensación, 
justicia, solidaridad, etcétera, por ser “normativas”, no deberían 
ser tratadas por la Economía, por riesgo de que la tilden de no 
científica... 
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11. LA NEFASTA BUROCRACIA 
INTERNACIONAL Y SUS CORIFEOS 


El rol político del FMI y del Banco Mundial 

1.a principal conclusión de la Comisión Metzler del Congreso 
estadounidense, creada para sugerir reformas al FMI y al Banco 
Mundial, fue que estas instituciones fueron utilizadas por el Go¬ 
bierno de Estados Unidos con fines de política externa. Alian 
Metzler, presidente de la Comisión y profesor de la Universidad 
( arnegie Mellon, testificó ante el Senado que “esta administra¬ 
ción [Clinton], más que anteriores administraciones, ha usado las 
instituciones financieras internacionales como rápida fuente de 
recursos para sostener su política externa” (Metzler, 2000). 

Otro de los miembros de la Comisión, el profesor Charles 
í alnmiris, de la Universidad de Columbia, en declaraciones a la 
prensa citó como ejemplo los préstamos que el FMI otorgó a la 
República del Ecuador. Calomiris, textualmente manifiesta que 
cutos préstamos son mejor entendidos como “una presión polí¬ 
tica al Gobierno ecuatoriano, en un momento en que los Estados 
1 Inidos desea asegurar el uso de bases militares en este país para 
controlar el tráfico de drogas” (2000). 

I j» cándida conclusión de la Comisión Metzler solo se explicaba 
porque la mayoría de sus miembros son académicos, ya que en 
lo» medios políticos en Washington, desde hacía mucho tiempo 
*< tenia claro que las instituciones financieras internacionales eran 
I" <1 • más que una división del Departamento de Estada A la Co¬ 
misión le hubiese bastado leer las declaraciones de Robert Reich, 
*■» secretario de la administración Clinton, cuando públicamente 
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declaró en 1999 que “en la actualidad, la política exterior estado¬ 
unidense es ejecutada por el Fondo Monetario Internacional, con 
algunas directrices del Departamento del Tesoro... En esto tam¬ 
bién, el Congreso se ha vuelto irrelevante” (Reich, 1999). 

Paradójicamente, el enojo de la Comisión Metzler no fue la 
desnaturalización de dichas instituciones internacionales, sino el 
hecho de que por esta vía la administración tomaba decisiones 
financieras que de otra manera requerían la aprobación del Con¬ 
greso, y donde el beneficio para el pueblo norteamericano era 
dudoso. Es decir, para la Comisión el problema, lejos de ser la 
indebida utilización de organismos multilaterales para fines uni¬ 
laterales, era que esto permitía a la administración norteamerica¬ 
na evadir controles constitucionales. 

Aunque los ejemplos puntuales abundan, con mucho el mayor 
rol político que han jugado el FMI y el Banco Mundial ha sido 
la imposición del paradigma neoliberal en los países del Tercer 
Mundo. El Consenso de Washington, que predicaba la neutrali¬ 
dad de las políticas económicas bajo el supuesto de que un mer¬ 
cado socialmente eficiente y justo surgiría espontáneamente, fue 
elevado por estos organismos de simple ideología al rango de 
teoría general. 

Como manifiesta el profesor I .anee Taylor de The New School 
for Social Research, el neoliberalismo fue impuesto por el FMI y 
el Banco Mundial respondiendo a los intereses de las compañía# 
transnacionales y centros financieros de los países que proveen 
de fondos a estos organismos internacionales. El profesor Tayloi 
incluso llama a las investigaciones del Banco Mundial en favor 
del paradigma neoliberal una “multimillonaria operación de mal 
keting ideológico” (Taylor, 1997). La abrumadora evidencia hil 
tórica es que ningún país del mundo se ha desarrollado sin políti 
cas nacionales explícitas o implícitas. En palabras del historiador 
norteamericano Arthur Schlesinger, “predicando la ortodoxia 
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fiscal a las naciones en desarrollo, nosotros estamos en la posi¬ 
ción de la prostituta que, habiéndose retirado con sus ganancias, 
considera que la virtud pública requiere el cierre del barrio de la 
tolerancia” (Schlesinger, 1965, citado por Green, 1995). 

Aunque en I Latinoamérica el “descubrimiento” del rol político 
de las instituciones financieras internacionales no debería sorpren¬ 
der a nadie, en los últimos años se dio un fenómeno relativamente 
nuevo, y fue la legidmización de la injerencia de dichas institucio¬ 
nes en la política nacional. En las democracias latinoamericanas, ya 
a pocos asombraba ver a ministros y presidentes confiar decisio¬ 
nes supuestamente nacionales al visto bueno de estos organismos. 
Más aún, es claro que esta injerencia no fue solamente impuesta, 
sino que en muchos casos fue entusiastamente buscada. Ix> ante- 
nor también mermó severamente la soberanía y rcpresentadvidad 
del sistema democrático, y esta deslegitimación de la democracia 
es una de las principales fuentes de ingobernabilidad de nuestros 
países, algo incomprensible para estas burocracias internacionales 
y para los economistas ortodoxos. Para ellos, los problemas de go- 
bernabilidad en América Latina sencillamente obedecen a que no 
hemos “aprendido” a vivir en democracia. 

En definitiva, la conclusión de la Comisión Metzler contrasta¬ 
ba con el celo con que muchos líderes latinoamericanos some¬ 
tían políticas, valores e incluso soberanías nacionales al tutelaje 
de instituciones con un rol político extraño a los intereses de los 
países menos desarrollados. 


I ;a amoralidad y corrupción de 
la burocracia internacional 

De acuerdo con John Perkins (2004), economista, autor y ac 
tivista estadounidense, estas burocracias internacionales junto 


Rafael Correa Delgado 


a compañías transnacionalcs, en su deseo de someter países o 
hacer ingentes negocios, también actúan a través de los llama¬ 
dos “sicarios económicos”. En palabras de Perkins: “Sicarios 
económicos son profesionales altamente pagados que engañan 
a los países alrededor del globo por trillones de dólares. Ellos 
encauzan el dinero desde el Banco Mundial, la Agencia Esta¬ 
dounidense para el Desarrollo Internacional (USAID), y otras 
organizaciones internacionales de ‘ayuda’ a los cofres de grandes 
corporaciones... Yo debo saberlo; yo fui un sicario económico” 
(Perkins, 2004, prefacio. Traducción del autor). 

Todas estas cosas no debieron causar mucho remordimien¬ 
to, puesto que frecuentemente estos burócratas internacionales 
sencillamente nos consideran inferiores. En diciembre de 1991, 
I ^wrence Summers, quien era en esc entonces jefe economista 
del Banco Mundial, propuso en un memorando interno que el 
Banco Mundial impulse mayor migración de empresas contaminadoras al 
Tercer Mundo, bajo los argumentos “técnicos” de que los ingresos 
perdidos por problemas de salud son obviamente más bajos en 
los países con menores salarios; que los países pobres están sub¬ 
contaminados y, en consecuencia, los incrementos iniciales de 
contaminación tendrán al comienzo muy bajos costos; y, final¬ 
mente, que las preocupaciones por los problemas de salud causa¬ 
dos por contaminación, como por ejemplo el cáncer de próstata, 
serán mucho más altas en los países donde la gente sobrevive 
para tener cáncer de próstata, antes que en aquellos países donde 
doscientas de cada mil personas se mueren antes de los cinco 
años de edad (Summers, 1992). 

Brillante, ¿verdad? Pues cabe indicar que este pobre hombre 
fue luego subsecretario y secretario del Tesoro en el Gobierno 
de Clinton, y posteriormente presidente de la Universidad de 
Harvard. Además, en 1993 recibió la Medalla John Bates Clark, 
otorgada anualmente al más “destacado” economista nortéame 
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ricano menor de 40 años y que normalmente es el preámbulo 
para el Premio Nobel de Economía. ¡Dios nos libre! 

Estos “análisis” pscudocientíficos, que en realidad disfrazan 
una amoralidad impresionante, también reflejan bastante bien 
las limitaciones de la teoría del mercado, así como los vicios de 
la ideología neoliberal. El primero de ellos, el reducir todas las 
dimensiones de la vida social a un simple estado de pérdidas y 
ganancias, y, el segundo, obviar algo fundamental para que un in¬ 
tercambio pueda ser considerado justo: las cuestiones de poder. 
Dada la asimetría de poder, lo que está proponiendo Summers se 
llama sencillamente explotación (ver capitulo 10). 

Citemos textualmente la preocupación final de Summers en su 
famoso memorándum-. “El problema con los argumentos contra 
todas estas propuestas para más polución en los países desarro¬ 
llados (derechos intrínsecos a ciertos bienes, razones morales, 
preocupaciones sociales, falta de adecuados mercados, etc.) es 
que podrían utilizarse más o menos eficazmente para cualquier 
propuesta de liberalización del Banco” (Ibid). A confesión de 
parte, relevo de prueba. 


Proyectos internacionales: 
otro desangre a nuestros países 

Permítanme contar mi propia experiencia con la burocracia inter¬ 
nacional. Después de acabar mis estudios en Bélgica, a principios 
ilc 1992, lleno de entusiasmo regresé al país y pronto encontré 
trabajo en los proyectos para el desarrollo de la educación, finan¬ 
ciados por el Banco Interamericano de Desarrollo (Proyectos 
MEC-BID). Pese a que eran préstamos del B1D, es decir, deuda 
externa y en consecuencia dinero del Ecuador, se nos dijo que 
nos contrataba el B1D. De hecho, el “especialista sectorial” del 


165 


Rafael Correa Delgado 


BID era el que mandaba en los proyectos, como si fueran su al¬ 
cancía propia. No era raro encontrarlo en la oficina del director 
ejecutivo dando órdenes. 

Pronto me di cuenta de la farsa y de cómo se malbarataban 
los recursos del Estado. Había proyectos tan desmesurados y 
absurdos, como el llamado “Promoción de la Educación Bási¬ 
ca” (PROMECEB), que en tres años de supuesta ejecución era 
mucho más lo que se había pagado en la comisión de compro¬ 
miso —un interés sobre saldos no utilizados, supuesto “castigo” 
para que se ejecuten rápidamente los proyectos— que lo que 
se había invertido. Esta comisión de compromiso, más la tasa 
de interés, más los cargos por comisión y vigilancia —todas las 
misiones del BID para “vigilar” los proyectos eran pagadas por 
el propio país—, más los consultores contratados suministrados 
por el propio BID, más los proveedores extranjeros de equipos 
impuestos por el propio BID, más un largo etcétera de abusos, 
atropellos e ineficiencia, hacían que estos proyectos fueran un 
verdadero desangre para el país. 

Los incentivos para la burocracia del BID, así como para los 
funcionarios nacionales contratados, eran mantener los proyec¬ 
tos, por perjudiciales que fueran. Para los primeros, esto les ser¬ 
vía para “informar” a Washington todos los créditos que habían 
colocado. Para los segundos, era la forma de asegurarse un tra¬ 
bajo en dólares —en ese entonces todavía era el sucre la mone¬ 
da nacional—, e, incluso, con un poco de suerte y obsecuencia, 
después alcanzar un pucstito en Washington en una de estas ins¬ 
tituciones internacionales, ganar un nada despreciable sueldo sin 
mucho esfuerzo, jubilarse, frecuentemente con menos de sesenta 
años, y tener tranquilidad económica hasta el fin de sus días. No 
solo aquello, sino que para los funcionarios nacionales existían 
otros incentivos perversos adicionales, como hacer durar los 
proyectos el mayor tiempo posible y así conservar sus cargos. n<» 
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obstante que el país tuviese que pagar ingentes cantidades por la 
mencionada comisión de compromiso. Por ello, nunca un proyec¬ 
to de estos se terminaba en el tiempo previsto, y no era raro que 
duraran el doble o el triple del tiempo inicialmente planificado. 
Cabe indicar que para los proyectos del Banco Mundial, la situa¬ 
ción es totalmente análoga. 

Cuando como director administrativo-financiero de los pro¬ 
yectos MEC-BID, en un seminario manifesté que era mejor 
lerminar con algunos de los proyectos más ineficientes, lo cual 
implicaba también finalizar más rápido nuestros trabajos, mis 
superiores me llamaron la atención por “imprudente” y tuve el 
“rechazo” de la burocracia y de consultores que periódicamente 
se lucraban de estos proyectos. 

1a)S contratos de préstamo firmados entre el BID y Ecuador, 
los cuales contenían las condiciones financieras, diseño del pro¬ 
yecto, número de funcionarios, sueldos referenciales, términos 
de referencia, etcétera, incomprensiblemente eran confidenciales. 

Pronto descubrí contratados como el de la consultora general, 
sin concurso, sin calificación, sin registro de consultoría como 
mandaba la ley ecuatoriana y, lo más grave de todo, en total con¬ 
tradicción con los términos de referencia que exigían maestría 
en Educación o en Administración, mientras que la contratada 
era... ¡arquitecta! Esta era sencillamente una “cuota” del especia¬ 
lista sectorial del BID, un completo corrupto. 

(Cuando me negué a pagar este contrato por su evidente ilega¬ 
lidad, para sorpresa mía se me vino el mundo encima. Desde el 
propio ministro de Educación quien me ordenó seguir pagando 
el ilícito contrato, puesto que bien sabía que era impuesto por el 
funcionario del BID y, de no hacerlo, supuestamente íbamos a 
perder los créditos. Al negarme a pagar, y cuando se creyó que se 
podían ocultar los ilícitos —entre otras cosas se modificaron los 
términos de referencia, después de contratada la consultora, para 
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incluir el título de arquitectura y hacerla calificar para el cargo—, 
fui despedido en forma totalmente ilegal, se me incluyó como 
contratista incumplido del Estado pese a que era un funcionario 
público, e incluso se me quiso acusar de incompetente, cuando 
en una dolosa evaluación de diez rubros, se me calificó de insufi¬ 
ciente... ¡hasta en comunicación oral! 

Fue sorprendente cómo prácticamente todas las instancias de 
control se hicieron las de la vista gorda frente a estos hechos, 
o se convirtieron descaradamente en cómplices y encubridores 
de estos delitos, pues el mayor anhelo de estos funcionarios era 
poder entrar a trabajar en una de estas organizaciones internacio¬ 
nales. Hubo casos impresionantes. Por ejemplo, el funcionario 
de la entonces Secretaría Nacional de Desarrollo Administrativo 
(SENDA) y encargado del seguimiento de estos proyectos, hizo 
un informe totalmente doloso diciendo que no existía ningún 
ilícito, vendió su renuncia a SENDA e inmediatamente fue contra¬ 
tado como consultor de los proyectos MEC-BID. 

Después de una larga lucha de varios años, en que tuve incluso 
que enfrentar varios procesos judiciales en mi contra como reta¬ 
liación a mis denuncias, la justicia me dio toda la razón y ordenó 
la terminación del ilegal contrato de la consultora general. Pese 
a que la justicia reconocía que había existido un peculado, no se 
sancionó absolutamente a nadie, bajo el argumento de que el 
principal implicado había sido el especialista sectorial del BID, 
quien gozaba de inmunidad diplomática, y que los demás funcio¬ 
narios, incluyendo al ministro de Educación, habían tenido que 
“obedecer” al funcionario del BID. 

Finalmente, la “sanción” a este funcionario corrupto del BID, 
cuando el caso ya fue indefendible, fue su jubilación anticipa 
da, en forma absolutamente reservada, para evitar “escándalos”, 
mientras que a la consultora dolosamente contratada, coautora y 
beneficiaría del ilícito, luego de la terminación de su contrato, el 
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corrupto funcionario del BID le consiguió inmediatamente otro 
puesto, esta vez en el Banco Mundial en Costa Rica, ya que entre 
esta burocracia internacional todo el mundo se conoce y es un 
mundo de impresionantes argollas de favores mutuos. 

Años después, ya como ministro de Economía de la República 
del Ecuador, recibí la visita del vicepresidente del BID, delegado 
por el presidente del Banco para presentar las disculpas del mis¬ 
mo, pues se habían enterado de todo lo que había pasado y lo que 
había tenido que soportar. Lamentablemente, fueron disculpas 
muy tardías y después de demasiada impunidad. De hecho, si no 
hubiera llegado a ministro, jamás se hubieran presentado dichas 
excusas. Por otro lado, todos los corruptos salieron premiados, 
desde el triste ministro de Educación de ese entonces, elegido 
posteriormente, por esas aberraciones de la política ecuatoriana, 
Vicepresidente de la República, pasando por el funcionario del 
BID “drásticamente” sancionado con su jubilación anticipada, 
siguiendo con la consultora general, así como los funcionarios 
ecuatorianos que traicionando a su Patria se prestaron a todas 
estas trafasías, hoy muchos de ellos también prósperos funciona¬ 
rios de organismos internacionales. En definitiva, gracias a la co¬ 
rrupción de las burocracias internacionales y nacionales, el único 
perjudicado fue el funcionario honesto que cumplió con su de¬ 
ber. En síntesis, frecuentemente estas burocracias internaciona¬ 
les no solo son corruptas, sino que también son corruptoras. 


Nuestros entrañables OCP 

En este descalabro que ha vivido América Latina en los últi¬ 
mos años, ha surgido una nueva especie de supuestos teenó- 
cratas. Los caracteriza que se ubican por encima del bien y del 
mal, adoran la ortodoxia, son conservadores y supuestamente 


prudentes. Precisamente por su amor a la supuesta ortodoxia 
económica, el conservadurismo económico y la prudencia, con 
todo cariño hemos llamado a esta nueva y poderosa especie los 
“economistas OCP”. 

Cualquiera que no esté con sus postulados es un vulgar popu¬ 
lista. Sus recetas son tan simples como inútiles: todo el proble¬ 
ma es un Estado demasiado grande que gasta mucho. En conse¬ 
cuencia, hay que disminuir por todos los medios el gasto fiscal, 
tratando en lo posible de reducir salarios, transferencias a Go¬ 
biernos locales, etcétera. Para ellos, como dice Eduardo Galeano, 
el problema no es la mala distribución de recursos, sino el exceso 
de comensales. Por supuesto, la característica más persistente de 
esta nueva camada de seres celestiales, es, además de sus irri¬ 
tantes simplismo e incapacidad, su descarada vinculación con el 
sector financiero y organismos internacionales, a los cuales fre¬ 
cuentemente van a trabajar después de haberse sacrificado por la 
Patria desde cargos tales como ministros de Hacienda, directores 
del Banco Central, etcétera. 

Para ellos el desarrollo es un problema netamente técnico, 
donde cualquier acto político mancha la “pureza” de la estra¬ 
tegia. Ellos intentan que los economistas sean elevados poco 
menos que a sumos sacerdotes y legitiman que burócratas 
apátridas decidan el bien y el mal para nuestros países. Como 
ellos son los iluminados, las decisiones económicas no deben 
ser consensuadas, y mientras más brutales y antipopulares sus 
medidas, más técnicos se consideran. Cualquier despistado que 
quiera actuar de manera distinta, es decir, buscando no el apoyo 
de las burocracias internacionales, sino el apoyo popular, será 
nuevamente solamente un vulgar populista. Ante el clamoroso 
fracaso de sus recetas, los OCP siempre argumentarán que el 
problema fue la falta de rapidez y profundidad de las medidas, 
esto es, que la próxima vez habrá que liberalizar, privatizar, rea 
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lizar los ajustes fiscales, etcétera, de forma más rápida y brutal. 
Todo esto nos recuerda a los médicos de la Edad Media, que 
creían que las enfermedades se curaban succionando la sangre 
del paciente, y, cuando este fallecía, concluían que la siguiente 
vez había que succionar más sangre y más rápidamente. Aun¬ 
que estamos seguros de que —como aquellos médicos del Me¬ 
dioevo— los OCP pronto pasarán al museo de la historia; el 
problema es cuántos pacientes más matarán hasta que llegue 
esc ansiado momento. 

Como no podía ser de otra manera, los OCP son muy respe¬ 
tuosos de los compromisos internacionales, lo cual implica pagar 
deuda, si es posible maximizando el valor de los bonos, para 
demostrar que somos países “serios”, y reducir de esta forma el 
“riesgo país”. Por supuesto, frecuentemente son ellos mismos o 
los grupos para los cuales trabajan los tenedores de deuda, con lo 
cual su seriedad también los hace bastante prósperos. Jamás cae¬ 
rán en el populismo de pensar que también existen compromisos 
nacionales, tales como educación, salud, empleo, y que un país 
queda verdaderamente mal cuando, como en el caso de Ecuador, 
haya visto salir de todas ias formas imaginables a dos millones 
de sus ciudadanos que invaden España, Italia, EE.UU., etcétera, 
desesperados por la falta de oportunidades en su propia tierra. 
Aquello no ha entrado en sus catecismos. Están por encima de 
esas nimiedades. 

Para nuestros entrañables OCP, no quedar mal es sencillamente 
ser agenciosos pagadores de deuda y que los inviten los acreedo¬ 
res, las bancas de inversión, la burocracia internacional, etcétera 
a los respectivos cocteles y seminarios, donde con cara de cir¬ 
cunstancias darán cátedra de moral y sanas políticas económicas, 
n incluyendo frecuentemente que lo más importante es reducir el 
“nesgo país” para tener el menor costo posible... ¡para volver 
nos a endeudar! 
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El nuevo “indicador” de calidad de 
las políticas económicas: el riesgo país 

Una de las grandes contribuciones del neolibcralismo es haber 
sofisticado los mecanismos de dominación al Tercer Mundo. En 
efecto, en lugar de botas para someter a los países hoy es sufi¬ 
ciente el riesgo país, falacia de la que todo el mundo habla y de la 
que muy pocos entienden. 

La medición más común de “riesgo país” no es otra cosa que 
la diferencia en centésimas de puntos porcentuales entre el ren¬ 
dimiento de mercado de los bonos de un país con el rendimiento 
de un activo supuestamente sin riesgo, normalmente los bonos 
del Tesoro de los Estados Unidos. Si el bono de un país tiene 
un valor nominal de 100 dólares y rendimiento nominal del 5%, 
pagará un cupón anual fijo de 5 dólares. Sin embargo, si dadas las 
dudas sobre la capacidad de pago del mencionado país el bono 
se vende a un valor de mercado de 50, es decir, con un descuento del 
50%, el cupón fijo de 5 dólares significará un rendimiento efectivo 
de 10%, con lo cual “subió” el riesgo país. Nótese que, por el 
contrario, a mayor valor dtl bono en el mercado, menor el riesgo 
país. Incluso los bonos se pueden vender con premio , es decir, 
más allá de su valor nominal, con lo cual el rendimiento efectivo 
es menor que el rendimiento nominal, y habrá sensiblemente ba 
jado el riesgo país. 

En síntesis, el riesgo país lo único que hace es medir la ivluntad 
y capacidad de un país para cumplir sus “compromisos externos”, 
léase pagar puntualmente la deuda externa. Pese a esto, como por 
arte de magia, el riesgo país pretende ser el principal indicador de 
calidad de las políticas económicas de una nación y supuesta guia 
indispensable para los inversionistas extranjeros. 

Para evidenciar el absurdo que esta pretensión representa, 
como el riesgo país sube antes de un proceso electoral, por la 
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“incertidumbre” que generan las elecciones normalmente, sería 
una gran “política económica”... ¡eliminar las elecciones! Más 
aún, supongamos que a un país llegase una dictadura sangrienta, 
que esclavice a sus ciudadanos y todos los excedentes se destina¬ 
ran por ley a pagar deuda externa... ¡bajaría el riesgo país, y con 
este “criterio” las políticas económicas de dicho Gobierno serían 
extraordinarias! 

El riesgo país, además, podrá ser una guía para la inversión fi¬ 
nanciera especulativa, los famosos capitales golondrinas que han 
sido tan nefastos para nuestros países, pero de ninguna manera 
servirá para la verdadera inversión extranjera directa que bus¬ 
ca crear empresas por medio de proyectos rentables. De hecho, 
China, el país en vías de desarrollo que mayor inversión extran¬ 
jera directa recibe, no tiene bonos en el mercado internacional y 
en consecuencia... ¡no tiene medición del riesgo país! 

El riesgo país a lo sumo indica el costo financiero al que un país 
podrá endeudarse en el mercado internacional, y la pretensión de 
elevarlo al máximo indicador de calidad del manejo de nuestras 
economías no será otra cosa que una de las tantas trampas para 
condicionar las políticas económicas a los intereses del capital 
financiero, y una muestra más de cómo una vulgar ideología se 
convirtió en ciencia. 


m 
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12. MÁS ALLÁ DE LA ECONOMÍA AUTISTA 


De la miopía del corto plazo a 
verdaderas políticas estructurales 

Como hemos visto, es muy frecuente en economía confundii 
medios con fines, así como ideología con ciencia. Por esa razón, 
actualmente nos enfrentamos a “principios económicos” que no 
resisten el menor análisis, pero que se han convertido en medi¬ 
das arbitrarias del éxito de la política económica. Tal es el caso de 
la estabilización de precios como fin último de la macroecono- 
mía; buscar reducir el misterioso “riesgo país” indiferentemente 
del “riesgo social” que esto cree; o tratar de lograr cada vez más 
altos superávits fiscales independientemente de la situación real 
de la economía. 

Sin embargo, hemos insistido a lo largo de este libro que la 
economía es una ciencia de variables reales, y que la verdadera 
estabilidad económica es lograr el máximo de crecimiento y em¬ 
pleo productivo sostenibles en el tiempo. Para ello se necesita 
el incremento de fuerzas internas de acumulación y progreso, es 
decir, los llamados recursos productivos, los cuales en el enfoque tra¬ 
dicional se han asumido como el talento humano, esto es, la can¬ 
tidad y calidad de recurso humano con el que cuente un país; el 
capital físico, o la cantidad de bienes de capital e infraestructura 
que posea el mismo; el capital tecnológico, o cantidad de cono¬ 
cimiento, técnicas, etcétera disponibles y asimiladas por el país; y, 
finalmente, el capital natural, o la cantidad de recursos naturales 
con los que cuenta una nación. 
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Podemos definir como inversión productiva la acumulación, pre¬ 
servación o reposición de estos capitales. Sin embargo, y no 
obstante que la clave de toda política de crecimiento sostenible 
es la inversión productiva en general, normalmente se ha consi¬ 
derado, en forma errada, como inversión productiva solamente 
a la acumulación de capital físico, entre otros motivos, y como 
ya hemos mencionado anteriormente, por la grave confusión 
entre análisis contable y análisis económico. De hecho, mien¬ 
tras que hasta el siglo XIX la abundancia de recursos natura¬ 
les y capital físico eran considerados los principales factores de 
producción, especialmente la segunda mitad del siglo XX nos 
demostró que las economías más exitosas fueron las que desa¬ 
rrollaron su talento humano y el adecuado uso de tecnología, 
condiciones necesarias —aunque, como veremos más adelante, 
tampoco suficientes— para el crecimiento y desarrollo. En otras 
palabras, con talento humano y tecnología se puede hacer flore¬ 
cer el desierto, mientras que sin estos se puede desertificar hasta 
el jardín más florido. 


Ahorro nacional para invertir eficientemente 

Para la acumulación de capital físico y ante la supuesta falta de 
ahorro nacional, la estrategia del país, al igual que toda Latino¬ 
américa, fue recurrir sin mayor reflexión a la inversión extranjera 
privada, es decir, a factores externos de acumulación. Sin embar¬ 
go, se consideró inversión extranjera a cualquier cosa, incluyen¬ 
do privatizaciones que no aumentaban el acervo de capital físi¬ 
co, al mismo tiempo que se creyó que toda inversión extranjera 
era buena, cuando en determinadas situaciones puede sacar de 
un país mucho más de lo que otorga. Ejemplo dramático de lo 
anterior fueron las privatizaciones de las empresas de servicios 
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públicos argentinas en los años noventa, “inversión extranjera” 
que además de no significar creación de más capital físico, dio a 
sectores privados extranjeros poder monopólico sobre servicios 
fundamentales para la población, y al sacar utilidades sin generar 
divisas, ayudaron al deterioro del sector externo, precipitando 
con ello el derrumbe de la convertibilidad. 

Sin embargo, lo tristemente paradójico de todo esto es que 
América Latina tiene capacidad de ahorro y, en consecuencia, 
de inversión nacional, pero por fallas institucionales, imperfec¬ 
ciones de mercado y ausencia de acción colectiva, dicho ahorro 
interno, y muchas veces incluso ahorro público, no es movili¬ 
zado a la inversión productiva y es sacado absurdamente por 
diferentes mecanismos fuera de la región, financiando así a los 
países más desarrollados. 

En ese sentido, entonces, la estrategia de atraer adecuada in¬ 
versión extranjera —debidamente regulada y controlada, a di¬ 
ferencia del período neoliberal donde frecuentemente tenía pri¬ 
vilegios sobre la inversión nacional— debe ser complementaria 
y no sustituía de la inversión nacional, para lo cual se necesitan 
políticas de incentivos al ahorro nacional así como reformas 
para una mayor eficiencia en la movilización de dicho ahorro a 
la inversión productiva. I^o anterior implica lograr una coordi¬ 
nación institucional que permita e incluso ordene a los grandes 
ahorradores del propio sector público movilizar fondos hacia 
la inversión productiva; reformas legales que obliguen al sis¬ 
tema bancario a cumplir su rol de intermediario financiero; el 
fortalecimiento de una banca pública que compita con la banca 
privada en cuanto a costo del dinero y calidad en la asignación 
de recursos; y el desarrollo del mercado de capitales que permi 
ta nuevos canales de financiamiento para la inversión producti 
va (ver recuadro 12.1). 
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Recuadro 121 Deficiencias en la movilización 

DEL AHORRO NACIONAL A LA INVERSIÓN PRODUCTIVA: 

TRIS EJEMPLOS ILUSTRATIVOS 

1. Muriéndonos de sed al lado de la fuente 

El mayor ahorrador del propio sector público, el Instituto Ecua¬ 
toriano de Seguridad Social (1F1SS), tuvo durante el año 2004 sal¬ 
dos en el Banco Central de alrededor de 777 millones de dólares, 
mientras que la producción estatal de petróleo declinó por falta 
de inversión (BCE, 2006). Simplemente, con una adecuada coor¬ 
dinación interinstitucional, el IESS pudo financiar a Petroccuador 
para el reacondicionamiento de sus pozos y así obtener una inver¬ 
sión segura (el colateral sería el propio petróleo), a corto plazo (la 
inversión total se recupera el mismo año) y de alto retomo (la in¬ 
versión de 500.000 dólares en un pozo puede generar más de dos 
millones de dólares anuales) que benefician al propio IESS y recu¬ 
pera la producción petrolera estatal del país (MRNNR, 2009). 

Como se mencionó en el capítulo 4, estos fondos son pane 
de la reserva monetaria internacional, innecesaria en dolarización 
puesto que no hay moneda nacional que respaldar, y constituida 
básicamente por los depósitos de las instituciones públicas en el 
Banco Central. Dicha reserva, que en promedio el último trimes¬ 
tre de 2004 alcanzó 1.534 millones de dólares y que significa fun¬ 
damentalmente ahorro nacional y, más aún, público, era invertida 
por el “autónomo” Banco Central en el exterior, financiando así 
al Primer Mundo a cambio de rendimientos extremadamente ba¬ 
jos, que frecuentemente bordeaban el 1%, mientras que en el país 
existían proyectos de una gran rentabilidad (BCE, 2006). 

2. Ahorro privado financiando al extranjero 

En el año 2004 los bancos privados mantenían inversiones fi¬ 
nancieras en el exterior de alrededor de 2.100 millones de dó- 
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lares, es decir, un monto mayor al saldo promedio de toda la 
reserva monetaria internacional, bajo el argumento de la necesi¬ 
dad de tener reservas de alta liquidez puesto que en dolarización 
no hay prestamista de última instancia (BCE, 2006). Dichos 
fondos eran colocados en el exterior a tasas mucho menores 
que las de captación, perdida que era compensada con elevadas 
tasas activas de interés, todo lo cual tenía un efecto recesivo 
extraordinariamente grande. Con un adecuado fondo de liqui¬ 
dez debidamente coordinado, así como apropiada regulación 
—básicamente el establecimiento de un coeficiente de liquidez 
doméstico para los bancos— todo esta ineficiencia hubiera sido 
minimizada. 

3. Distorsiones asignativas y poder de mercado 

Durante 2004, según la Superintendencia de Bancos y Seguros, 
los bancos nacionales privados destinaron apenas el 6,7% del 
número y el 29% del volumen de crédito para la agricultura, 
construcción y manufactura, los principales generadores de em¬ 
pleo, mientras que un elevado porcentaje se destinó a crédito 
para consumo, que solamente tiene un efecto indirecto sobre el 
empleo ya que muchos de los productos consumidos son im¬ 
portados. Por otro lado, 5 bancos controlaban casi el 60% del 
volumen de crédito. Nuevamente, todo esto puede ser optimiza¬ 
do con adecuada regulación e intervención de la banca pública. 


Además de lo anterior, una adecuada política de inversiones re¬ 
quiere de incentivos fiscales para una eficiente asignación de re¬ 
cursos que el mercado por sí solo no puede garantizar. En efec¬ 
to, mientras que, al menos en teoría, la empresa privada tiene 
adecuados incentivos para lograr la eficiencia productiva , esto es, la 
eficiente utilización de los recursos en sus usos asignados, no hay 
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nada que garantice la eficiencia asignativa, entendida como el envío 
de los recursos a los usos sociaimente más valiosos. Es decir, si en 
principio una empresa privada de espectáculos deportivos va a 
construir y administrar un estadio de fútbol de la forma más efi¬ 
ciente, no hay nada que garantice que todo esc trabajo humano, 
capital financiero, materiales de construcción, etcétera, no eran 
socialmente más necesarios en la edificación de escuelas o hidro¬ 
eléctricas. Si esto es un problema en toda sociedad, es mucho 
más grave en mercados tan imperfectos como en el caso ecuato¬ 
riano, donde existe poder de mercado, una visión marcadamente 
de corto plazo y una pésima distribución del ingreso que altera 
todos los precios relativos de la economía; por ello, como ya se 
dijo, cosas con muy poco valor pueden tener altos precios, y, en 
consecuencia, es hacia esos bienes que el mercado dirige los re¬ 
cursos sociales. De aquí precisamente surge uno de los vínculos 
teóricos más fuertes entre equidad y desarrollo: a mayor equi¬ 
dad, mentir distorsión de precios relativos y, en consecuencia, 
mayor eficiencia asignativa por parte del mercado. Cabe indicar 
que movilizar el ahorro a la inversión con eficiencia productiva 
y asignativa es la esencia de la política de crecimiento, que en el 
fúndame ntalismo neoliberal supuestamente constituye uno de 
los logros del mercado, parte de la famosa “mano invisible” de 
Adam Smith, tan invisible que, al menos en este aspecto, ttxlavía 
nadie la ha visto, ya que ningún país del mundo se ha desarro¬ 
llado sin políticas explícitas de crecimiento. Efectivamente, en 
el caso ecuatoriano por deficiencias institucionales y la política 
económica aplicada, para el año 2004 un 6,4% del PIB en ahorro 
nacional estaba inmovilizado o fuera del país y no se dirigía a in¬ 
versión productiva, lo cual no es solo tremendamente ineficiente 
en cuanto a asignación de recursos, sino que también tiene un 
fuerte efecto contractivo, al extraerse recursos del flujo circular 
de la economía (BCE, 2006). 
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En este sentido, el rol del Estado es fundamental, básicamente 
por la mencionada eficiencia asignativa, y particularmente a través 
de la provisión de bienes públicos que mejoren la compctitividad 
sistémica, tal como la infraestructura económica. De hecho, una 
firma puede ser muy eficiente productivamente hablando, pero 
no ser competitiva, por ejemplo, si no tiene buenos servicios pú¬ 
blicos. Mientras que la compctitividad implica eficiencia produc¬ 
tiva, lo contrario no es cierto. En consecuencia, el problema de la 
compctitividad no depende exclusivamente de firmas eficientes, y 
constituye realmente una transformación social que, además de pro¬ 
ductividad, al menos incluye adecuado talento humano, eficiencia 
burocrática y conveniente provisión de bienes públicos. Además 
de lo anterior, la compctitividad depende también de factores es¬ 
tructurales, entre ellos los tamaños del mercado nacional y del 
propio sector industrial, como ya mencionamos en el capítulo 9. 
A manera de ejemplo, una empresa cuenrana de vajillas que atien¬ 
de un mercado de diez mil personas puede ser más eficiente pero 
menos competitiva que una empresa china de vajillas que atiende 
un mercado de diez millones de personas, pues esta última proba¬ 
blemente enfrentará costos promedios mucho menores, gracias 
a las economías de escala. Para que estas restricciones puedan 
ser superadas nuevamente se requieren estrategias explícitas de 
desarrollo, tales como la integración regional, la priorización de 
compras públicas para productores nacionales, adecuadas protec¬ 
ciones al comercio exterior, y planificación nacional en general. 
Cabe indicar que la calidad de las políticas públicas también puede 
considerarse como un bien público. 

Recordemos que hay un rol muy importante para el Estado en 
el apoyo al “descubrimiento” de nuevas actividades de produc¬ 
ción, dado que por fallas de mercado como externalidades de in 
formación, de coordinación y falta de provisión de bienes púbii 
eos sectoriales, la inversión privada se ha demostrado subóptima 
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(Rodrick, 2004). Esto explicaría el bajo patrón de diversificación 
productiva de América latina si se lo compara con países asiá¬ 
ticos en los que el Estado tomó un rol activo para resolver las 
fallas de mercado mencionadas. 

Una adecuada inversión pública es complementaria de la inversión 
privada, y los efectos desplazamiento —efectos crou’ding out — que la 
inversión pública puede generar en el corto plazo, al supuesta¬ 
mente disputar ahorro nacional con el sector privado —uno de 
los argumentos del fundamcntalismo neoliberal para denostar la 
inversión pública—, de hecho se convierten en el mediano pla¬ 
zo en efectos incorporación —efectos crowding in — ya que generan 
mayor inversión privada a través de mejoras en la competitividad 
sistémica, bien público que, como hemos visto, indudablemente 
le corresponde proveer al Estado. 

Nuevamente entonces se verifica el rol fundamental de la ac¬ 
ción colectiva y del Estado para el desarrollo, que contradice fron¬ 
talmente la apología neoliberal del individualismo como motor 
de la sociedad. En consecuencia, es necesario que ILatinoamérica 
y, en forma particular, Ecuador, supere absurdos sin sustento 
teórico ni empírico como el de un Estado mínimo como sinóni¬ 
mo de modernización y progreso, y partir del reconocimiento de 
que el Estado debe ser un actor fundamental y no solamente un 
árbitro pasivo del desarrollo económico. 


Hacia una nueva arquitectura financiera regional 

Un paso fundamental para la optimización en la utilización del 
ahorro regional y para hacer a América Latina mucho más efi¬ 
ciente en el uso de sus recursos, es la nueva arquitectura finan¬ 
ciera regional (NAFR). El eje para esta NAFR se basa en un 
nuevo proceso de integración que apunte a la creación de un 
banco regional de desarrollo, de un fondo común de reservas. 
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de un sistema de pagos y del impulso de un sistema monetarn 
común, que puede comenzar con la emisión de derechos regio 
nales de giro y una divisa electrónica regional. 

En cuanto al banco regional de desarrollo y el fondo común de 
reservas, su justificación es muy simple: al mismo tiempo que los 
países latinoamericanos buscan financiamiento, la región tiene 
centenas de miles de millones de dólares en reservas invertidos 
en el primer mundo, lo cual constituye un verdadero absurdo. El 
instrumento fundamental para esta aberración, como se mencio¬ 
nó en el capítulo 4, han sido los bancos centrales “autónomos” 
a cargo de la inversión de las reservas. El traer esas reservas, jun¬ 
tarlas y administrarlas adecuadamente para financiar el desarrollo 
de la propia región, así como utilizarlas para respaldar potenciales 
crisis financieras y de balanza de pagos a través de un fondo de 
reserva regional, más que un imperativo económico, constituye 
un imperativo del sentido común. 

Con el inicio de una moneda contable y un sistema regional 
de pagos, la región podrá reducir los requerimientos artificiales 
de dólares en el comercio regional, en los mercados financieros, 
y, por tanto, también en la necesidad técnica de reservas. A su 
vez, con un fondo común de reservas, se reduce el total de re¬ 
servas necesarias, aún frente al peligro de choques simultáneos y 
riesgos correlacionados. Es decir, al juntar reservas , con la misma 
cantidad de recursos se logra mayor seguridad. Para entender lo 
anterior, supongamos que existe un barrio con 100 casas, cada 
una de un valor de 50.000 dólares, y cada familia con una capan 
ilad de ahorro de 10.000 dólares. Por separado, ninguna famili i 
tendrá suficiente ahorro para reponer su casa en caso de algmi 
desastre, pero si ponen todos sus ahorros juntos, podrán rep« mi» i 
simultáneamente hasta 20 casas. Con menor necesidad técnica di 
reservas se pueden liberar reservas excedentarias para financiar la 
banca de desarrollo. En otras palabras, se trata de coordinación y 
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Pese a que el problema es tanto del sector privado como del 
sector público, pocas veces la intervención de este último es tan 
importante. Al ser la mayor parte del desarrollo tecnológico un 
bien público , es decir, de libre acceso y de utilización colectiva sin 
perjuicio mutuo, la empresa que invierte en investigación y desa¬ 
rrollo frecuentemente está generando un beneficio social por el 
cual no está recibiendo ninguna retribución, y, en consecuencia, 
su nivel de inversión será subóptimo, por lo que nuevamente es 
necesaria la intervención del sector público con adecuados in¬ 
centivos y subsidios para investigación y desarrollo. 

Inversión en talento humano, además de ser un fin en sí mismo, 
constituye la mejor inversión para un crecimiento de largo plazo 
con equidad. Cabe indicar que expresamente rechazamos el térmi¬ 
no “capital humano”, utilizado generalmente en el enfoque tradi¬ 
cional, ya que convierte al ser humano en un simple factor más de 
producción, cuando es el principio y fin de dicha producción. 

Ecuador era uno de los cinco países latinoamericanos con me¬ 
nor inversión social por habitante. Mientras el promedio latino¬ 
americano se encontraba en 475 dólares por habitante, el gasto 
social ecuatoriano era de 93 dólares (CEPAL, 2009, datos para el 
año 2004, en dólares de 2000). Aunque existen serios problemas 
de calidad en la inversión social en el país, las cifras demuestran 
claramente que también es un problema de recursos. Pretender 
mantener o incluso reducir el gasto público en estos sectores, 
porque el problema, como frecuentemente repiten ciertos ana¬ 
listas, es solamente de calidad y no de cantidad, no resiste un 
análisis seria Lo anterior incluye también al tan denostado gasto 
corriente en sectores sociales —sueldos y salarios, capacitación, 
etcétera— el cual, como ya hemos mencionado, económicamen¬ 
te puede constituir la mejor inversión en talento humana 

No obstante lo anterior, y particularmente a partir de los no¬ 
venta, se observó la disminución del gasto en salud y educación 
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como porcentaje del PIB, así como un claro proceso de exclusión 
a favor del servicio de deuda pública y en detrimento del gasto 
social, tendencia que está bastante bien representada en Ecua¬ 
dor, como lo vimos en el capítulo 8, con la Ley de Transparencia 
Fiscal aprobada en 2002, la cual destinaba el 70% de los nuevos 
recursos petroleros para recompra de deuda pública y solamente 
10% de dichos recursos para la inversión social. 

Parte también fundamental de esc talento humano es la clase 
empresarial. Empresario es aquel que crea empresa, es decir, or¬ 
ganiza factores de producción para generar bienes y servicios. 
La clase empresarial es indispensable en toda sociedad, indepen¬ 
dientemente de si el empresario persigue un fin de lucro —esto 
es, el empresario capitalista— o busca otra clase de objetivos. 
Por ejemplo, la Madre Teresa de Calcuta, con su inmensa obra 
mundial, también fue una extraordinaria empresaria. 

Refiriéndonos a los empresarios capitalistas, para que razona¬ 
blemente a través de su fin de lucro se logren objetivos social¬ 
mente deseables, más alia de la ilusión de la competencia, lo im¬ 
portante es que guarden cuatro éticas fundamentales: la ética con 
sus trabajadores, esto es, saber distribuir justamente entre estos el 
valor agregado por la empresa, asi como garantizar un adecuado 
ambiente de trabajo y estabilidad; la ética con sus consumidores, 
es decir, no abusar de su posición de mercado y tratar de brindar 
los mejores bienes y servicios a precios apropiados; la ética con 
la sociedad y el Estado, o sea, pagar sus tributos, cumplir las leyes 
del respectivo país y propender al desarrollo local por medio de, 
por ejemplo, la contratación de trabajadores de la localidad; y la 
ética con el medio ambiente, lo que implica que la actividad de la 
empresa no se base en la depredación y destrucción de la natura 
leza y de esta manera no genere una falsa rentabilidad. 
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Reflexiones fuera del simplismo economicista 

El enfoque tradicional sobre los recursos productivos ha sido 
absolutamente insuficiente para explicar los procesos exitosos 
de desarrollo. Un ejemplo paradigmático fue la Rusia de los años 
90, que teniendo todos los “capitales” tradicionales —inmensos 
recursos naturales, capital físico, gran talento humano y avanzada 
tecnología— vio retroceder sus niveles de bienestar y desarrollo. 
El problema nuevamente está en que el enfoque tradicional de 
los recursos productivos y la teoría del crecimiento obvian intan¬ 
gibles colectivos fundamentales como el capital social, el capital 
institucional y el capital cultural de un país. Cabe indicar que los 
motivos básicos para esta omisión son dos: el sesgo de la inves¬ 
tigación económica “moderna”, la que frecuentemente asume 
que aquello que no puede ser observable o debidamente cuanti- 
ficable, sencillamente no existe, y las limitaciones analíticas de la 
economía neoclásica, dominante en el pensamiento económico 
actual, al desechar todo aquello que no puede ser fundamentado 
en comportamientos individuales. Para el mainsfream es preferible 
estar rigurosamente equivocados que vagamente acertados. 

Sin embargo, los países exitosos han sido sociedades motiva¬ 
das, con energías intrínsecas, mirando juntos hacia los mismos 
objetivos y socialmcntc cohesionados, conjunto de características 
que se conocen como “capital social”. Pese a haber sido larga¬ 
mente ignorado en la literatura económica, un número creciente 
de evidencia demuestra que este capital es una condición necesaria 
para el desarrollo, sin la cual los demás capitales no funcionan, 
lamentablemente, en las últimas décadas es claro el deterio¬ 
ro del capital social de América latina, fenómeno que en gran 
medida puede ser vinculado a la estrategia de desarrollo basada 
en el individualismo de mercado y a los programas de estabi¬ 
lización y ajuste estructural, frecuentemente diseñados en fun¬ 
ción del cumplimiento de compromisos externos, obviando los 
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grandes compromisos nacionales y de esta forma rompiendo la 
confianza mutua y la cohesión social. Un ejemplo representativo 
de políticas destructivas del capital social es cuando se habla de 
flexibilidad laboral en sociedades que no tienen capacidad de ge¬ 
nerar empleo y ni siquiera tienen subvenciones de desempleo, o 
cuando los salarios se convierten en la variable de ajuste ante las 
crisis, mientras se destinan ingentes recursos para remunerar al 
capital y a compromisos externos. En consecuencia, las políticas 
económicas deben integrar explícitamente sus efectos sobre el 
capital social, considerando su preservación como fundamental 
para el desarrollo y por encima de temporales y muchas veces 
aparentes logros económicos. 

En los últimos años se ha tratado de incorporar al análisis eco¬ 
nómico una dimensión largamente obviada en el enfoque tra¬ 
dicional: el capital institucional. De hecho, en los últimos tres 
lustros surgió con gran fuerza la llamada Nueva Escuela Ins- 
titucionalista, que mereció dos premios Nobel en los noventa: 
Ronald Coase y Douglas North. Sin embargo, el problema de las 
instituciones, fundamental para una ciencia que supuestamente 
trata de explicar el desarrollo, ha sido considerado explícitamente 
por críticos de la economía clásica y neoclásica, como por ejem¬ 
plo Thorstein Veblen (1857-1929) desde hace más de un siglo. 
Cada vez más investigaciones nos hablan de la importancia del 
capital institucional, y de cómo un enfoque que haga abstracción 
de las instituciones para explicar el desarrollo es sencillamente un 
deliberado reducciorüsmo de la realidad. 

Comúnmente se considera capital institucional al conjunto de 
reglas formales con las que se organiza y ct>ordina una sociedad, 
así como las organizaciones creadas para su cumplimiento y eje¬ 
cución. Un ejemplo claro de aquello son las leyes y el sistema de 
justicia, y, en general, lo que podemos entender como el listado de 
derecho , esto es, la supremacía de la ley. Un adecuado capital insti- 
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tucional obviamente tiene implicaciones en todos los aspectos de 
la vida social y de los derechos individuales. Desde un enfoque 
exclusivamente económico, podemos considerar que la primera 
y principal política económica en toda sociedad es construir un 
adecuado marco institucional, claro y predecible, que permita a 
los individuos y al colectivo social tomar la mayor cantidad de 
correctas decisiones económicas, particularmente de largo plazo. 
North y Davis (1973) proponen que la clave del desarrollo de 
Occidente fueron estados de derecho c instituciones que permi¬ 
tieron reducir el riesgo y realizar inversiones de largo plazo. 

Sin embargo, las reglas de juego formales frecuentemente están 
afectadas e incluso dominadas por reglas de juego informales pro¬ 
venientes de la cultura de un país, entendida esta como el conjunto 
de ideas, creencias, visiones y valores acerca del mundo y de la so¬ 
ciedad, transmitidos socialmente. I.a cultura y las reglas informa¬ 
les que esta implica, pueden servir para reforzar las instituciones 
formales que proveen desarrollo y progreso, o, incluso, suplir la 
inexistencia de adecuadas reglas formales, lamentablemente, tam¬ 
bién ciertos antivalores culturales pueden anular las instituciones 
formales necesarias para el avance social y económico, y prevalecer 
como mecanismos de retraso y subdesarrollo. 

En este sentido, algunos de los antivalores de la cultura la¬ 
tinoamericana que constituyen poderosos obstáculos para que 
funcionen las instituciones formales, y, en particular, la democra¬ 
cia y el Estado de derecho, son, entre otros, la cultura de ¡a trampa , 
es decir, un inexplicable deseo de romper las reglas de juego for¬ 
malmente establecidas, donde el que lo hace más y de mejor for¬ 
ma no es el más sinvergüenza, sino tan solo el más “sabido”, con 
lo cual se destruye toda capacidad de organización. Un ejemplo 
de aquello es la generalizada evasión de impuestos, muchas veces 
convertida en deporte nacional en América Latina. Otro antiva¬ 
lor es la cultura del poder , donde las acciones se dan en función no 
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de los derechos y obligaciones establecidos por las reglas forma¬ 
les, sino por la conveniencia del coyunturalmente más poderoso. 
Finalmente, se encuentra lo que los sicólogos llaman disonancia 
cognitiva , esto es, la incoherencia entre los valores expresados y 
los valores practicados, lo que genera que en lo abstracto se esté 
furiosamente contra ciertas conductas y situaciones, como por 
ejemplo la corrupción c impunidad, y en lo cotidiano se actúe en 
función de lo supuestamente rechazada 

Ix>s mencionados antivalores hacen que las reglas formales, más 
aún dada la debilidad de las organizaciones para hacerlas cumplir, 
queden frecuentemente en simples enunciados. Lograr un adecua¬ 
do cambio cultural en un país es probablemente la contribución 
más importante a la democracia, al Estado de derecho, al capital 
institucional formal, y, por ende, al fin último de la economía, que 
es el desarrollo. 

Ante la ausencia de sociedades motivadas y cohesionadas, insti¬ 
tuciones formales sólidas y la necesidad de crear valores y actitudes 
que aceleren el progreso, el rol de adecuados liderazgos es funda¬ 
mental. Liderazgo es sencillamente la capacidad de influir sobre 
los demás, pudiendo utilizarse para servir a los demás, o servirse 
de los demás, lo que, lamentablemente, es lo que ha sido frecuente 
en América latina cuando han existido liderazgos fuertes. Buenos 
líderes pueden ser fundamentales para suplir la ausencia de capital 
social, institucional y cultural, y su importancia disminuirá en la 
medida en que precisamente esos liderazgos ayuden a consolidar 
estos capitales, lamentablemente, dentro de todas las crisis que 
sufrió América Latina durante la larga y triste noche neoliberal, 
probablemente la mayor de ellas fue la crisis de líderes. 
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E n este libro el lector encontrará una detallada exposición de 
los manejos que se le han dado a la economía ecuatoriana 
en los últimos años, y que explican la dificultad y complejidad de 
las circunstancias actuales. Aunque Rafael Correa no abandona 
en ningún momento el rigor y la seriedad propios de un texto 
académico, consigue una narración fluida y amena, en la que pone 
en evidencia la profundidad de su compromiso con el destino del 
pueblo ecuatoriano y de toda América Latina. 

Mediante una prosa ciudada, sencilla y con ejemplos ilustrativos, 
Rafael Correa ha explicado cómo el neoliberal i smo ha sido una 
noche larga y triste en la historia de nuestros países. Su conclusión 
es que el continente americano requiere de políticas y de verdaderos 
empresarios que promuevan relaciones más justas entre capital y 
trabajo, es decir, un camino hacia el equilibrio social y la erradicación 
de la pobreza. 

"Ecuador jamás fue social ni económicamente un paraíso, pero lo 
que se hizo en las últimas décadas realmente no tiene nombre. 
De ahí el título Ecuador: de Banana Republic a la No República [. J. 
Aspiro a que este libro ayude a la verdadera liberación de nuestros 
pueblos, por medio del conocimiento y la comprensión de las 
barbaridades que se han hecho con nuestros países, y que sea un 
aporte más para nunca volver al pasado" 
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